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INTRODUCCIÒN 

 

  La investigación que se presenta tiene como objetivo exponer una 

solución a una problemática que perturba a todo individuo, familia, población y 

Estado, que consiste en la violación a un derecho fundamental y universal, es 

decir, la vivienda, por lo que se trata de un estudio sobre una de las tantas 

conculcaciones que sufre este derecho, en la senda a su satisfacción, y de los 

sistemas, ordenamientos, instituciones jurídicas y organismos que la llevan a su 

vulneración, limitándonos solo a uno de los sectores poblacionales, la clase 

trabajadora. 

 

Hay que tener presente que el hombre ya sea de manera nómada o 

sedentaria se ha visto en la necesidad de resguardarse de las inclemencias del 

tiempo, así como de cualquier otro peligro que le acecha, por lo que instauró 

sitios para guarecer lo que constituye el principio de lo que en la actualidad es 

una vivienda. 

 

  La estructura con la que se ha cubierto dicha parvedad ha venido en 

constante cambio, así como la situación jurídica de la misma y a la par de que 

el hombre crea grupos sociales con estructura política y jurídica mas elaborada 

la población crece y con ella la penuria de una vivienda por lo que quienes 

gobiernan se ven en la necesidad de dotar a su principal fuerza de producción y 

así evoluciona la necesidad habitacional. 

 

 A raíz de los gobiernos las estructura políticas ya sean monárquicas o 

democráticas han tomado a la vivienda históricamente hablando como una 

necesidad condicionada y material, haciéndola exclusiva de cada hombre y no 



 
 

II 
 

de la familia como lo fue en los inicios de la época de los romanos donde el 

único que podía ser propietario de una vivienda lo era el pater familias, el resto 

de los miembros de la familia dependían directamente de este, por otro lado en 

el medievo las viviendas eran propiedad del señor feudal así como los fundos, 

caso en el cual las familias solo tenia en posesión la morada, convirtiéndose 

solo en una recompensa o producto del trabajo que realizaban estos. 

 

Con la conquista española los indios empiezan a gozar de unos pocos 

satisfactores hacia esta atribución, todavía no reconocida en esa época, hechos 

posteriores marcaron latentes cambios históricos, provocando que la vivienda, 

el derecho a la posesión, a la propiedad y algunos otros involucrados 

evolucionaran, por lo que el hombre tuvo que crear sistemas jurídicos 

tendientes a regular una política habitacional destinada a la adquisición de 

casas para cubrir la parvedad de una población en constante crecimiento. 

 

 El derecho a la vivienda ha pasado por un complejo camino hacia su 

reconocimiento, así como también lo ha padecido la clase trabajadora hacia sus 

derechos, si bien lo hemos mencionado la habitación es una atribución de todo 

individuo, también lo es que el sector proletario es uno de los más violentados 

en este sentido, pues para cubrir su necesidad habitacional, el Estado crea en 

la década de los 70´s a, el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores (INFONAVIT), institución instaurada con la finalidad social de 

otorgar viviendas este sector, organismo en el que nos centraremos en este 

estudio, pues su función social ha sido cuestionable y tal vez inexistente en la 

actualidad, pues saltan a la luz varias inconsistencias entre el objetivo inicial y el 

presente como lo veremos durante el desarrollo. 

 



 
 

III 
 

No obstante no solo fue este ente, la única institución destinada a cubrir 

la necesidad de vivienda sino también se crearon distintos entes crediticios ya 

sea dependiente del estado o de la banca privada a efecto de cubrir la 

necesidad de toda familia de poseer un lugar donde albergar y de los cuales 

haremos referencia. 

 

 Con los entes crediticios surgen también las legislaciones que les dan 

sustento legal, ordenamiento que al contrario de estar destinadas a un fin social 

cual debiera de ser, se destinan a dar ventajas jurídicas a los entes crediticios 

para los cuales fueron creados como lo es la ley del INFONAVIT, la cual se a 

destinado a plasmar artículos que se enfocan a una capitalización del ente y no 

así a una al objetivo social, desatendiendo que el derecho habitación es de 

carácter social.  

 

 Aunado a lo anterior, el Estado, la sociedad, las condiciones económicas, 

las instituciones jurídicas, entre otros son factores que hacen un todo hacia el 

disfrute o transgresión de este derecho y que serán abordadas pues son 

necesarias para llegar a una justa solución,  

 

Finalmente lo planteado en esta investigación conlleva a demostrar y 

justificar que la propuesta que se planteara y desarrollará lo largo del mismo, es 

un camino dable para salvaguardar este derecho. 
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CAPITULO 1 

MARCO CONCEPTUAL DE DERECHO HABITACIONAL Y DEL INSTITUTO 

DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. 

El presente capitulo tiene como finalidad implementar una serie de 

conceptos tanto doctrínales como jurídicos, que nos llevaran a comprender y 

ubicar elementos clave dentro del derecho habitacional como lo son los 

siguientes: 

 

1.1. Derecho Social. 

Para llegar a una acertada definición de lo que es el derecho social cabe 

citar y analizar algunas proposiciones y así formar un criterio integral de dicha 

denominación que va encaminada a determinar una rama jurídica.  

Juan Hernández Herrera, define al derecho social como el “Conjunto de 

normas jurídicas que establecen y desarrollan diferentes principios y 

procedimientos protectores a favor de las personas, grupos y sectores de la 

sociedad integrados por individuos socialmente débiles para lograr su 

convivencia con las otras clases sociales dentro de un orden jurídico”1 Este 

concepto nos resalta que no se trata de un derecho generalizado para la 

población, sino que nos especifica que es un derecho especifico y cerrado solo 

a un sector, el cual denomina socialmente débil para que proteja los intereses 

del mismo, en relación con los sectores poderosos, y estos últimos no abusen 

de los primeros. 

                                                             

1
 HERNADEZ HERRERA, Juan y Carlos Juárez. Derecho Laboral. “Su importancia y aplicación 

en la empresa”. CECSA, México, 2005, p. 6. 
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Para Roberto Charis Gómez el derecho social es empleado comúnmente 

entre los tratadistas españoles, quienes resaltan como ventaja su orientación 

hacia la seguridad social, dejando de lado que su contenido comprende un 

enfoque más amplio ya que abarca diversas ramas como lo son el derecho 

agrario y el derecho laboral por lo que el enfoque moderno le considera como 

una rama independiente del derecho público y del derecho privado.2 

Definitivamente este autor aunque no nos aporto una acepción de derecho 

social, si nos contribuye que se trata de un nuevo derecho, mismo que se 

enfoca en proteger a varios sectores social y económicamente vulnerables. 

Para Néstor de Buen la expresión referente a derecho social presenta 

dificultades para su denominación resultando esta imprecisa y genérica 

inclinándose hacia ella por las siguientes razones: 

a) Porque ha adquirido su uso arraigo o carta de naturaleza en la legislación 

y en los tratadistas. 

b) Porque siendo este derecho el derecho de la justicia social, parece lógico 

que le alcance igual denominación. 

c) Por que guarda una gran conexión con la llamada cuestión social a la 

que se encuentre ligado doctrinal e históricamente. 

Llegando el autor en cita a la conclusión de que el concepto de derecho 

social es mucho más amplio que lo que refleja el contenido de la disciplina. Por 

su jerarquía el derecho social se enlaza con la división tradicional de la ciencia 

jurídica, para construir, con el derecho público y el derecho privado, la primera, 

importante, clasificación.3 Como bien pudimos ver este autor fortalece la idea de 

los dos autores anteriores, en cuanto al hecho de que se trata de una rama 

                                                             

2
 CHARIS GOMEZ, Roberto. Introducción a los Derechos fundamentales del Trabajo, Porrúa, 

México, 2003, p.6. 
3
 DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho del Trabajo, Tomo I, Décima Séptima Edición, Porrúa, 

México, 2005, pp. 38-39. 
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independiente del derecho público y privado, formando así una nueva 

clasificación.  

Por otro lado Miguel Borrel Navarro manifiesta que es difícil dar una 

definición de derecho social atendiendo a la época, país o sistema jurídico de 

aplicación al derecho social se le toma como un denominación mas del derecho 

del trabajo, estando en desacuerdo por la sencilla razón de que todas las ramas 

de la enciclopedia jurídica tienen el carácter de social. Dándole la razón al 

autor, porque como el bien lo establece todo el derecho es social hablando 

generalmente, es decir, una de las finalidades del derecho es el bien común, 

pero para que este se pueda dar tiene que subdividirse en disciplinas, que de 

manera independiente satisfagan los intereses de ciertos grupos, sectores o 

individuos, ya que la sociedad como tal, no tiene las mismas pretensiones, ni 

mucho menos sus necesidades son iguales, por tal motivo, el derecho tiende a 

agruparlas, para lograr el bien común y la justicia social. 

Por otro lado Rafael Santoyo Velasco, hace referencia a uno de los iniciales 

y mas sostenedores de  la existencia del derecho social, como lo fue Gustavo 

Radbruch, mismo que dio uno de los principales conceptos al respecto, 

afirmando que “La idea de un derecho social, no es solamente la idea de un 

derecho especial destinado a las clases bajas de la sociedad, sino que supone 

un alcance mayor. Se trata, en realidad, de una nueva forma estilística del 

derecho, en general. Así los cambios que hacen época en la historia del 

derecho se han determinado por las transformaciones que experimenta la 

imagen del hombre, tal como el legislador la concibe. Por lo que el Derecho 

Social resulta de una diferente concepción del hombre por el derecho.”4 En 

cuanto esta definición resulta, no es aceptada la idea de que el hombre conciba 

diferente al derecho, han sido los acontecimientos, o sucesos que al hombre le 

                                                             

4
 SANTOYO VELASCO, Rafael. Justicia del Trabajo, Trillas, México, 2001, p.72. 
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han hecho ver las necesidades, abusos y a las que también se ha enfrentado, 

que le han hecho reflexionar y luchar por derechos nuevos, con la finalidad de 

que se cubran dichas injusticias. 

 Si bien es cierto en nuestra legislación mexicana no encontramos una 

definición de derecho social, si lo podemos ver reflejado en nuestra Carta 

Magna de 1917, en donde los Constituyentes aportaron una idea de Derecho 

nuevo que involucro muchas áreas de la actividad humana en el vasto campo 

social; es decir floreció en los artículos 3°, 27, 28 y 123.  

Lo anterior es corroborado por Alberto Trueba Urbina el cual menciona 

que  derecho Social Mexicano expresado en nuestra Constitución, es de nitidez 

absoluta , tanto en la normas  del artículo, 27 que consagra los derechos a la 

propiedad social o posesión de la tierra a favor de campesinos y núcleos de 

población y que ordenan el fraccionamiento de latifundios y facultan a la nación 

para imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 

público, como en las normas contenidas en el artículo 123, cuyo conjunto no 

solo tiene por objeto proteger a los trabajadores y crear garantías sociales a 

favor de los mismos, sino que al mismo tiempo les concede el Derecho social a 

la revolución proletaria, para alcanzar algún día la socialización de bienes de 

producción originada por  el régimen de explotación de que hayan sido víctimas 

los trabajadores mexicanos. De esta manera, el derecho social es un 

instrumento de lucha para la transformación de las estructuras económico-

capitalistas y medio de establecer un régimen socialista de acuerdo con las 

necesidades de la vida nacional y de nuestra historia.   

Finalmente Alberto Trueba Urbina define al derecho social como 

“Conjunto de Principios, instituciones y normas que en función de integración 

protegen, tutelan y reivindican a los que viven de su trabajo y a los 
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económicamente débiles”5. En lo particular este concepto es muy acertado, y 

expresa los alcances del mismo en cuanto a la protección de los sectores que 

abarca este derecho, pero resulta un concepto demasiado inclinado y no 

concibe el equilibrio con los sectores económicos y socialmente fuertes. 

Por lo que empezaremos por destacar que el derecho social, es un 

derecho nuevo e independiente del derecho público y privado, a lo que también 

podríamos decir que forma parte de una nueva clasificación del derecho, y que 

si bien es cierto, todo derecho es social, también lo es, que el derecho dividido 

en sus tres ramas, cada una de ellas maneja diferentes materias de estudio, 

como por ejemplo, el derecho civil que es la ciencia jurídica encargada de 

regular las relaciones entre particulares y entre estas con el Estado y el derecho 

mercantil, es la ciencia jurídica encargada de regular las relaciones entre los 

comerciantes y entre estos con los particulares y el estado, estos forman parte 

del derecho privado, es decir, aunque todo derecho es social, para poder 

cumplir su verdadera finalidad debe dividirse de tal manera que cada una de 

sus ramas cubra las necesidades jurídicas y sociales de los grupos o personas 

para los cuales fueron elaboradas. Así el derecho social tendrá que velar por los 

derechos de la clases mas desprotegidas, vulnerables y débiles, mismas que 

han sido instituidas y denominadas así en México, tanto por la sociedad, los 

grupos económicamente fuertes y de cierta manera el Estado, logrando la cierta 

convivencia con los sectores que son financiera y socialmente fuertes, 

formando parte de esta porción no siendo la única, la clase trabajadora. 

Por lo que con los elementos antes aportados se puede considerar como 

concepto de derecho social el siguiente: 

                                                             

5
 TRUEBA URBINA, Alberto, Derecho Social Mexicano, Cuarta Edición, Porrúa, México, 1978, 

pp. 315-316. 
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Conjunto de normas jurídicas que regulan y equilibran las relaciones, 

entre el Estado, grupos económicamente fuertes y los sectores, grupos o 

personas más vulnerables, protegiendo a estos últimos de la perpetración de 

sus garantías individuales, así  como sociales, por los primeros, logrando así la 

justicia social. 

1.2. Derecho del Trabajo. 

En el apartado anterior este concepto ha sido drásticamente confundido 

con el derecho social, como ha quedado previamente establecido, sin embargo 

hay que dejar en claro que esta disciplina, pertenece a la rama del derecho 

social, tomándose a los trabajadores como parte de uno de los grupos, mas 

explotados, desprotegidos en el ámbito jurídico, económico y social. Por lo que 

ahora  procederemos a analizar diversas acepciones, haciendo referencia a los 

siguientes autores: 

Para Miguel Borrel Navarro el derecho del trabajo se define como “Una 

ciencia social y publica sistematizada y dinámica, por que sus sujetos y objetos, 

pertenecen al campo de las relaciones individuales y colectivas entre los 

hombres, constituida por principios, normas e instituciones legales 

reglamentarias y convencionales en relación con el trabajo, los trabajadores, los 

patrones y organismos de clase”6. Acertadamente este autor hace hincapié en 

uno de los elementos más destacables del derecho del trabajo, las relaciones 

individuales y colectivas entre los seres humanos, por lo que hace al carácter 

social de dichas relaciones que implican la producción de bienes y servicios. 

                                                             

6
BORRELL NAVARRO, Miguel. Análisis Práctico y Jurisprudencial del Derecho Mexicano del 

Trabajo, Octava Edición, Sista, México,2006, p.4. 
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Para Jorge Olvera Quintero, el derecho del trabajo se define como el 

“Conjunto de normas que regulan la relación entre trabajadores y patrones”.7 

Esta noción es concreta, dejando fuera elementos que cubran su acertada 

concepción, como lo es el hecho que, forma parte del derecho social, y no 

especifica qué tipo de relaciones regula entre el trabajador y patrón. 

José Dávalos define al derecho del trabajo como “El conjunto de normas 

jurídicas, cuyo objeto es conseguir el equilibrio y la justicia social en las 

relaciones de trabajo”.8.Esta definición aunque es especifica, nos da un 

elemento indispensable, como lo es el objeto para lo cual ha sido creada esta 

disciplina. Además esta definición es la que contempla el artículo 2° de nuestra 

legislación laboral vigente. 

Por su parte Néstor de Buen Lozano, lo concibe como “el conjunto de 

normas relativas a las relaciones que directa e indirectamente derivan de la 

prestación libre, subordinada y remunerada, de servicios personales y cuya 

función en producir el equilibrio de los factores en juego mediante la realización 

de la justicia social”9  En este punto cabe destacar que Alberto Trueba Urbina 

no comparte la definición, porque supone la existencia de  un equilibrio entre los 

factores  en juego, de los que no puede derivarse nunca la justicia social, ni se 

ha derivado, ya que está tiene no solo por objeto la protección de los derechos 

de los trabajadores, sino la reivindicación de los mismos a través de la lucha 

jurídica, consignados en nuestra Legislación. A su acepción da la idea siniestra 

de “garantías sociales para el capital”, con la cual tiende a prostituir el derecho 

del trabajo y que equivale a negar la revolución social de México y su obra 

fecunda la Constitución de 1917, y específicamente la ideología, mensaje social 

                                                             

7
OLVERA QUINTERO, Jorge .Derecho Mexicano del Trabajo, Porrúa, México, 2001, pp. 66-67. 

8
DAVALOS, José. Derecho de los Menores Trabajadores, Cámara de Diputados LVIII 

Legislatura, UNAM, México, 2001, p.5. 
9
DE BUEN LOZANO, Néstor., Op. Cit. p.6. 
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y textos del artículo 123 que establece como destino la reivindicación de los 

derechos del proletariado, para la socialización de los bienes de producción, es 

decir, el cambio de las estructuras económicas capitalistas. 

Por otro lado Trueba Urbina aporta su propia acepción, refiriéndolo como 

el conjunto de principios, normas e instituciones que protegen, dignifican y 

tienden a reivindicar a todos los que viven de sus esfuerzos materiales o 

intelectuales, para la realización de su destino histórico: socializar la vida 

humana. Del mismo modo justifica su definición exponiendo que es un estatuto 

exclusivo del trabajador y de la clase obrera para alcanzar los fines que 

establece la propia definición; de manera que este objeto de la disciplina no 

debe identificarse con el derecho que tienen los patronos para despedir al 

trabajador, ni valorar a su antojo el cumplimiento de sus obligaciones, como 

sujetos de la relación laboral. Por otra parte cuando en el artículo 123 se 

mencionan los “derechos” del capital o empresarios, este no tiene carácter 

social y, por consiguiente, no forman parte del derecho del trabajo, sino del 

derecho patrimonial inherente a las cosas: capital o bienes de producción.10 

La crítica y definición que hace el autor, la consideramos drástica y 

exageradamente apegada a la corriente del socialismo, con esto reafirmamos 

nuestra opinión al respecto y la cual exteriorizamos con antelación, ya que no 

contempla ningún equilibrio entre los sectores capitalistas, con la clase 

trabajadora, lo cual estimamos es un elemento indispensable para definir los 

alcances de la definición, y resulta extremista al mencionar que es solo un 

conjunto de principios, normas e Instituciones que tienden a proteger a la clase 

obrera, ya que la relación que regula este derecho, forzosamente requiere de la 

existencia de un patrón y un trabajador, es decir el capital y el medio de 

                                                             

10
 TRUEBA URBINA, Alberto. Op. Cit. pp. 345-346  
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producción, y que aunque estos dos factores no estén en igualdad de 

condiciones, tanto económicas como sociales, precisamente es este derecho, el 

que tiene que regular ambos sectores para que cumplan al pie de la letra sus 

deberes y atribuciones y no sufran algún abuso, siendo este el equilibrio que se 

busca con el cual si se puede llegar a la justicia social. 

Tomando como base los argumentos y conceptos anteriores, podemos 

concluir que el derecho de trabajo, es el conjunto de elementos normativos 

pertenecientes al derecho social, destinados a lograr el equilibrio obrero-

patronal, en cuanto a las relaciones individuales como colectivas, llegando así 

recíprocamente al respeto y cumplimiento tanto de sus derechos como 

obligaciones.  

 

1.3.  Derecho Habitacional. 

  Uno de los derechos sociales sin cuya resolución difícilmente podría 

hablarse de una autentica justicia social y lograrse el bienestar de los hombres, 

es sin duda el derecho a la habitación, también denominado, derecho 

habitacional o derecho a la vivienda. Para vislumbrar mejor este término 

tenemos que empezar, por darle un significado, a la extensión de dicha 

connotación. 

Legalmente hablando no existe una definición concreta de derecho 

habitacional o derecho a la vivienda, pero es simple deducir su significado, no 

obstante, es indispensable una acepción, por lo que tenemos que desmembrar 

la frase para conceptualizar el mismo. 

Por lo tanto empecemos con la palabra derecho  que proviene del 

vocablo latino directum, que significa no apartarse del buen camino, seguir el 
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sendero señalado por la ley, lo que se dirige o es bien dirigido. En general se 

entiende por Derecho, conjunto de normas jurídicas, creadas por el Estado para 

regular la conducta externa de los hombres y en caso de incumplimiento esté 

prevista de una sanción judicial.11 

Así mismo es definido como “el conjunto de normas que imponen 

deberes y normas que confieren facultades, que establecen las bases de 

convivencia social y cuyo fin es dotar a todos los miembros de la sociedad de 

los mínimos de seguridad, certeza, igualdad, libertad y justicia”12  

También es considerado un ordenamiento, es decir, aquel conjunto de 

normas que tratan de regular la conducta humana mediante preceptos, que 

contiene  permisiones y prohibiciones.13 

 

Todas las acepciones anteriores con textos extensos o muy concretos en 

esencia refieren lo mismo, sin embargo, contemplan tres componentes en 

común como lo son un conjunto de normas, regular la conducta del hombre y  la 

imposición de deberes y atribuciones, valorando estos elementos podemos 

realizar nuestra propia concepción: 

“Conjunto de normas jurídicas impero-atributivas, que regulan la 

conducta externa del hombre en sociedad”.  

Concepto que es claro, conciso y que no requiere de nada más para ser 

comprendido, además de que alcanza la extensión de la palabra. 

                                                             

11
 https://poderjudicial-gto.gob.mx.../ifsp_conceptosjuridicosfundamen.10 de noviembre 21:30 

hrs. de 2011.  
12

PEREZNIETO Y CASTRO, Leonel, Abel Ledesma Mondragón. Introducción al Estudio del 
Derecho, Segunda Edición, Harla, México, 1998, p.9. 
13

Ibídem. 
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Una vez hecho lo anterior proseguiremos a definir vivienda y habitación 

Ahora bien, para el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática (INEGI) señala que: “Vivienda es el espacio delimitado normalmente 

por paredes y techos de cualquier material, con entrada independiente, que se 

utiliza para vivir, esto es, dormir, preparar los alimentos, comer y protegerse del 

ambiente”.14 

 Por otro lado, el Diccionario Hispanoamericano de Derecho, nos da el 

concepto de habitación, misma que es entendida, como una atribución y un 

derecho real en virtud del cual un individuo puede hacer uso de una vivienda 

ocupando en ella el espacio necesario para vivir él y su familia y desarrollar sus 

actividades cotidianas.15 

Considerando que estas definiciones son muy técnicas y que no 

alcanzan a abarcar las dimensiones social y ética de los mismos conceptos y 

que resultan un tanto frívolas; ya que lo que nos interesa de esta palabra es que 

pueda ser concebida como algo más que un simple techo donde las personas 

puedan resguardarse, sino que sea considerada y respetada, tanto por la 

sociedad, Estado, ley, autoridades, o cualquier persona ya sea física o moral, la 

habitación como un derecho, y no solamente un espacio. 

 En cuanto a la legislación, al revisar el artículo 4° de la Constitución 

Política Mexicana se observa que establece “el derecho de toda familia a 

disfrutar de una vivienda digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos 

y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo”. Sin embargo, no define qué 

es vivienda ni lo que se considera digno y decoroso en una sociedad 

                                                             

14
  INEGI, XII Censo general de población y vivienda 2000, México, 2001. p. 136. 

15
Diccionario Hispanoamericano de Derecho, Tomo I a/k, Grupo Latino Editores. Argentina, 

1999, p.558. 
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pluricultural como la mexicana. La misma Constitución en su articulo123, 

Apartado A, fracción XI, nos refiere que “Toda empresa agrícola, industrial, 

minera o de cualquier otra clase de trabajo, estará obligada, según lo 

determinen las leyes reglamentarias, a proporcionar a los trabajadores 

habitaciones cómodas e higiénicas…, articulo que por estar consagrado en la 

Carta Magna, podemos deducir que se refiere a un derecho, pero nunca nos 

alude al concepto de habitaciones cómodas e higiénicas. 

 La Constitución despliega sus elementos normativos de carácter 

positivo, por lo que hace al derecho a la vivienda, en dos diferentes sentidos. En 

primer término, supone un mandato al legislador para que desarrolle la 

normatividad necesaria para hacer realidad ese derecho, en segundo lugar, 

supone un mandato a las administraciones publicas de todos los niveles de 

gobierno a fin de que implementen políticas públicas de fomento a la vivienda, 

de otorgamiento de créditos, de regulación de uso habitacional a costos 

accesibles, etc. Este es un punto que en cierta forma comparto, pero lo concibo 

de  una manera poco diferente, es decir, al estudiar el artículo 4° Constitucional 

y 123 específicamente en su fracción XII del Apartado A, contemplo que se 

refiere al derecho a la vivienda , el primero como un derecho fundamental y por 

tanto individual, pero a la vez generalizado, es decir, todo individuo tiene 

derecho a gozar de una vivienda digna y decorosa, extendiéndose a toda la 

población y el segundo artículo en comento como un derecho social, por que 

contempla el derecho de habitación pero exclusivamente para los trabajadores, 

es decir este articulo maneja a un sector específico y el cual también podría ser 

denominado derecho habitacional del Trabajo. 

 Ley de Vivienda señala en el artículo 2°  “Se considerará vivienda digna 

y decorosa la que cumpla con las disposiciones jurídicas aplicables en materia 

de construcción, habitabilidad, salubridad, cuente con los servicios básicos y 

brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad o legítima 

http://gaceta.cddhcu.gob.mx/Gaceta/59/2005/abr/Anexo-IV-26abr.html#Dicta20050426Infonavit
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posesión, así como protección física ante los elementos naturales 

potencialmente agresivos”. Esta definición de la ley en comento en el párrafo 

anterior, ya indirectamente está tomando a la vivienda como un derecho al estar 

regulado por la misma, y nos da un concepto jurídico de lo que es digno y 

decoroso.  

Aunado a este aspecto en la Estrategia Mundial de la Vivienda preparada 

por la ONU, agrega además de los elementos señalados en el párrafo anterior, 

que todo ello sea a costos razonables también comenta que la evaluación del 

grado de satisfacción que existe en el derecho a la vivienda puede realizarse 

tomando en cuenta a posibilidad real de convertirse en propietario de la 

vivienda que habitan las personas y las políticas públicas que tienen las 

administraciones con respecto a la vivienda, Además el derecho a la vivienda 

se desprende de un derecho a no ser desposeído arbitrariamente de ella, de 

modo que unos derechos de rango inferior  tendrán que ceder o acomodarse e 

este derecho fundamental.16 

Para Miguel Carbonell, este término es muy general y amplio, el derecho 

a la vivienda pretende dar satisfacción a la necesidad que tiene todas las 

personas de contar con un lugar digno para vivir. Pero no solamente abarca 

este punto, es decir no solo se trata de un derecho cuyo fin sea que cada 

persona pueda tener un lugar “para estar” o para dormir, sino que el derecho a 

la vivienda es una condición esencial para que puedan realizarse otros 

derechos de modo que cuando no se cuenta con una vivienda los demás 

derechos pueden sufrir una gran amenaza. Citando en este punto a Gerardo 

Pisarello el cual menciona al respecto lo siguiente: “La pretensión de una 

vivienda adecuada, en realidad, encierra un derecho compuesto, cuya 

vulneración acarrea la de otros derechos e intereses fundamentales. Su 

                                                             

16
CARBONELL, Miguel, Derechos Fundamentales en México, Porrúa, México, 2005, p.881. 
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violación la hace peligrar del derecho al trabajo, que se torna difícil de buscar 

asegurar y mantener. Amenaza el derecho de la integridad física y mental que 

se encuentra en permanente jaque cuando se vive, bajo la presión de un 

alquiler que no se puede pagar, dificulta el derecho a la educación, a la salud y 

al libre desarrollo de la personalidad impracticables en cobijos abarrotados, 

carentes de las condiciones mínimas de habitabilidad. Menoscaba el derecho a 

decidir residencia, a la privacidad y a la vida familiar, condiciona incluso los 

derechos de participación política17. Este autor hace referencia a los diversos 

factores del ámbito personal y material del sujeto que adquiere o tiene la 

parvedad de adquirir una vivienda, esto por lo que hace a las condiciones como 

lo son si cuenta con un trabajo, o mejor aún con la capacidad de pago para 

cubrir la necesidad de un lugar físico donde pernoctar o mejor aún acoger a su 

familia, cosa que para los organismos de vivienda instaurados por el estado les 

resulta indiferente pues el otorgamiento de créditos para adquirir vivienda se 

concede con fines económicos o políticos atendiendo al momento histórico de 

dicha necesidad, dejando de lado el interés social. 

Así mismo el autor antes citado nos dice que la vivienda es un derecho 

fundamental del hombre18. Con razón a lo dicho este autor le concibe como 

derecho fundamental a razón de que es una necesidad prioritaria del ser 

humano sin importar su connotación política, ideológica o religiosa. 

 Ahora bien, haciendo alusión a los textos de Miguel Carbonell, este 

considera que el artículo 4° Constitucional presenta errores, y el primero en 

comentar, sería que  le asigna el derecho  fundamental a la familia  y no a todos 

los individuos, esto es precisamente un error, porque como todos sabemos del 

artículo 1° al 29 de la Carta Magna, todo individuo goza de sus garantías 

                                                             

17
ídem 

18
ídem 
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individuales, formando  el  artículo 4° precisamente una garantía individual, pero 

independientemente de esto, este derecho se extiende a la familia, 

considerándola como un grupo de individuos, unidos consanguíneamente o 

jurídicamente, los cuales buscan satisfacer dicho derecho en común. Además 

que por instinto, el hombre busca satisfacer sus necesidades no solo para él, 

sino también para su familia para que puedan llevar una vida adecuada en 

sociedad. 

El segundo error que presenta constituye que lo que garantiza este 

artículo es el “disfrute” de la vivienda pero no su adquisición, que siempre suele 

resultar lo más difícil que lo primero, esto atendiendo a que el hecho de habitar 

una vivienda no constituye el derecho a poseerla. 

Este punto es cuestionable en el sentido de que si bien nuestra 

legislación no menciona los medios para la adquisición de la vivienda para la 

población en general, si lo específica para uno de los sectores sociales y 

económicamente débiles, considerándolo en su artículo 123 y en la Ley Federal 

del Trabajo 

Se puede decir que el derecho a la vivienda  asegura tanto el disfrute de 

la vivienda que ya se tiene, como la necesidad  de que las autoridades  tomen 

todas las medidas a su alcance para que quienes no la tengan, accedan a 

ella.19 Y así se cubra el derecho social que tiene todo individuo a una vivienda 

digna y decorosa.  

En conclusión podemos decir que el derecho a la vivienda, es una 

facultad que se contempla como garantía individual y social del hombre, el cual 

debe de ser proporcionado por el Estado, pero con esto no quiero dar a 

entender que el Estado tenga la obligación de dar a cada individuo de la 

                                                             

19 Cfr. ídem 
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población o a cada familia una casa, ya que sería un tanto irrisorio, 

considerando las cuestiones políticas, y económicas de la nación, pero lo que si 

está obligado a realizar, es implementar los mecanismos e instrumentos 

necesarios para que todo individuo o familia pueda adquirir una vivienda en 

propiedad y la cual sea digna y decorosa. Asimismo abarca el derecho a no ser 

desposeído arbitrariamente de la misma. 

Por lo que defino al derecho habitacional o derecho a la vivienda, como 

el  “Conjunto de normas jurídicas que regulan a las Instituciones, mecanismos y 

elementos, económicos, sociales y políticos, implementados por el Estado como 

una obligación del mismo, para satisfacer la adquisición y el disfrute de una 

vivienda digna y decorosa, considerada como garantía individual y social del 

hombre”. 

1.4. Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los Trabajadores. 

La propia Carta Magna establece en su artículo 123, fracción XII del Apartado 

A, la creación de un organismo con el fin de administrar el Fondo Nacional de 

Vivienda para los Trabajadores, lo que aunado al artículo 4 de la legislación 

referida concibe el derecho a una vivienda digna, y la obligación del estado el 

otorgar los mecanismos necesarios para su deber. El organismo creado para tal 

fin se ha denominado Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para Los 

Trabajadores (INFONAVIT), creado el 1° de mayo de 1972,  

Así mismo  INFONAVIT, es contemplado por la Ley Federal del Trabajo, 

en su capítulo III, denominándolo como habitación para los trabajadores. Dicha 

ley nos refiere que toda empresa agrícola, industrial, minera o de cualquier otra 

clase de trabajo, está obligada a proporcionar a los trabajadores habitaciones 

cómodas e higiénicas y que para dar cumplimiento a esta obligación, las 

empresas deberán aportar al Fondo Nacional de la Vivienda el cinco por ciento; 

así mismo nos dice que tendrá a su cargo la coordinación y el financiamiento de 
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los programas de construcción de casas habitación destinadas a ser adquiridas 

en propiedad por los trabajadores y que tendrá como objeto crear sistemas de 

financiamiento que permitan a los trabajadores obtener crédito barato y 

suficiente para adquirir en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, para la 

construcción, reparación, o mejoras de sus casas habitación y para el pago de 

pasivos adquiridos por estos conceptos. 

 

Por  otra parte es importante  destacar que el Instituto cuenta con su 

propia legislación. La Ley del INFONAVIT, que es la designación que se le dio y 

que fue publicada por el Diario Oficial de la Federación el día 24 de Abril de 

1972. 

Haciendo referencia a la Ley antes citada nos dice en su precepto 2°, “Se 

crea un organismo de servicio social con personalidad jurídica y patrimonio 

propio, que se denomina "Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores", con domicilio en la Ciudad de México.  

 

Analizando los elementos anteriores se dice que es un organismo 

público, ya que fue creado por el Estado, a efecto de apoyarse en la ardua tarea 

de otorgar los instrumentos necesarios para que particularmente uno de los 

sectores más vulnerables del país puedan adquirir viviendas dignas y 

decorosas. 

 Es de interés o servicio social, considerando a este como el conjunto de 

pretensiones relacionadas con las necesidades colectivas de los miembros de 

un sector vulnerable y protegida mediante la intervención directa y permanente 

del mismo Estado.  

Con personalidad jurídica, con patrimonio propio y domicilio en la Ciudad 

de México, no explicando estos elementos por separado,  ya que al tener 

personalidad legal, disfruta de las atribuciones conferidas que tiene toda 
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persona moral como son el nombre, domicilio y patrimonio propio. Por lo que 

respecta al patrimonio este se encuentra contemplado en el artículo 5° de su 

legislación. 

Por otro lado la Ley de Vivienda, contempla al INFONAVIT, en su artículo 

14, fracción III, como un organismo integrante del Sistema Nacional de 

Vivienda. Esto significa que forma parte de las políticas habitacionales creadas 

por el gobierno, junto con otros organismos similares para combatir la falta de 

vivienda.  

 INFONAVIT, arraiga su misión, visión y objetivos institucionales en los 

siguientes mecanismos: 

Misión 

Contribuir al bienestar de los trabajadores y sus familias, al cumplir con la 

responsabilidad social que le ha sido encomendada: 

Poner al alcance de los derechohabientes productos de crédito e información 

que les permitan tomar la mejor decisión para satisfacer sus necesidades de 

vivienda y constituir un patrimonio familiar de acuerdo a sus intereses. 

Impulsar la creación de espacios habitacionales sustentables y competitivos 

que generen bienestar social, propicios para el desarrollo de comunidades más 

humanas y armónicas. 

Enriquecer el conocimiento de los trabajadores y sus familias en cuanto a: 

ahorro, crédito, patrimonio y retiro y promoviendo una cultura sobre la 

importancia de vivir en comunidades que generen bienestar social y plusvalía. 

Otorgar rendimientos a su ahorro para mejorar su capacidad de compra o 

pensión. 
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Realmente esta serie de elementos que conforman la misión inicial del Instituto, 

mismos que subrayan su utilidad social, característica propia del organismo que 

forma parte de su definición, deberían estar presentes en el Instituto.  

Visión 

“Sobre el cimiento del tripartismo y la autonomía, contribuye a la prosperidad de 

México siendo la institución que materializa el esfuerzo de los trabajadores por 

incrementar su patrimonio y bienestar; al financiar sus requerimientos de 

vivienda en un entorno sostenible, propicio para desarrollar su potencial 

individual y en comunidad, mejorando así su calidad de vida”. 

Lo anterior establece una serie de denotaciones que debieron ser 

tomadas con responsabilidad, pues si bien es cierto, su obejtivo es el 

financiamiento de vivienda de los trabajadores, en la actualidad no lo hace en 

un entorno sostenible, ni valora el esfuerzo y el patrimonio del asalariado, pues 

el Instituto hace que este ultimo penda de un hilo; por tanto las discrepancias 

que existen entre el ente y el trabajador no pueden contribuir a una prosperidad. 

Objetivos Institucionales 

Ser generador de bienestar social, en comunidades competitivas y armónicas. 

Proveer financiamiento para satisfacer las necesidades de vivienda de los 

trabajadores, derechohabientes y acreditados. 

Mejora la calidad de vida de los derechohabientes en un entorno sustentable en 

el que puedan desarrollar su potencial como individuos y como ciudadanos. 

Beneficia a los derechohabientes con rendimientos competitivos a sus ahorros. 

Asegura viabilidad financiera a largo plazo. 
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Incrementa los recursos disponibles para la atención a los trabajadores. 

Del mismo modo la Ley del INFONAVIT, enaltece los objetivos del Organismo, y 

la protección de estos, asignándoles un par de preceptos dentro de dicho 

ordenamiento, refriéndolos  de la forma siguiente: 

Artículo 3o. El Instituto tiene por objeto: 

 

I. Administrar los recursos del Fondo Nacional de la Vivienda; 

II. Establecer y operar un sistema de financiamiento que permita a los 

trabajadores obtener crédito barato y suficiente para: 

a) La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas, 

b) La construcción, reparación, ampliación o mejoramiento de sus habitaciones,  

c) El pago de pasivos contraídos por los conceptos anteriores; 

III Coordinar y financiar programas de construcción de habitaciones destinadas 

a ser adquiridas en propiedad por los trabajadores; y 

IV Lo demás a que se refiere la fracción XII del Apartado A del Artículo 123 

Constitucional y el Título Cuarto, Capítulo III de la Ley Federal del Trabajo, así 

como lo que esta ley establece. 

Artículo 4º. El Instituto cuidará que sus actividades se realicen dentro de una 

política integrada de vivienda y desarrollo urbano. Para ello podrá coordinarse 

con otros organismos públicos. 

Lo antes mencionado, podría ponerse como uno de los puntos de debate 

en la presente investigación, ya que en la actualidad, tanto la misión como 

todos los objetivos antes indicados para que el Instituto cumpla su servicio 

social, nos llevan a pensar que se quedaron plasmados en una simple lista de 

buenos deseos; es decir, definitivamente en la época en la cual fue creado éste 

concibió como su principal meta, el interés social, pero no hay que olvidar que 

ante todo es una entidad pública financiera, y que con el transcurso de los años 
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tanto el estado, la población, las políticas, la economía, los sectores, y todo lo 

que trae consigo una nación, han sufrido transformaciones tanto de alta como 

baja magnitud, misma que de alguna manera a recaído en el manejo del 

sistema institucional de INFONAVIT, directa o indirectamente, por tanto, dicho 

Organismo ha tenido que estar  en constante cambio  para poder subsistir, 

arrastrando situaciones o provocando efectos que en un momento determinado 

fueron secundarios para ellos y que al no considerarlos importantes le dieron la 

vuelta y se han convertido en su principal problema, perdiendo de tal forma la 

concepción inicial de sus objetivos y misión, convirtiéndose tal vez ya en una 

entidad con finalidad preponderantemente económica que cuenta con una ley y 

un sistema imperfecto que ya no cubre las necesidades de financiamiento a la 

vivienda  para los trabajadores. Por tal motivo en esta investigación se abordara 

solo una de las tantas imperfecciones de dicho Organismo para con el 

trabajador, y tratando de proponer una solución a la misma, la cual será 

abordada en capítulos posteriores. 

Asi el Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los Trabajadores, se 

define  como un organismo público, de interés social, tripartito con patrimonio 

propio, destinado a administrar los recursos del Fondo Nacional de vivienda, 

mediante sistemas de financiamiento a efecto de que los trabajadores puedan 

adquirir una vivienda en propiedad, construir reparar o bien mejorar la ya 

adquirida. 

1.5 Beneficiario. 

Para fines de entender el crédito hipotecario, concepto que veremos más 

adelante, tenemos  que definir quién es  el beneficiario en términos generales 

para después aportar la  acepción de beneficiario de dicho crédito. 

Beneficiario provienen del latín beneficiarius y es el que goza de un 

territorio, predio o usufructo que recibió graciosamente de otro superior a quien 
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reconoce. Este término fue utilizado en Roma, durante el imperio y parte de la 

edad media, hubo en uso un modo de posesión territorial de algunos países de 

Europa, especialmente en Francia, que consistía en la tenencia o posesión de 

tierras por concesión graciosa o no, del Estado o de particulares. Realmente 

este concepto no nos vincula en nada con el crédito, pero si de gozar de un 

bien inmueble.20 

Para Rafael De Pina Vara, beneficiario es la “Persona en cuyo favor se 

ha constituido un seguro, pensión renta u otro beneficio.”Tomado de este 

concepto que las tres últimas palabras de esta concepción son “u otro 

beneficio”; puede abarcar muchas cuestiones de carácter jurídico, como lo es la 

constitución de un crédito, no importando su naturaleza.21  

Por otro lado, la asociación hipotecaria mexicana, nos da dos conceptos 

de beneficiario, refiriéndose a este primeramente como el destinatario de un 

derecho o que se beneficia de algo. Y en segundo lugar da un concepto de  

Beneficiario legal, el cual refiere es la persona física o moral en cuyo favor se 

expide y cede un título de crédito. El que goza de alguna manera de un bien o 

usufructo. Manejando en este concepto también la figura de persona moral, el 

cual en términos del presente trabajo, no nos interesa como beneficiario y 

también nos liga con el primer concepto de beneficiario, diciéndonos que es el 

que goza de alguna manera de un bien o usufructo. 

Cuando se constituye un crédito hipotecario, la institución financiera, 

maneja como elementos personales al acreedor y deudor hipotecario, siendo 

este último considerado como beneficiario de dicho crédito.  

                                                             

20
 Enciclopedia Jurídica OMEBA, Tomo II, Bibliográfica Argentina, Argentina 1976, p. 422. 

21
 DE PINA VARA, Rafael, Diccionario de Derecho, Novena Edición, Porrúa, México, 1986, p. 

132.  
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La Asociación Mexicana hipotecaria define al deudor como “Acreditado 

que tiene establecido un crédito hipotecario con una institución de crédito y el 

cual está garantizado con el propio bien inmueble adquirido”. Como bien se 

puede observar la definición implica la palabra acreditado, por lo que la misma 

asociación lo define de tres formas: 

1) La  persona  a la que se le ha constituido un crédito”,  

2) Persona física o moral que recibe un préstamo o algún tipo de crédito,  

3) Es el deudor u obligado directo al pago del Crédito.22 

En consecuencia y a razón de lo narrado beneficiario como tal en el caso 

que nos ocupa y la problemática que se analiza resulta sinónimo de acreditado 

o sujeto que tiene derecho a un crédito, ya que para la adquisición de una 

vivienda la entidad financiera que lo otorgue sea publica o privada, como puede 

ser el INFONAVIT u otra institución bancaria que en auxilio del estado apoya al 

programa de vivienda otorga créditos hipotecarios. 

Así mismo el acreditado es considerado por INFONAVIT como el 

beneficiario de un subsidio a efecto de que adquiera una vivienda digna o bien 

construya o mejore una ya adquirida. 

Por lo que cabe definir al beneficiario o acreditado como la persona física 

que adquiere un crédito hipotecario, para satisfacer su necesidad de vivienda, 

ya sea de un organismo financiero público o privado. 

 

 
                                                             

22
 http://www.ahm.org.mx/index.php?option=com_content&task=viiew&id=88. 10 de noviembre 

de  2011, 13:21 hrs. 

http://www.ahm.org.mx/index.php?option=com_content&task=viiew&id=88
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1.6 Crédito.  

El crédito proviene del latín creditum, que significa “creer”, el cual guarda 

relación con vocablos como fe y confianza, por la alusión  a la fe o la confianza 

que debe tener el acredítante en que el acreditado habrá de restituirle el importe 

del crédito, así como los demás accesorios pactados. Este término en la 

actualidad ya no puede dar alusión a la fe y confianza del acredítante con el 

acreditado, considerando que para que las entidades financieras para que 

otorguen un crédito, la fe y la confianza se traducen en documentos, bienes, 

etc., que le den la seguridad de que le va a pagar. 

Para Rafael De Pina Vara, crédito es el derecho que tiene una persona 

(acreedora) de recibir de otra (deudora), la prestación a que esta se encuentra 

ligada. También para el mismo autor significa solvencia o garantía.23 De este 

concepto se resalta la bilateralidad de las partes para que se constituya el 

crédito pues sin acreedor crediticio, no puede haber deudor, vinculándolos la 

prestación dada por uno y debida por el otro, todo esto respaldado por una 

solvencia o garantía. 

Para Carlos Gilberto Villegas, concibe al crédito por el cambio de un bien 

presente, por un bien fututo y también considera al crédito como actividad 

profesional la transferencia de recursos financieros que el acreedor efectúa al 

cliente para un tiempo determinado y por un precio convenido.24 Concibiendo al 

crédito como una actividad económica ya que le considera como un cambio de 

satisfactores o bienes en aras de obtener un beneficio. 

                                                             

23
DE PINA VARA, Rafael. Op. Cit., p. 58. 

24
 VILLEGAS, Carlos Gilberto. Las Garantías del Crédito, Rubinzal-Culzoni Editores, Argentina, 

1993, p.528.  
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La importancia del crédito para una economía es muy grande. Gracias al 

crédito, las personas, las empresas y los Estados pueden tener acceso a 

recursos que, de otra forma, serían difíciles de obtener. Los créditos pueden 

incentivar el consumo de las personas y, de esta forma, activar el sistema 

productivo del país. Las empresas, gracias a los créditos, pueden realizar 

proyectos e inversiones que les permitan mejorar su producción y sus ingresos, 

que, en últimas, también son ingresos para el país. Al Estado, los créditos le 

permiten llevar a cabo inversión social, en infraestructura y en otros propósitos 

para mantener la actividad económica del país en niveles aceptables o 

favorables. Sin embargo, el nivel de endeudamiento (los créditos) debe 

mantenerse en niveles aceptables, de tal suerte que no se afecte la estabilidad 

económica de las personas, las empresas, las organizaciones y del país en 

general. 

Por todo lo anterior y atendiendo a la materia que no atañe es de 

manifestar por último que el crédito a más de ser una opción para reactivar la 

economía también tiene tintes sociales. 

 Por lo que se define al crédito como un mecanismo bilateral de cambio 

de bienes, determinados y convenidos, para cubrir una necesidad. 

1.7 Crédito Hipotecario.   

En apartados anteriores hemos hablado de concepto de derecho de 

vivienda y dentro de ese concepto sale a relucir la implementación de 

mecanismos por parte del Estado para adquirir en propiedad una vivienda 

digna. En este sentido uno de esos mecanismos son los créditos hipotecarios, 

ya sean de entidades financieras públicas o  privadas, por lo que para 

comprender mejor este término pasaremos a analizar algunas definiciones del 

mismo. 
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El Diccionario Hispanoamericano de Derecho, lo define como el crédito 

que se encuentra garantizado con una hipoteca. Esta acepción es muy 

concreta, clara y precisa, haciendo como mención especial que no es cualquier 

crédito, sino que en particular este se encuentra garantizado con una hipoteca, 

término del cual  se hablara en líneas posteriores para su mayor entendimiento. 

También es definido como contrato por el que una entidad de crédito 

abre una línea de financiación de la cual el titular puede ir recibiendo cantidades 

según sus necesidades. El titular se obliga a retornar las cantidades que haya 

recibido en los plazos y condiciones pactadas entre las dos partes. En el caso 

de incumplimiento por parte del receptor de los dineros, la entidad de crédito 

tiene la garantía hipotecaria con que pasará a ser la propietaria del bien. El 

crédito se formaliza en escritura pública para poder ser inscrito en el Registro 

Público de la Propiedad y el Comercio. Al respecto podemos comentar que este 

concepto es bastante amplio, dándole  a entender al lector un idea general de lo 

que implica la hipoteca en este tipo de crédito. Así mismo nos resalta la manera 

y la Institución ante la cual se formaliza.  

Otra acepción de crédito hipotecario, es  el financiamiento a largo plazo 

generalmente con garantía hipotecaria, destinado a la construcción, ampliación 

o adquisición de un inmueble. Lo sobresaliente de este concepto, es que nos 

plasma su finalidad de dicho crédito, esto es, nos dice que este crédito esta 

destinado a la adquisición, construcción o ampliación de  un inmueble. 

Cada una de las definiciones anteriores nos llevan al termino garantía 

hipotecaria como elemento esencial para el otorgamiento de dicho crédito, así 

que también será viable hacer un análisis de dicho elemento para saber lo que 

lleva implícito el crédito hipotecario.. 

 El Diccionario Jurídico Mexicano, da dos nociones de hipoteca Noción 

etimológica, del latín hyphoteca, y del griego hypotére, prenda, suposición, en el 

http://www.derecho.com/c/Contrato
http://www.derecho.com/c/Entidad_de_cr%C3%A9dito
http://www.derecho.com/c/Titular
http://www.derecho.com/c/Titular
http://www.derecho.com/c/Entidad_de_cr%C3%A9dito
http://www.derecho.com/c/Escritura_p%C3%BAblica
http://www.derecho.com/c/Poder
http://www.derecho.com/concepto/index.php?title=Registro_de_la_Propiedad&action=edit&redlink=1
http://www.derecho.com/concepto/index.php?title=Registro_de_la_Propiedad&action=edit&redlink=1
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sentido de poner  una cosa debajo de otra, añadirla; apoyar, sostener, asegura 

una obligación, y 

Es el derecho real de garantía constituido por convención entre las 

partes, por manifestación unilateral de voluntad o por imperio de ley para 

asegurar el pago de un crédito, sobre bienes que no se entregan al acreedor y 

que, en caso de incumplimiento, pueden ser vendidos para cubrir con su precio 

el monto de la deuda.25 Resulta interesante poder destacar de este término, que 

desde un principio, nos está manejando una relación contractual, y la 

manifestación unilateral de la voluntad como elemento de dicha relación. 

Para Ramón Sánchez Medal, es el contrato por el que el deudor o un 

tercero, concede a un acreedor el derecho a realizar el valor de un determinado 

bien enajenable, sin entregarle la posesión del mismo, para garantizar con su 

producto el cumplimiento de una obligación y su preferencia en el pago. Suele 

llamarse “Constituyente” de la hipoteca al deudor o tercero que la establece.26 

Destacando de este autor la denominación de constituyente de la hipoteca para 

quien tiene el deber del cumplimiento de la obligación y su preferencia en el 

pago al respectivo acreedor. 

Para Clemente Diego, la hipoteca en su consideración Contractual, es el 

Contrato por virtud del cual se asegura el cumplimiento de una obligación 

principal, afectando especialmente bienes inmuebles o derechos reales 

impuestos sobre ellos, de tal modo que el acreedor pueda enajenarlos en el 

caso de que aquella  sea vencida y no satisfecha oportunamente.27 Este 

concepto si bien nos maneja también que se establece en forma contractual, 

                                                             

25
.AGUILARSOCHO RUBIO, Ricardo. Hipoteca Bancaria, Pereznieto Editores, Argentina 1995, 

p.5.  
26

SANCHEZ MEDAL, Ramón. De los Contratos Civiles, Décima Segunda Edición, Porrúa, 
México, 1993, p. 479. 
27

AGUILARSOCHO RUBIO, Ricardo. Op. Cit., p.3. 
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también recalca que afecta especialmente a bienes inmuebles o derechos 

reales, para que con los mismos en caso de incumplimiento se vendan y con el 

producto de dicha venta, se le dé cumplimiento a la obligación de pago que 

tiene el deudor hipotecario para con el acreedor. 

Agrega Rafael De Pina que el contrato de Hipoteca debe reunir los 

siguientes elementos: el acreedor hipotecario, el deudor y, eventualmente, el 

tercero que constituye la garantía a favor de este en su caso, considerados 

estos como elementos personales; la obligación asegurada y la cosa gravada, 

considerada como elemento real, y por último la hipoteca debe otorgarse 

necesariamente por escrito, privadamente o por escritura pública, según sea el 

monto del crédito.28 Al respecto De Pina acentúa os elementos necesarios para 

que se pueda dar el contrato de hipoteca, clasificándolos en personales, reales 

y formales, señalando los medios jurídicos e idóneos para su formalización. 

De esta manera, todas las definiciones anteriores comparten una idea 

general, siendo esta  que una hipoteca, es una garantía para avalar un pago. Y 

que tomando en cuenta los puntos que se destacaron de cada autor, podemos 

decir que la hipoteca, tiene que establecerse mediante una relación contractual, 

misma que maneja como elementos personales al deudor y acreedor 

hipotecario, elemento real el inmueble o derecho real que es el elemento 

esencial y característico de este contrato, por que es precisamente este 

elemento la garantía y el elemento formal el cual nos indica que tiene que ser 

por escrito en forma privada o por escritura pública e Inscrito ante el Registro 

Público de la Propiedad. 

Por lo que se define al Crédito Hipotecario, como un financiamiento  cuyo 

propósito es adquirir, construir o ampliar un inmueble destinado a vivienda, 

                                                             

28
Ibídem. pp. 4-5 



 

29 

 

 

 

mismo que se considera como elemento real, y sobre el cual se constituirá el 

contrato de hipoteca, como aseguramiento del pago,  quedando el inmueble en 

garantía, debiéndose formalizar para su legal constitución. 

Con lo anterior queda plenamente establecida la conceptualización 

básica  que nos llevaran a analizar y ubicar todos los factores que interviene en 

el sistema que nos proponemos a estudiar, con esto se da paso a otro punto 

fundamental como lo son los antecedentes mismo que nos llevaran a entender 

como ha venido funcionando el sistema desde su creación a la actualidad. 
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CAPITULO 2 

ANTECEDENTES DEL DERECHO HABITACIONAL PARA LOS 

TRABAJADORES EN MÉXICO. 

En el presente capitulo versa sobre la vivienda, contemplada en 

diversas fases de la historia y el mundo, para llegar así a los antecedentes 

de la habitación en México, observada como un derecho. 

2.1 Antecedentes del Derecho Habitacional antes de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. 

Para poder departir de México específicamente, tenemos que hacer 

mención de diferentes etapas de la evolución del hombre en sociedad, y por 

tanto de momentos históricos mundiales y nacionales, que llevaron a 

nuestro país, a concebir a la vivienda de una necesidad de resguardo, a una 

parvedad que ha ido en constante transformación a la par del individuo, pero 

sobre todo en un derecho fundamental adquirido y que conlleva a otros, 

destacando la propiedad. Tomaremos como base los antecedentes del 

continente Europeo, ya que es el mas viejo, y que pasaron numerosos 

siglos para que se gestara el descubrimiento de América y por tanto, 

surgiera el territorio mexicano. 

En la época de la prehistoria, se contemplan 3 periodos básicos como 

lo fueron el paleolítico, mesolítico y neolítico. 

Paleolítico, fase que se caracteriza por la propensión de grupos 

nómadas, y que se divide en dos ciclos, inferior y superior; en el primero los 

hombres empezaron por buscar un resguardo en donde pudieran 

sobrellevar las inclemencias del tiempo y refugiarse de los peligros que en 

su entorno existía, por lo que las cuevas sirvieron de su hábitat, amparo y 

observatorio a los primeros habitantes del territorio. En el segundo periodo 
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sus áreas de habitación consistían en el aprovechamiento de cuevas o 

abrigos29 en cuyo caso se habla de regiones cársticas, como tiendas y 

cabañas; las moradas se circunscriben en la entrada de los primeros metros 

de la cavidad. Pero debido a la intensidad de los fríos construyeron 

estructuras artificiales dentro de las cavernas, ya fueran muros de cierre o 

paravientos. En la Europa de las estepas, la ausencia de socavones no 

dejaba otra alternativa que los campamentos o poblados al aire libre. 

Muchas fueron realizadas en materiales perecederos como madera, pieles, 

huesos y defensas de grandes mamíferos. A finales del paleolítico, las 

dimensiones de la vivienda, dependían del alimento y del número de 

integrantes, es decir, dependía de los recursos existentes en el área de 

captación. La necesidad de aprovechar los recursos en forma óptima llevo al 

homo sapiens a crear armazones muy diversos, con los recursos estaban 

disponibles según la época del año. 

Mesolítico, se caracteriza su población por tendencias sedentarias, 

las mismas que empiezan a construir chozas, es decir que vivían en 

cabañas circulares de piedra, junto con microlitos y numerosos objetos de 

recolección. La idea de algunos de permanecer ya fijos en un lugar, los 

llevan a hacer moradas un poco mas elaboradas, utilizando los recursos que 

tenían a su alrededor.  

Neolítico, su población fue totalmente sedentaria, donde tuvieron que 

organizarse por grupos más amplios, formando aldeas, y donde las casas 

estaban construidas en bloques muy pegados, sin derechos de servidumbre 

viéndose forzados a salir por los techos de las mismas, formando de tal 

modo un tipo peculiar de urbanismo. Finalmente fue hasta este periodo que 

                                                             

29
Convencionalmente se consideran abrigos aquellos espacios sovocados en la roca cuya 

anchura de boca duplica, al menos su profundidad y por tanto, su uso permite el 
aprovechamiento de la luz diurna De la Era del Hielo a la Civilización, “Orígenes de la 
Humanidad”, Océano, México, 2005.p 89 
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se establecen en un punto, para realizar edificaciones y organizarse también 

socialmente entre ellos.30 

 Es importante resaltar que en las etapas citadas previamente, la 

intención del hombre es solo protegerse de lo externo, la propiedad era un 

termino inexistente, pero considerando su forma de vida, podemos decir que 

ellos contaban solo con la posesión de sus hogares, ya que en realidad al 

establecerse en grupos fijos, tanto las tierras de labor como el lugar donde 

se asentaban, la tenencia fue comunal. No hay propietarios, ni desposeídos, 

en este  punto nadie podía decir esto es mió, ya que en realidad era la 

colectividad quien lo aprovechaba. 

Pasando a la época de los romanos, civilización eminentemente 

urbana, donde se daba gran prioridad a la vida política, guerrera y a las 

relaciones sociales, la cual era estratificada en cuanto a su sociedad de la 

siguiente manera: los patricios que formaban el grupo dominante, poseían 

las riquezas y gran parte de las tierras, a la vez que participaban en 

régimen; y los plebeyos, quienes inicialmente no fueron considerados 

ciudadanos romanos y por lo tanto, no gozaron de derechos civiles; no 

tenían peculio ni representación legal, pero a medida que se iban 

incorporando al ejército romano, exigían también una participación en el 

gobierno de la República y, poco a poco, fueron consiguiendo ciertos 

facultades, pero a pesar de esto seguían teniendo bastantes deberes y 

prohibiciones. Un grupo aparte eran los esclavos, quienes no poseían 

derechos, y por lo tanto tampoco bienes sino solamente obligaciones que 

les imponían sus dueños. Así mismo la importancia de la organización 

familiar originaria, bajo la autoridad del padre (paterfamilias) a quien 

correspondía administrar a todo este conjunto velando por su continuidad 

para hacer posible, a través de las generaciones, el culto a los antepasados, 
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 Ídem, p.89-90 
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en donde reunidos los mas viejos y sabios en asamblea formaban el 

Senado que sería quien le dio a Roma, durante un milenio, las grandes 

orientaciones políticas. De igual manera iban a tener a su cuidado el 

patrimonio, por que ellos tenían la capacidad plena para adquirirlo, siendo 

parte de este la domus (casa)31. Como en todas las grandes civilizaciones 

no existe en Roma un tipo de vivienda uniforme y aunque la vida política y 

cultural romana estaba centrada en las ciudades, la mayoría de los 

habitantes del imperio vivía en un medio rural, en casas precarias, sencillas 

y pequeñas. Sin embargo, los sectores acaudalados podían gozar de casas 

amplias, sólidas y cómodas. 

En esta época podemos ver que la vivienda o domus como la 

denominaban los romanos, ya era considerada como propiedad y 

patrimonio, figuras jurídicas de las que solo disfrutaban los grupos 

privilegiados, ya fuera por el carácter con el que se ostentaban, ante la 

sociedad, familiar y políticamente, siendo todos ellos hombres libres. 

Posteriormente en la edad media, el feudalismo es el régimen 

característico de esta etapa en Europa, basado en la entrega de tierras a 

cambio de servicios; el sistema funcionaba así: El rey otorgaba feudos, a 

sus nobles más importantes (barones, condes, cardenales, obispos, etc.) y a 

cambio, los ilustres le prometían ayudarle con soldados en tiempo de 

guerra. Un insigne se comprometía a ser vasallo (servidor del rey). A su vez, 

los grandes preclaros solían repartir los fundos entre los nobles inferiores, o 

caballeros, que se convertían en súbditos suyos. De ese modo, el 

feudalismo abarcaba desde la cúspide hasta las clases inferiores de la 

sociedad. En el estadio más bajo se hallaban los campesinos que 

trabajaban las tierras y estaban vinculados a ella, con pocos derechos, 

escasa propiedad y ningún siervo. Con arreglo a las leyes medievales, un 
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PADILLA SAHAGÚN, Gumesindo. Derecho Romano I, Segunda Edición, Mac Graw Hill, 

México, 1998, p.51. 



 

34 

 

campesino no era dueño de sí mismo. Todo, incluida las glebas que 

labraban, sus animales, su casa, y hasta su comida, pertenecía al señor 

feudal.32 

 

En esta fase el trabajo que en el tiempo de los romanos fue indigno 

para los patricios y exclusivo de los esclavos, perdió tal carácter; los siervos 

medievales, los cuales no eran cautivos pero tampoco totalmente 

autónomos, y la vivienda resulto ser solo un efecto de la labor que 

ejecutaban, traduciéndose en un simple alojamiento que permitían los 

señores feudales, por la faena que estos realizaban en sus fundos que 

administraban, por tanto es de resaltar que la propiedad fue una figura que 

solo conocía el monarca 

Así le damos paso a la historia del derecho habitacional en México, 

considerando el hecho de que en 1492, se da el descubrimiento de América, 

pero también en Europa se presenta el fin de la edad media.  

En la época prehispánica, los aztecas tenían establecido su régimen 

de propiedad el cual contemplaba de manera indirecta la vivienda, puesto 

que la porción de tierra que les concedían los jefes de las tribus a sus 

pobladores aparte de explotarla para su sostén, también les permitía edificar 

sus hogares. 

La propiedad era la base del poder público y solo dentro de un círculo 

limitado de influyentes había una forma de tenencia privada parecida a la de 

nuestros días, por ejemplo el Rey y sus funcionarios nobles. Los que no 

contaban con estas características, tuvieron terrenos comunales.  

Con la llegada de los españoles, estos empezaron a establecer 

nuevos centros poblacionales, en donde los nativos no podían residir a 
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 BROM, Juan. Para Comprender la Historia, Quincuagésima Cuarta Edición, Nuestro 
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excepción de los indios artesanos con tienda propia y los criados de los 

españoles. En este lapso se gesto un tipo de población destinada 

exclusivamente a los naturales, llamada reducciones. Estos pueblos 

contaban con tierras de uso comunal y con fines colectivos, donde 

establecían sus hogares y otras parcelas destinadas a una explotación 

individual, las cuales no pertenecían a estos en propiedad33.  

A la llegada del derecho indiano o como comúnmente se le conoce, las 

Leyes de indias, autorizan y legalizan la práctica de los repartimientos en 

encomienda de indios por parte de los colonizadores a razón de un mínimo 

de 40 y un máximo de 150 individuos, de la misma manera se esforzaron en 

establecer una minuciosa regulación del régimen de trabajo, jornal, 

alimentación, vivienda, higiene y cuidado de los nativos en un sentido 

altamente protector y humanitario. Se ordenó la catequesis de los 

aborígenes, y se les obligó a que construyeran sus bohíos o cabañas junto a 

las casas de los españoles, fue en la Ley VI Título XII, del mismo precepto 

que se mencionaba los siguiente:34 “A los indios ocupados en labores de 

campo o minas sean de mita35, partición o alquilados, se les de la libertad 

para que duerman en su morada o en otra y a los que no tuvieren 

comodidad; acomode el dueño de la hacienda donde pueda dormir debajo 

de techado y defendidos del rigor y aspereza de los temporales”. 

En este periodo es sobresaliente por que los indios a pesar de que 

estaban bajo el mando e influencia de los españoles, eran considerados 

hombres libres, y dichas leyes sirvieron para que se les tratara más 
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 MARGADANT S. Guillermo Floris. Introducción a la Historia del Derecho Mexicano, 

Décima Octava Edición, Esfinge, México, 2011, p.28-29. 
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 Ibídem, 133. 
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 mita.(Del quechua mit'a, turno, semana de trabajo). 
1. f. Repartimiento que en América se hacía por sorteo en los pueblos de indios, para sacar 
el número correspondiente de vecinos que debían emplearse en los trabajos públicos.2. f. 

Tributo que pagaban los indios del Perú.  http://buscon.rae.es/drael/ .20 de noviembre de 
2011. 
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humanamente y adquirieran derechos. Obviamente en esta época todavía 

no existía un derecho a la vivienda como tal pero se puede tomar como un 

indicio de un derecho habitacional del trabajo. 

Otro antecedente de la regulación legal de la vivienda, en nuestro 

país es la Ley sobre los Trabajadores expedida por el Emperador 

Maximiliano de Hamsburgo, el día primero de noviembre de 1865, 

ordenanza que verso en particular sobre los labradores del campo al 

servicio de las haciendas; esta obligaba, a proveerlos de habitación y agua 

e imponía el deber de crear escuelas, siempre y cuando en estas hubiere 20 

niños en edad escolar, por lo menos. A partir de aquí sigue un largo periodo 

de despreocupación estatal por el problema de la vivienda36. 

Ulteriormente en los primeros años del siglo 20 se expiden diversos 

ordenamientos tales como la ley sobre casas de obreros y empleados 

públicos de 1906 por parte de Enrique Creel, entonces Gobernador del 

Estado de Chihuahua quien en realidad se limitaba a conceder estímulos y 

facilidades de carácter administrativo y fiscal en el mismo año se incluyó en 

el programa del partido liberal mexicano de los hermanos Flores Magón, la 

necesidad de proporcionar casa principalmente a los trabajadores del 

campo. En plena lucha revolucionaria se libraron también algunas 

regulaciones destinadas al mismo fin como la de Chiapas, por el dirigente 

José Agustín Castro en 1914, la legislación de Jalisco decretada por Manuel 

Aguirre Berlanga, y la de Veracruz, ambas de 1916.37 

 

Hasta antes de 1917, parvos fueron los que se interesaron 

escasamente por este tema, realmente durante todo este largo periodo todo 
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DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho del Trabajo, Tomo II, Décima Novena Edición., 

Porrúa, México, p. 289. 
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Vid. REMOLINA ROÑEQUI, Felipe. El Articulo 123, Ediciones del Quinto Congreso 
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se limito a la lucha por la propiedad figura que se vincula con la vivienda, 

pero a fin de cuentas nadie le dio el enfoque legal y facultativo de todo 

individuo, y como siempre a lo largo de la historia perpetuamente va 

implícito una lucha de clases en donde los mas poderosos son los que 

adquieren derechos y los más endebles solo obligaciones. 

 

2.2  Antecedentes del Derecho Habitacional a partir de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. 

 

La verdadera trascendencia de la vivienda como derecho social 

surgió precisamente en 1917 con la creación 123 Constitucional fracción XII 

del Apartado “A” y el inciso f), de la fracción XI, del apartado B, abriendo 

paso a otra etapa de la historia de México.  

 

En Querétaro el Congreso del Constituyente de aquella legislatura es 

el que retoma el tema. La idea de ampliar con nuevos conceptos sociales al 

texto constitucional fue propuesta del Diputado José Natividad Macias, 

comisionado por Don Venustiano Carranza para finiquitar cualquier 

controversia que pudiera lesionar los intereses obreros que contaban con el 

apoyo de gente mas combativa y con experiencia parlamentaria que estaba 

dispuesta a esforzase por dotar al país de una nueva constitución. La 

sugerencia de incluir la fracción XII fue del general Francisco G. Mújica, 

presidente de la Comisión Dictaminadora.  

 

Es importante reproducir a continuación el texto constitucional 

aprobado en aquel entonces: 

 

 “XII. En toda negociación agrícola, industrial, minera o cualquiera otra clase de 

trabajo, los patrones están obligados a proporcionar a los trabajadores 

habitaciones cómodas e higiénicas, por lo que les podrán cobrar rentas que no 
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excedan del medio por ciento mensual del valor catastral de las fincas. Igualmente 

deberán establecer escuelas, enfermerías y demás servicios necesarios a la 

comunidad. Si las negociaciones estuvieran situadas dentro de las poblaciones y 

ocuparen un número de trabajadores mayor de cien, tendrán la primera de las 

obligaciones mencionadas
38

” 

Así quedó plasmada la primera y más sistemática aproximación inicial 

a la exigencia política de habitación, en donde sobresale un desequilibrio, 

en la obligación que delegaba el Gobierno al patrón y que por obvias 

razones, era difícil que se cumpliera tal disposición, aunado al hecho de que 

era injusto que todo el peso de este deber recayera solo en un sector, pues 

es el Estado el que debía de poner los medios para que se llevara a cabo lo 

estipulado. Por lo que respecta a los trabajadores, no era del todo 

beneficioso, porque no fue un derecho generalizado para el sector obrero y 

sobre todo porque el arrendamiento de las habitaciones no fue una solución 

total y viable para combatir la dificultad. 

En los años posteriores a 1917, un número importante de legislaturas 

de entidades federativas expidieron estatutos reglamentarios del artículo 

123 constitucional en las que de diversas maneras se aludía el problema de 

la vivienda obrera. Como la legislación de Coahuila del 26 de julio de 1920, 

en su articulo 25, señalo que cuando se tratara de trabajadores que 

prestaran sus servicios fuera de las poblaciones y vivieran con el patrón 

este tenía la obligación de proporcionarles también alimentos no solo casa; 

La de Colima del 21 de noviembre de 1925 incluía un terreno a favor de los 

trabajadores del campo con una dimensión no menor de 5 mil metros 

cuadrados para mercados públicos, edificios municipales y centros 

recreativos. El Estado de Hidalgo emitió su ordenamiento el 30 de 

noviembre de 1928, en su precepto 44 indicaba que las habitaciones no 

podían estar a más de 3 kilómetros de los centros de trabajo; en caso 
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contrario deberían proporcionarles transporte gratuito, esta disposición 

igualmente la compartía la legislación oaxaqueña de 21 de marzo de 1926 

en su numeral 32. Por último la ley de Aguascalientes de 6 de marzo de 

1928 en sus articular 72 y 79, prohibía el uso de chozas y cuevas y 

establecía que las rentas serian equivalentes al 1 por ciento del valor 

catastral de la finca.39. 

A pesar de la abundancia de textos legislativos en materia de 

habitaciones para los trabajadores, la obligación patronal nunca llego a 

cumplimentarse por que el país se encontraba en su etapa de 

reconstrucción y por qué la mayoría de las legislaciones locales referidas 

tuvieron una vigencia temporal limitada en virtud de las reformas 

constitucionales de 1929, siendo precisamente el año en el que se da la 

federalización para reglamentar el articulo 123 Constitucional.  

De esta manera llega la Ley Federal del Trabajo de 1931 de la que se 

hablara mas adelante. Posteriormente hubo diversas acciones que se 

desarrollaron a partir del impulso modernizador que inició el Estado, entre 

1940 y 1970, con la creación de organismos, políticas y programas en el 

campo de la vivienda con fondos públicos y contribuciones por parte de los 

trabajadores urbanos y rurales,  destacando las mas sobresalientes de la 

siguiente manera: 

En 1943 se creó el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), que 

realizó programas habitacionales para sus derechohabientes en el nivel 

nacional. De igual forma, a partir de 1947, el Banco Nacional Hipotecario 

Urbano y de Obras Públicas desarrolló diversos programas habitacionales 

entre la población de bajos ingresos. Hacia 1954, la acción pública creó el 
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Instituto Nacional para el Desarrollo de la Comunidad y de la Vivienda 

(INDECO).Con la creación de la Dirección de Pensiones Militares, en 1955, 

se establecieron prestaciones para la construcción de conjuntos 

habitacionales entre los miembros de las Fuerzas Armadas de México. 

Petróleos Mexicanos arrancó, durante 1958, con programas semejantes 

entre sus trabajadores. Ante la magnitud de la demanda por vivienda y ante 

los distintos programas originados hacia distintos espacios institucionales y 

sociales, se creó el FOVI (Fondo de Operación y Descuento Bancario a la 

Vivienda) y el FOGA (Fondo de Garantía y Apoyo a los Créditos para la 

Vivienda), ambos durante 1963. Frente a esto, se organizó el “Programa 

Financiero de Vivienda del Gobierno Federal”, con presencia de varias de 

estas instituciones oficiales, en 1965. En la década de los setenta, el Estado 

decidió enfrentar la expansión del crecimiento económico, poblacional y de  

masivos procesos migratorios, que impulsaban mayores requerimientos de 

vivienda urbana y rural, sistematizando una política habitacional a partir de 

un conjunto de instituciones que se especializarían, por sectores, para 

atender las exigencias de vivienda en México40 

 En 1970 se volvió a expedir una nueva Ley Federal del Trabajo, misma 

que se encuentra vigente en nuestro hasta nuestros días; ocupándose  de la 

vivienda del sector proletario de una manera más completa. Posteriormente 

en 1972 se público la reforma de la fracción XII del apartado ¨A¨ del artículo 

123 de la Constitución. 

Surgió así el INFONAVIT (Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 

para los Trabajadores), el FOVISSSTE (Fondo de Vivienda del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado) y el FOVIMI 

(Fondo de la Vivienda Militar del Instituto de Seguridad Social para las 
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Fuerzas Armadas Mexicanas) como parte de una política de provisión 

implementada por el gobierno federal.  

En la década siguiente el Gobierno centro su plan en la elaboración 

de la Política Nacional de Vivienda, que sería responsabilidad de la recién 

creada Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (SEDUE), en 1982. Esto 

originó una nueva reforma legal, el 7 de febrero de 1983, elevando a rango 

constitucional la atribución de la vivienda para todo individuo como lo 

mencionamos en apartados que anteceden, por lo que en cumplimiento a 

este mandato la administración del presidente de la Madrid envió al 

congreso de la unión una serie de iniciativas de ley que culminaron en 

diferentes reformas y adiciones a diversas disposiciones legales, así como 

nuevos ordenamientos en materia habitacional. Concretamente puede 

mencionarse la Ley Federal de Vivienda, reformas y adiciones al Código 

Civil en materia de arrendamiento inmobiliario con fines habitacionales y la 

Ley sobre el Régimen de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el 

Distrito Federal. En el Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988 se 

implementó una articulación, a partir del 4º y 123 Constitucional, con las 

legislaciones específicas de la Ley General de Asentamientos Humanos 

(1976), la Ley General de Bienes Nacionales (1969) y la Ley de Reforma 

Agraria (1971), lo que se apreció en las modificaciones simultáneas de este 

conjunto legislativo en 1984, A resultas de este conjunto de redefiniciones 

institucionales, legales y políticas, para 1987 se constituyó el Fondo 

Nacional para la Vivienda Rural (FONAVIR), ampliando el rango de la 

acción oficial en el sector agrario. Esta acción ya existía en la 

reglamentación derivada de la “Ley Federal de Reforma Agraria”, de enero 

de 1984, como soporte reglamentario del Art. 27 Constitucional.41 
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Con lo anterior una vez mas, sobresale lo poco eficiente que fue el 

Gobierno, pues quizo tratar de enfrentar el problema como una cuestión 

general y nacional, y no sólo circunscrita a las decisiones acotadas que 

concedía su definición en el ámbito de una actuación especificada en los 

programas y planes federales, resultando fallido, pues el vasto conjunto de 

transformaciones que hizo para tal fin, no ha arrojado resultados favorables  

Hacia los años noventa, se produjo una redefinición en la acción del 

Estado en materia de vivienda, como resultado de un nuevo marco de 

reestructuración nacional y global en la economía mundial.42  

Desde entonces, la participación estatal en los programas de vivienda se 

ha restringido a la promoción y financiamiento habitacional, sin estimular de 

manera total la participación social y privada a fin de que construyan y 

financien la cimentación de viviendas. 

 

2.3  Antecedentes del Derecho Habitacional dentro de la Ley Federal 

del trabajo de 1931.  

 

El 18 de agosto de 1931, surge la primera Ley Federal del Trabajo, que 

contemplaba el derecho habitacional de los obreros en la fracción III del 

artículo 111, en la cual el legislador solo transcribió el texto constitucional, lo 

que fue una medida inútil que ningún resultado práctico pudo tener.  

 

Al texto constitucional se le hizo un arreglo en la ley reglamentaria, en 

virtud de la cual se facultaba al Ejecutivo Federal y a los de las entidades 

federativas en su caso para que, atendiendo a las necesidades de los 

trabajadores, a la clase y duración del trabajo, al lugar de su ejecución y a 
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las posibilidades económicas del patrón debían cumplir con las 

obligaciones derivadas de la propia fracción”. 

 

El ejecutivo no expidió el reglamento de la fracción III del artículo 111 

sino hasta mucho tiempo después. Sin embrago, recordaba Campillo Sainz 

en una conferencia que impartió en 1970, con el tema “Las Casas de los 

obreros” que el intento careció de eficacia.43 

Lo anterior denotaba que los legisladores solo trasladaban el problema 

de un mandato de mayor jerarquía a uno de menor, lo que fue solo una 

traba más, que ponía en la mira su ineficiente solución. 

En realidad el Ejecutivo, entonces a cargo del General Manuel Ávila 

Camacho, hizo tres cosas diferentes. En primer lugar decretó un Acuerdo, 

ratificado por la Secretaria del Trabajo y Previsión Social (STPS), creando el 

Comité Intersecretarial de la Habitación para los Trabajadores, de fecha 8 

de octubre de 1941. En segundo término en ejercicio de la facultad que le 

concedía la fracción I del articulo 89 constitucional, dictó un “Reglamento de 

la fracción III del articulo 111 de la Ley Federal del Trabajo, para las 

empresas de jurisdicción federal fechado el 19 de diciembre de 1941. Por 

ultimo con fecha 6 de febrero de 1942, expidió un segundo Reglamento 

destinado a las empresas de jurisdicción local en el DF. 

La idea plasmada en ambos reglamentos consistía en que los patrones a 

que se refería la fracción aludida, debían presentar ante la autoridad en 

determinados plazos una solicitud para el estudio y aprobación, en su caso, 

de la construcción de habitaciones, ampliación o modificación de las ya 

existentes. Esta petición se trasladaba al sindicato de los trabajadores de la 

unidad de labor para que formulase, en un terminó de treinta días sus 

observaciones. Los estatutos marcaban los requisitos a cumplir en la 
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petitoria. Se daba una intervención especial a las sanitarias y en el caso del 

Departamento del DF, a su Oficina del Plano Regulador, para el 

consentimiento de los proyectos e inspección de la construcción.44 

Convirtiéndose lo anterior en una serie de trámites administrativos y 

burocráticos que daban pie a excusas bastante prácticas para que los 

empleadores no hicieran efectivo lo anterior. 

Los reglamentos clasificaban a los trabajadores en cuatro clases: 

permanente, periódicos, temporales y ambulantes y a las habitaciones en 

unitarias, semicolectivas, familiares, semicolectivas individuales y colectivas, 

cuyas características se expresaban con cierto detalle. También se 

facultaba a los patronos para proporcionar casas previamente arrendadas 

sin que pudieran lucrar con el subarriendo. Para el cumplimiento de estas 

obligaciones se fijaban plazos de 180 o de 60 días, según se tratara de 

casas para peones permanentes o periódicos o de temporales o ambulantes 

y términos iguales, a partir de la iniciación de sus operaciones, para las 

empresas, señalando en el tercer capitulo las sanciones por la infracción de 

sus disposiciones.45 

La clase patronal reaccionó de inmediato y proliferaron los amparos en 

contra de ambos reglamentos. Estos no llegaron a tener vigencia efectiva 

pues fueron considerados inconstitucionales por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en razón de que la Ley Federal del Trabajo no 

facultaba al presidente de la Republica, para reglamentar en esta materia. 

Lo anterior fue un resultado lógico del sector empresarial, pues los 

reglamentos solo fueron un efecto mas de la imperfecta decisión que tomo 

el legislador para regular en materia de vivienda, que motivo la evasión de 

dicha responsabilidad  
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En el mes de diciembre de 1956 se reformo la fracción III del articulo111, 

en el sentido de que se autorizaba al Ejecutivo Federal y a los de los 

Estados para expedir “un reglamento para que los patrones cumplieran con 

la obligación” superándose con esto el vicio de la inconstitucionalidad, 

formula que como mencionaba Campillo Sainz, no purgaba el vicio de la 

ilegalidad ya que no son delegables las facultades concedidas al congreso 

de manera exclusiva. Paradójicamente el Ejecutivos no volvió a librar 

estatuto alguno en materia de vivienda. 46 

En realidad la reforma legal ya no tuvo trascendencia y es posible que, 

por otra parte, consientes los presidentes en turno de la magnitud del 

problema económico que representaban las habitaciones, hayan preferido 

no insistir en el asunto. A partir de entonces el problema de la vivienda 

obrera fue motivo solo de soluciones empresariales. 

Por otra parte, los patrones lanzaban, a quien quisiera oírlo, el 

argumento que no podían soportar por si mismos, la responsabilidad 

habitacional y que era mucho mas prudente incrementar las inversiones que 

dieran ocupación, cada año, a los cientos de miles de mexicanos que 

debían incorporarse al mercado laboral; pues fue evidente excusarse con la 

idea de generar mas empleos, porque era una circunstancia que estaba a 

su alcance a comparación, del pesado deber que les había impuesto el 

Estado. Por otro lado, es de exculpar su reacción, pues tenían en sus 

manos una carga que no les correspondía desagraviar en su totalidad. 

Encontrándose las cosas en ese estado, se reiniciaron los trabajos de 

redacción de la nueva ley laboral, por lo que en 1960 el presidente López 

Mateos había nombrado una Comisión encargada de redactar un 

Anteproyecto de Ley Federal del Trabajo. Las reformas constitucionales y 

legales de 1961 y 1962 fueron en realidad, el resultado de los trabajos de 
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aquella Comisión. Para 1967 comenzó a circular ese esbozo que incluía un 

capitulo destinado a reglamentar el derecho habitacional de los 

trabajadores. 

En el capitulo III del titulo IV se estableció un sistema muy parecido al 

de los reglamentos girados por el Presidente Ávila Camacho, esto es 

basado en el arrendamiento de las viviendas con una renta no mayor del 6% 

anual del valor catastral de las habitaciones. Sin embargo en la disposición 

final del artículo 157 se planteaba la posibilidad de realizar convenios entre 

las empresas y los trabajadores para que, en lugar de proporcionarles casa 

en alquiler, se formulasen planes de financiamiento que permitieran a los 

jornaleros adquirirlas. Estos convenios estaban sometidos a las condiciones 

que se transcriben a continuación: 

I Que el convenio comprenda a todos los trabajadores de la empresa; 

II Que se agregue el proyecto de urbanización y construcción de 

habitaciones, formulado de conformidad con las disposiciones 

relativas a este capitulo y el proyecto de financiamiento; 

III Que se determinen las aportaciones de la empresa; 

IV Que se determine el precio y las condiciones de adquisición de las 

habitaciones; y 

V Que se fije el término para la iniciación y conclusión de las obras. 

El bosquejo se ajustaba ciertamente al precepto constitucional pero 

alarmo al sector empresarial, la disposición propuesta en el articulo 150 que 

obligaba a las empresas que planearan ampliar sus instalaciones y 

consecuentemente aumentar su personal, a incrementar paralelamente el 

número de habitaciones en la medida que fuera necesario. Los empresarios 

propusieron entonces y no acepto el gobierno que se adoptara la solución 

francesa para resolver el problema, que consistía en la aportación del 1% 
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sobre las nominas de sus trabajadores. De esta solución dijo Campillo Sainz 

que, en su concepto, no era constitucional, por que la obligación consignada 

en la fracción XII era la de proporcionar casas y no la de pagar una 

contribución en dinero. Estudios e investigaciones exigieron la reforma 

constitucional.47 

Concordando con campillo Sainz en su comentario, pues fue una 

verdadera visión socialista en pro del trabajador, sin embargo, en la 

actualidad y tal vez difícilmente de probar, esa solución francesa, se 

presenta de una manera disfrazada en la formula actual, pues 

aparentemente el patrón es el que aporta el 5%, y no así el trabajador, no 

obstante, exiten una serie de artimañas contables que pueden provocar una 

afectación no visible en el salario del trabajador. Finalmente este es quien 

termina pagando su crédito con su propio jornal, por lo tanto lo que refirió el 

conferencista resulto que se lleva a la práctica. 

Existían algunas limitaciones dentro de la propia fracción XII, que 

impedían llegar a una formula justa, las cuales fueron: 

1. Se había dictado para empresas colocadas fuera del ámbito urbano;  

 

2. Con relación a las que se encontrasen dentro de las poblaciones, 

solo imponía la obligación a las que ocuparen un número de 

trabajadores mayor de cien. Esta limitación numérica tuvo cierto 

sentido en 1917, época en la que solamente unas cuantas empresas 

urbanas contaban con más de cien trabajadores, cosa que en 1967 y 

1968 no reflejaban las compañías. 

 

3.  Fueron varios los problemas que enfrento la Comisión, la formula de 

1970 descansaba en el arrendamiento, pero contemplaba la 
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posibilidad de que los trabajadores adquirieran las habitaciones 

siempre y cuando se conviniera en una aportación empresarial, y el 

financiamiento para completar el costo de la construcción, que 

debería ser pagado por los trabajadores. 

 

El concepto de empresas fuera de la población lo resolvieron 

calificando así las que estuvieran a mas de tres kilómetros de distancia o 

menor, cuando no hubiere un servicio ordinario y regular de transporte de 

personas.  

El segundo problema se refería a la calidad de los obreros que 

debían alcanzar el número de cien, el texto constitucional no proporcionaba 

una solución y la Comisión opto por establecer el derecho solo para los 

asalariados de planta permanentes, con una antigüedad de un año, por lo 

menos. Quedando en el aire si el número de trabajadores se tenia que 

reunir con obreros de la misma condición. Resultando bastante 

discriminatoria porque dejaba de lado los derechos de los otros jornaleros. 

El deber de proporcionar habitaciones se condicionaba a la solicitud 

de los propios trabajadores (art. 140), debiendo las compañías informarles 

tanto en los casos en que contara con un número suficiente de ellas (art. 

141), como cuando no fuera así (art. 142). En esta última hipótesis se debía 

celebrar un convenio entre los proletarios y las empresas en un término de 3 

años contado a partir de la vigencia de la ley, o desde el inicio de las 

operaciones, tratándose de sociedades de nueva creación en las que se 

establecerían las modalidades para el cumplimiento de las obligaciones 

habitacionales (art.143); esta disposición impidió que el capitulo de casas 

habitación llegara a tener validez porque, antes de que transcurrieran los 

tres años, ya había sido reformado y sustituido por la formula actual. 
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En el articulo145 se señalaban las condiciones mínimas de los 

convenios y especialmente se indicaba que, a titulo de renta, los patrones 

podrían cobrar el 6% anual del valor catastral (fracción IV). 

En el precepto 147 se imponían a las empresas que ampliasen sus 

instalaciones, la celebración de nuevos convenios habitacionales; en el 148 

se consagraba un derecho preferencial de los trabajadores mas antiguos. 

Solo en los casos de igual antigüedad habrían de ser elegidos, en primer 

termino, los jefes de familia y en segundo lugar los sindicalizados 

La posibilidad de que algunos trabajadores fuesen propietarios de 

casas habitación era contemplada si: esta les había sido proporcionada en 

virtud del mandato constitucional, carecían de facultad para una nueva casa. 

Por el contrario si tenían derecho a ella si la habían adquirido por cualquier 

otro medio, aun cuando en ese caso tendrían que esperar a que se 

satisficieran la necesidad de los asalariados de la empresa (art. 149). 

La ley señalaba, además dos obligaciones fundamentales para las 

empresas. La primera era mantener las habitaciones en condiciones de 

habitabilidad y hacer las reparaciones necesarias y convenientes (art. 150, f. 

I). La segunda les imponía a pagar a los trabajadores provisionalmente, 

hasta en tanto se les entregaran las casas una compensación mensual, 

convencionalmente fijada, dicha compensación debía establecerse tomando 

en consideración el tipo de moradas que debería proporcionar la compañía 

y la diferencia entre la renta que podría cobrar y la que tenían que pagar los 

trabajadores por una habitación en circunstancias semejantes (art. 151), 

resultando ser una cuestión bastante subjetiva. Seria esta disposición el 

objeto de los más encendidos ataques y su eliminación el precio del 

establecimiento de la aportación de un 5% sobre los salarios que ha servido 

para construir el Fondo Nacional de Vivienda. 

Los trabajadores a su vez, quedaban obligados a pagar las rentas 

cuyo importe debía ser descontado de su salario, a cuidar de las 
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habitaciones como si fueran propias; a poner en conocimiento de las 

empresas sus defectos y deterioros y a desocuparlas, al concluir la relación 

de trabajo, dentro de un término de cuarenta y cinco días. Por otra parte se 

les prohibía usar las viviendas para fines distintos a los señalados en la ley y 

a subarrendarlas (articulo 150 f. I y II).  

Este párrafo en particular, presenta una gran similitud con uno de los 

numerales de la Ley de INFONAVIT, con la diferencia que la figura que se 

regulaba era un arrendamiento, y no un financiamiento para la adquisición 

de una vivienda, por tanto, si existe una discrepancia entre estas figuras 

jurídicas, empero el Instituto, las lleva a la practica en el presente. 

Por ultimo se determinaba la competencia de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje para conocer de los conflictos derivados del 

incumplimiento de las obligaciones en materia habitacional.(art. 152 y 

153).48 

2.4  Orígenes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. 

 

 La creación del INFONAVIT es resultado de la evolución histórica que 

establece la facultad de los trabajadores para adquirir una vivienda digna 

que se remonta a los postulados básicos que recogiera el Constituyente de 

Querétaro en 1917 y que dan sus frutos el 5 de febrero cuando se promulga 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se aprobó por 

unanimidad el Artículo 123, Fracción XII, Apartado A, obligación que no se 

hizo efectiva sino hasta 1971, después de más de 53 años de lucha por ese 

derecho.49  
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 DE BUEN LOZANO, Néstor, Op. Cit., p. 304 
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 www.infonavit.org.mx/. 22 de noviembre de 2011. 17:52 hrs. 

http://www.infonavit.org.mx/
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 El 1° de mayo de 1971, el movimiento obrero organizado, solicito 

públicamente, en ocasión del desfile que conmemora esta fecha, ante el 

Presidente de la republica, la modificación del sistema habitacional previsto 

por la Ley laboral, a consecuencia de lo cual, el entonces titular del 

Ejecutivo, Luís Echeverría Álvarez, encargo a la quinta subcomisión de la 

creada Comisión Nacional Tripartita, la realización de estudios tendientes a 

proporcionar el mejor sistema para atender la necesidad de vivienda de los 

trabajadores. Como resultado de los trabajos de la mencionada 

subcomisión, el presidente de la republica presento iniciativas de reforma al 

artículo 123 Constitucional, fracción XII del Apartado “A, a los artículos 136 

al 151, así como 97, fracción III, y 110, fracción III de la Ley Federal del 

Trabajo, y la expedición de una nuevo ordenamiento, específicamente 

reglamentario de la disposición constitucional ya citada, en virtud de la cual 

se creaba el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, como una nueva Institución de la Republica, y una misión 

principal sería, precisamente la de administrar el Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores. Finalmente el 21 de abril, luego de ser 

aprobada, se promulga la Ley del INFONAVIT donde se establece que las 

aportaciones que el patrón haga a favor de sus trabajadores le dan derecho 

a obtener un crédito para vivienda o a la devolución periódica del fondo que 

se constituya, denominado de ahorro50. El 24 de abril se publica en el Diario 

Oficial la Ley del INFONAVIT. Por último Inicia operaciones con la primera 

Asamblea Constitutiva de la Institución que se celebró el 1° de mayo de ese 

mismo año. El primer director general del Instituto, fue Jesús Silva-Herzog 

Flores.51 

Para determinar las organizaciones nacionales de trabajadores y 

patrones que deben de intervenir en la designación de sus representantes 
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DE LA CUEVA, Mario. El Nuevo Derecho del Trabajo Mexicano. Tomo II, Porrúa, México, 
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en la Asamblea General, la Secretaria del Trabajo y Previsión Social (STPS) 

expidió unas Bases el día 24 de abril de 1972 que fueron publicadas, al día 

siguiente, en el DOF, con una celeridad envidiable, el mismo día 25 de abril 

el Secretario del Trabajo formuló, la relación de dichas organizaciones, 

misma que fue publicada en el DOF del 26 de abril de 1972. Las cuales son 

las siguientes: 

 

Por los trabajadores: 

I. La Confederación de Trabajadores de México (CTM) 

II. La Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos 

(CROC) 

III. La Confederación Regional Obrera Mexicana (CROM), 

IV.  La Confederación Obrera Revolucionaria (COR)   

V. El Sindicato Industrial de Trabajadores Mineros Metalúrgicos y 

Similares de la Republica Mexicana, y  

VI. El SME, cada uno de ellos, un titular y un suplente. 

 

Por el sector empresarial: 

VII. La Confederación de Cámara Industriales de los Estados Unidos 

Mexicanos (CONCAMIN),  

VIII. La Confederación de Cámara Nacionales de Comercio 

(CONCANACO) 

IX. La Confederación Patronal de la Republica Mexicana 

(COPARMEX)52 
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Las mencionadas reformas implicaron una transformación 

fundamental en la naturaleza jurídica y en la unidad doctrinal y legal de las 

normas en materia de habitaciones para los trabajadores 

 Hasta 1987, INFONAVIT ofreció un sistema de créditos que 

implicaban altos subsidios financieros, y la correspondiente 

descapitalización de los Fondos, sobre todo en momentos de alta inflación. 

Se otorgaban créditos equivalentes a la totalidad del valor de la vivienda, a 

un máximo de 20 años de plazo, con los pagos mensuales del 20% 

descontando al salario nominal del acreditado. La amortización se calculaba 

en función de interés fijo del 4% sobre saldos insolutos; esto significaba que, 

en tiempos de inflación, a partir de 1982, los créditos se amortizaban en tres 

o cuatro años. Por otra parte no se conocían casos de ejecución judicial de 

garantía hipotecaria en el supuesto de no pago de créditos INFONAVIT, es 

decir, cartera vencida, sin embargo no contaba con sistemas informativos 

para cuantificar esta, lo que refleja claramente la falta de una contabilidad 

financiera de sus operaciones. A partir de este año el nuevo sistema de 

pago de créditos que entro en vigor en 1987, expresa el monto en salario 

mínimo general del Distrito Federal al momento en que se otorga el mismo y 

obliga al trabajador acreditado a liquidar a lo largo del tiempo el mismo 

numero de veces salario mínimo que se le prestó, pero varia el monto 

monetario dependiendo del nivel que tenga el sueldo mínimo al momento de 

hacer el pago,53 

 Durante los primeros años de su operación, hasta 1976 

aproximadamente, INFONAVIT se responsabilizó no solo del financiamiento 

de viviendas, sino también de casi todo el proceso de producción, excepto la 

construcción propiamente. La asignación de los créditos fue por sorteo. En 
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esta época se construyeron grandes conjuntos habitacionales. Debido a los 

problemas técnicos sociales que surgieron en estos conjuntos, y sobre todo 

por la presión política de los sindicatos, esta etapa de las promociones 

directas por parte del Instituto fueron sustituidas por la formula de las 

promociones externas, que domino la acción de INFONAVIT, entre 1978 y 

1992. Bajo el sistema de promoción externa, el promotor privado, 

generalmente producto de la asociación entre un sindicato y una 

constructora, tenia la iniciativa de la gestión del proyecto y de la distribución 

de los créditos; el Instituto mantenía el control normativo del diseño 

aplicando prototipos y, en la mayoría de los casos aportaba sus reservas 

territoriales y administraba los créditos. 

 Es importante reconocer el impacto de la oferta de vivienda en los 

estratos bajos y medios del mercado, las favorables condiciones del crédito 

desde el punto de vista del acreditado permitieron que los financiamientos 

del Instituto beneficiaran a la población asalariada de bajos ingresos, 

inclusive de un salario mínimo. 

En 1992 se reformo radicalmente el INFONAVIT, apartir de esta fecha las 

bases de operación financiera de este organismo han sido: 

1. Manejo de la cuenta de ahorro del trabajador individualizada como 

una subcuenta del sistema de Ahorro para el Retiro SAR;  

2. Sistema de asignación de créditos por puntaje del derechohabiente;  

3. Ampliación del plazo de recuperación hasta 30 años;  

4. Aumento del porcentaje del ingreso gravable para la amortización del 

crédito hasta el 25%; 

5. Cotización del crédito en veces salario mínimo; y 



 

55 

 

6. Distribución de paquetes de créditos por subasta a promotoras 

privadas o públicas, por región. 

El sistema de asignación de los créditos de 1992, al favorecer a los 

trabajadores con mayores ingresos tiende a propiciar que los contribuyentes 

con menores entradas. Durante la etapa de promociones directas por el 

INFONAVIT (1973-1978), se fortaleció la industria de la construcción, 

salvándola de un derrumbe peor. Después con el predominio de las 

promociones externas salió fortalecida la tradición clientelista entre los 

sindicatos, a la vez que consolido la figura de la promotora de vivienda, y de 

la constructora que empieza a edificar con criterios de mercado. 

Al descapitalizarse totalmente entre 1982 y 1987, cuando los créditos no 

estaban indexados de alguna forma a la inflación, no solo se esfumaron los 

ahorros de los derechohabientes y la posibilidad de construir Fondos 

revolventes, si no también, y ello es quizás mas grave que la perdida 

financiera, se puso en evidencia la falta de conciencia entre los 

derechohabientes de que tenían una cuenta de ahorro, desgraciadamente 

este Instituto no funciono como sistema de ahorro colectivo e individual. De 

hecho INFONAVIT modifico sus reglamentos en 1982 para eliminar el 

derecho de los trabajadores a recuperar sus ahorros. 54 

Posteriormente hubo una reforma intencionada a la Ley de INFONAVIT, 

publicada en el DOF, de 24 de febrero de 1992, que ha puesto de manifiesto 

la intención del Gobierno de acabar con el mangoneo que los miembros del 

consejo Técnico, lideres obreros y algunos otros, hacían con las obras, 

generalmente atribuidas, sin recursos, se ha inventado un mecanismo de 

entrega de las aportaciones empresariales a través de la Banca, al parejo 
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de las cuentas de ahorro para el retiro, medida que no cayo demasiado bien 

en los medios sindicales. Sus perdidas financieras lo explican.  

Mediante decreto publicado en el DOF del 6 de enero de 1997 se 

reformo la Nueva Ley del INFONAVIT con la intención principal de hacerla 

compatible con la transformación a la Ley del seguro social que dieron 

origen a las administradoras del fondo de ahorro para el retiro. De manera 

particular, además se modifico el artículo 42 para establecer la manera de 

aplicar los recursos del Instituto de acuerdo con un sistema de preferencia. 

De esa forma se considera la siguiente línea de aplicación de créditos para 

la vivienda adquisición, construcción, reparación y pago de pasivos 

adquiridos en cualquiera de los conceptos anteriores. Se establece, 

igualmente, la posibilidad de otorgar créditos a los trabajadores con 

cofinanciamiento de entidades financieras. 55 

 

2.5  Orígenes de otras Instituciones de Crédito Hipotecario, según el 

Sistema Nacional de Vivienda. 

 

La Ley de Vivienda, en su artículo 14, fracción III, hace referencia a las 

Instituciones que integran el Sistema Nacional de Vivienda, siendo estos los 

siguientes miembros y de los que a continuación se hará referencia. 

2.5.1. Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado. 

El Fondo de la Vivienda es el Órgano Desconcentrado del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), 

cuyo objeto es el de establecer y operar el sistema de financiamiento para el 
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otorgamiento de los préstamos hipotecarios a los trabajadores 

derechohabientes del ISSSTE. El Fondo de la Vivienda del ISSSTE 

(FOVISSSTE), se creó en 1972, mediante los siguientes Decretos: 

El 10 de noviembre de 1972, se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

(D.O.F.), el Decreto por el que se reformó el inciso f), de la fracción XI, del 

apartado B, del artículo 123 Constitucional, para quedar en los siguientes 

términos:  

"...el Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá un fondo nacional 

de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores y 

establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato 

y suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, 

o bien para construirlas, repararlas, o mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por 

estos conceptos. 

Las aportaciones que hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo 

encargado de la seguridad social regulándose en su Ley y en las que corresponda, 

la forma y el procedimiento conforme a los cuales se administrará el citado fondo y 

se otorgarán y adjudicarán los créditos respectivos;" 

En congruencia con lo anterior, el 28 de diciembre de 1972, se 

publicó en el D.O.F. el Decreto de reformas y adiciones a los artículos 38 y 

43 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

reglamentaria del apartado B del artículo 123 Constitucional, en los 

siguientes términos:  

Artículo 38.- Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos o deducciones al 

salario de los trabajadores cuando se trate: 

… VI.- Del pago de abonos para cubrir préstamos provenientes del Fondo de la 

Vivienda destinados a la adquisición, construcción, reparación o mejoras de casas 

habitación o el pago de pasivos adquiridos por estos conceptos. Estos descuentos 

deberán haber sido aceptados libremente por el trabajador y no podrán exceder 

del 20% del salario. 



 

58 

 

El monto total de los descuentos no podrá exceder del treinta por ciento del 

importe del salario total, excepto en los casos a que se refieren las fracciones III, 

IV, V, y VI de este artículo. 

 Artículo 43.- Son obligaciones de los titulares a que se refiere el artículo 1° de 

esta Ley: 

… VI.- Cubrir las aportaciones que fijen las leyes especiales, para que los 

trabajadores reciban el beneficio de la seguridad y servicios sociales 

comprendidos en los conceptos siguientes: 

“… h) Constitución de depósitos en favor de los trabajadores con aportaciones 

sobre sus sueldos básicos o salarios, para integrar un fondo de la vivienda a fin de 

establecer sistemas de financiamiento que permitan otorgar a éstos, crédito barato 

y suficiente para que adquieran en propiedad o condominio, habitaciones cómodas 

e higiénicas, para construirlas, repararlas o mejorarlas o para el pago de pasivos 

adquiridos por dichos conceptos.  

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo, serán enteradas al Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, cuya Ley regulará 

los procedimientos y formas conforme a los cuales se otorgarán y adjudicarán los 

créditos correspondientes. 

El mismo 28 de diciembre de 1972, se publicó en el D.O.F. el Decreto 

que reforma y adiciona a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, a partir de la cual se establece la 

operación y funcionamiento de un Fondo especializado, cuyos recursos 

financieros provendrían del Estado:  

Artículo 3°.- Se establecen con carácter obligatorio los siguientes seguros, 

prestaciones y servicios: 

Préstamos hipotecarios para la adquisición en propiedad de terrenos y/o casas, 

construcción, reparación, ampliación o mejoras de las mismas; así como el pago 

de pasivos adquiridos por estos conceptos; El Fondo de la Vivienda es el Órgano 

desconcentrado del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado (ISSSTE), encargado de administrar las aportaciones de 
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las dependencias y entidades públicas, afiliadas al ISSSTE, constituidas para 

otorgar créditos para la adquisición, reparación, ampliación o mejoramiento de 

viviendas a los trabajadores del Estado
56

.  

El financiamiento de este Fondo proviene fundamentalmente de los 

aportes del sector público, característica que lo diferencia del INFONAVIT. 

Sus recursos son captados de dos fuentes a) de las aportaciones hechas 

por las dependencias oficiales y organismo públicos descentralizados sobre 

el 5% de los salarios ordinarios de sus trabajadores y b) de las 

recuperaciones o rendimientos de sus inversiones propias, así como de los 

bienes y derechos adquiridos por cualquier titulo. Los recursos del 

FOVISSSTE se destinan a tres apartados generales: planes y programas, 

inversiones propias, gastos de administración y operación que incluyen 

también pago de deudas contraídas.57 

2.5.2. Fondo Nacional de Habitaciones Populares. 

El 2 de abril de 1981 se publica en el Diario Oficial de la Federación 

el Acuerdo por el que se autoriza la creación del Fondo de Habitaciones 

Populares (FHP), con el objetivo fundamental de financiar la construcción y 

mejoramiento de viviendas y conjuntos habitacionales populares. 

El 23 de enero de 1985 se emite el Acuerdo por el que se Autoriza la 

Modificación del Contrato Constitutivo del Fideicomiso Fondo de 

Habitaciones Populares cuyo nombre cambia al de Fideicomiso Fondo 

Nacional de Habitaciones Populares (FONHAPO), el cual mantiene el 

objetivo inicial para el cual fue creado. 
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El 10 de abril de 1988 se publica el Acuerdo por el que se Modifica el 

Contrato del Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares a fin 

de que formando parte del mismo, se integre un Fondo Nacional para La 

Vivienda Rural, el cual agrega un nuevo objetivo, que es el financiamiento 

de los programas de vivienda de productores agrícolas, pecuarios y 

forestales del sector campesino. 

El 17 de junio de 2004 se realiza el Convenio Modificatorio al 

Contrato del Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares, en el 

que se establecen los fines de éste y entre los que destacan: otorgar 

créditos a través de intermediarios financieros para desarrollar programas 

de vivienda urbana y rural y otorgar subsidios conforme a los programas que 

opera y las Reglas respectivas y con base en los recursos que le sean 

asignados dentro del Presupuesto de Egresos de la Federación para el 

ejercicio fiscal correspondiente. 

Actualmente el FONHAPO opera a través del Programa Ahorro y 

Subsidio para la Vivienda Tu Casa y del Programa Vivienda Rural, ambos 

con coberturas nacionales y dirigidas a los hogares en situación de pobreza 

patrimonial 

Satisface las necesidades de vivienda de los hogares en situación de 

pobreza patrimonial para que, a través de un subsidio, adquieran, 

construyan o mejoren su vivienda y consoliden así su patrimonio familiar. 

2.5.3 Sociedad Hipotecaria Federal. 

Sociedad Hipotecaria Federal, es una Institución Financiera 

perteneciente a la Banca de Desarrollo, que cuenta con su propia Ley 

Orgánica. 

http://www.fonhapo.gob.mx/portal/docs/que_es_fonhapo/acuerdo_10_abril_de_1988.pdf
http://www.fonhapo.gob.mx/portal/docs/que_es_fonhapo/acuerdo_10_abril_de_1988.pdf
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Su objeto es impulsar el desarrollo de los mercados primario y secundario 

de crédito a la vivienda, mediante el otorgamiento de garantías destinadas a 

la construcción, adquisición y mejora de la morada, preferentemente de 

interés social; al incremento de la capacidad productiva y del progreso 

tecnológico relacionados con el hogar; así como a los financiamientos y el 

equipamiento de conjuntos habitacionales.  

Los programas de crédito, ahorro y garantías de Sociedad Hipotecaria 

Federal promueve las condiciones adecuadas para que las familias 

mexicanas, de zonas urbanas o rurales, tengan acceso al crédito hipotecario 

y puedan disfrutar de viviendas dignas, construidas con tecnología moderna, 

espacios y servicios funcionales, y seguridad jurídica en su tenencia; sin 

importar si están casados o no, con hijos o sin hijos, o si su situación laboral 

es de no asalariado.  

Se considera un banco de desarrollo de segundo piso por que no atiende 

directamente al público, por lo que se apoya en Intermediarios Financieros 

para hacerle llegar sus recursos a la gente. Son estos Intermediarios 

Financieros los que se encargan de otorgar y administrar los créditos, desde 

su apertura, hasta su conclusión. De acuerdo con el Artículo 29, Capítulo 

Quinto de su propia legislación, puede operar a través de los siguientes 

Intermediarios Financieros: Instituciones de Banca Múltiple, Instituciones de 

Seguros, Sociedades Financieras de Objeto Limitado (SOFOLES), 

Sociedades Financieras de Objeto Múltiple (SOFOMES) y Entidades de 

Ahorro y Crédito Popular, actuando por cuenta propia o en su carácter de 

fiduciario, así como a los fideicomisos de fomento económico que cuenten 

con la garantía del Gobierno Federal en la operación de que se trate. 

El 10 de abril de 1963, el Gobierno Federal representado por la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Banco de México, S. A. 

(actualmente Banco de México) celebraron un contrato de fideicomiso por el 
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que constituyeron el Fondo de Operación y Descuento Bancario a la 

Vivienda (actualmente Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la 

Vivienda, FOVI), que tiene, entre otros, los siguientes fines: 

Otorgar apoyos financieros a las instituciones de crédito con cargo 

al patrimonio del Fondo, mediante aperturas de crédito destinadas 

al financiamiento de la construcción, adquisición y mejora de 

vivienda. 

 Evaluar el desarrollo del mercado financiero de vivienda, así como 

evaluar, planear, coordinar y supervisar otros programas de 

promoción de vivienda. 

 Emitir dictámenes y aprobaciones técnicas a proyectos 

habitacionales. 

 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo Segundo Transitorio de la 

Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal, el 26 de febrero de 2002, 

fecha de la primera sesión del Consejo Directivo de Sociedad Hipotecaria 

Federal, S. N. C., dicha institución de banca de desarrollo sustituyó al Banco 

de México como fiduciaria en el Fondo de Operación y Financiamiento 

Bancario a la Vivienda. 

El 11 de octubre de 2001 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación el Decreto por el cual se expide la Ley Orgánica de Sociedad 

Hipotecaria Federal, reglamentaria del quinto párrafo del artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que se 

establece que la citada Sociedad tiene por objeto impulsar el desarrollo de 

los mercados primario y secundario de crédito a la vivienda, mediante el 

otorgamiento de garantías destinadas: a la construcción, adquisición y 

mejora de la vivienda, preferentemente de interés social; así como al 

incremento de la capacidad productiva y el desarrollo tecnológico, 

relacionados con la vivienda.  
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Desde entonces, Sociedad Hipotecaria Federal, S. N. C. ha puesto en 

marcha una importante gama de programas y esquemas que tienen el 

objetivo de hacer que cada vez más individuos, que tradicionalmente no han 

podido acceder al crédito hipotecario por distintos factores como problemas 

para la comprobación de ingresos o dificultad para reunir el enganche 

necesario, puedan hacer posible su derecho a  tener casa  propia.58 

2.5.4 Sociedades Nacionales de Crédito. 

 Concluida la etapa armada de la Revolución Mexicana, la 

participación del Estado en el proceso de reactivación del crecimiento 

económico y social, fue determinante. En materia financiera, el Gobierno 

Federal adoptó diversas medidas tendientes a impulsar el ahorro y la 

canalización de recursos crediticios a la actividad económica, entre las 

cuales destacan la constitución de las “instituciones nacionales de crédito”, 

misma que forman parte de la sociedad nacional de crédito, figura que 

posteriormente fue complementada con los fideicomisos públicos de 

fomento económico, entidades paraestatales de carácter financiero, 

especializadas en la atención de sectores específicos. Las “instituciones 

nacionales de crédito” surgieron en 1926, al fundarse el Banco Nacional de 

Crédito Agrícola. A partir de ese momento, el Gobierno Federal constituyó, 

fusionó y/o liquidó diversas instituciones, de las cuales actualmente operan 

en materia  de vivienda las siguientes. 

 El Banco Nacional Hipotecario, Urbano y de Obras Públicas, creado 

en 1933. Esta Institución cambió de nombre en 1966 a Banco Nacional de 

Obras y Servicios Públicos; 

La Nacional Financiera, constituida en 1934; 

La Sociedad Hipotecaria Federal, creada en 2001. 
                                                             

58
  http://www.shf.gob.mx/sobreshf/descripcion/Paginas/Historia.aspx  17 de noviembre de 

2011. 20:50 hrs. 

http://www.shf.gob.mx/sobreshf/descripcion/Paginas/Historia.aspx
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Estas sociedades fueron conceptualizadas con el propósito de 

promoción y fomento del desarrollo económico en sectores y regiones con 

escasez de recursos, o donde los proyectos eran de alto riesgo o requerían 

de montos importantes de inversión inicial. Sus apoyos crediticios los 

ofrecían en forma preferencial, es decir, con tasas de interés, plazos y 

formas de amortización menores a las de los bancos múltiples, además de 

brindar asesoria y extensionismo financiero. 

Así mismo la función de inducción a la Banca Múltiple, es una 

característica particular de los fondos de fomento económico. Éstos se 

constituyeron en un importante instrumento de estímulo a la participación de 

la Banca Múltiple en operaciones que a simple vista podrían parecer poco 

atractivas, pero que en términos del país resultan prioritarias. Los 

fideicomisos públicos son aquellos que el Gobierno Federal o alguna de sus 

entidades paraestatales constituyen, con el propósito de auxiliar al Ejecutivo 

Federal en las atribuciones del Estado, para impulsar las áreas prioritarias 

del desarrollo, que cuenten con una estructura orgánica análoga a las otras 

entidades y que tengan Comités Técnicos. 

Los esquemas de apoyo que ofrecen los fideicomisos públicos de 

fomento, buscan responder a las demandas de su sector de atención, 

mediante el otorgamiento de créditos, normalmente en segundo piso, que 

deben complementarse con asistencia técnica. 

 

Con la reestructuración de los bancos de desarrollo al segundo piso, 

en los años noventa, varios de los fideicomisos duplicaban sus actividades 

con las sociedades nacionales de crédito, lo que llevó a la liquidación de los 

primeros, cuidando de mantener vigentes los programas financieros que los 

iniciales desarrollaban. 
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Por lo anterior, en la actualidad sólo subsisten en operación, los 

siguientes fideicomisos públicos de fomento económicos para la vivienda, 

coordinados sectorialmente por la SHCP 

 

El Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda 

(FOVI), constituido en 1965. Esta entidad inició su proceso de liquidación en 

2001, al crearse la Sociedad Hipotecaria Federal, antes referida; el Fondo 

de las Habitaciones Populares (FONHAPO), también mencionada con 

anterioridad. Estas  se encuentran sectorizados en Dependencias diferentes 

a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público59. 

 

2.5.5 Instituciones Crediticias que apoyan al Programa de Vivienda. 

 

La banca comercial juega  un papel importante, en cuanto los créditos 

hipotecarios, los bancos desde la crisis del 95, se reestructuraron y en gran 

medida disminuyeron la otorgación de créditos en todas las áreas y 

principalmente en la Hipotecaria, no obstante, aunque de una manera lenta 

volvieron a ver otra vez al crédito hipotecario como un nicho de mercado 

muy importante y actualmente compiten ofreciendo diversos productos. 

Desafortunadamente solo cubre los sectores medios y altos del país, 

dejando fuera de los programas de las diversas instituciones bancarias a los 

de bajos ingresos, pues en su gran mayoría las autorizaciones de crédito se 

dan a personas que comprueban ingresos de manera formal, siendo muy 

difícil calificar para las personas con economía informal o que no puedan 

comprobar ingresos.  

Los planes de créditos que ofertan varían de 15 a 25 años, el factor 

de pago es variable, puede ser en UDIS, salario mínimo o pesos; la tasa de 

                                                             

59
Vid. SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO, Sistema Financiero Mexicano, 

México, 1988, p.64. 
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interés suelen ser bastantes elevadas a comparación con los Organismo 

públicos destinados para tal fin, estas pueden ser variables, fijas o mixtas 

Cobran elevadas comisiones por diversos conceptos, como por 

ejemplo apertura e investigación del crédito, estudio socioeconómico, 

avalúo, seguros de vida, de daños al inmueble. Algunos de estos gastos y 

comisiones se pagan al inicio del crédito y otros durante la vigencia del 

mismo. Manejan en su mayoría una penalización por realizar pagos 

anticipados parciales o por el total de la deuda. A la vez, la oferta actual de 

créditos hipotecarios tiene adherido un seguro de desempleo, por lo que, en 

caso de que un acreditado pierda su fuente de ingresos, el seguro cubrirá 

un número determinado de mensualidades. 

La banca en México junto con Organismos gubernamentales 

interactúan en el ámbito habitacional, pues juntos ofrecen una serie de 

servicios, dirigidos a los derechohabientes de las Instituciones Publicas, 

como lo son, FOVISSSTE, INFONAVIT, Sofoles, Sofomes., destinados a 

asalariados de bajos ingresos, no obstante, a pesar de esto son todavía 

insolventables para los mismos. 

Lo anterior nos deja en claro que para los mexicanos satisfacer este 

derecho, resulta bastante complicado, al hablar de la banca y de Organismo 

Públicos, nos estamos refiriendo al propio Estado, en donde se vislumbran 

la satisfacción de su propio interés pero para beneficio de quien esta a 

cargo de él y no así de su población, ya que lucra con las necesidades 

básicas de todo individuo como lo es la vivienda.  
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CAPITULO 3 

 

ANÁLISIS JURÍDICO DEL DERECHO HABITACIONAL DENTRO DEL 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES 

 

El derecho a la vivienda forma parte de una potestad internacional que 

todo hombre tiene; de esta manera cada Estado crea una política habitacional 

adecuada a su nación, proporcionando una serie de mecanismos e 

instrumentos, que para que se lleven a cabo tienen que ser regulados por una 

legislación, para esto el Gobierno debe crear legislaciones que se apliquen en 

diversos ámbitos espaciales, pero sin transgredir su máximo ordenamiento. En 

nuestro país esta garantía se encuentra reflejada en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, como base primordial de dicha atribución, así 

mismo es contemplada por la Ley Federal del Trabajo, por la Ley del 

INFONAVIT, y a la vez sustentada por reglamentos y tesis aisladas y 

jurisprudenciales, las cuales serán analizadas en el presente capitulo para 

poder entender la funcionabilidad que tienen en la actualidad. 

 
3.1. Derecho Habitacional dentro de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

Desde 1917 la carta magna, regula el derecho a la habitación, en los 

preceptos 4 y 123, artículos que se encuentran plasmados en la parte 

dogmática de la constitución. Dicha atribución ha sido desde sus inicios 

considerada como un derecho social, ya que fue plasmada en primer término 

como una atribución de la clase obrera razonada como uno de los sectores más 

atropellados en cuanto a derechos se refiere. Casi siete décadas después la 

misma Constitución le da un giro convirtiéndola en una garantía individual.  
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3.1.1. Articulo 4°  

 

La necesidad de vivienda ha sido una prioridad para todo individuo y fue 

hasta el día 7 de febrero de 1983, cuando se adiciono el párrafo quinto del 

artículo 4° Constitucional, considerado como una garantía individual, el cual 

establece que “Toda familia tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna y 

decorosa. La ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de 

alcanzar tal objetivo.” 

 

Así mismo este derecho es contemplado en textos constitucionales de 

países de América Latina como lo es: 

 

Colombia en su constitución establece este derecho en su artículo 51, y es 

al tenor siguiente “todos los colombianos tienen derecho a una vivienda digna. 

El Estado fijara las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y 

promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de 

financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos 

programas”. 

 

Esta nación alude al derecho a la vivienda como una facultad exclusiva 

de sus habitantes dejando de lado el carácter universal que tiene el mismo; así 

mismo establece solo, una vivienda digna pero no decorosa, situación que deja 

ver claramente pues se limita a fijar y promover planes de vivienda de interés 

social, respecto de su sistema de financiación, es un tanto mas apegada a la 

realidad social, tomando en cuenta que nos habla de sistemas a largo plazo y 

ejecutándolos no solo mediante un organismo que cree el Estado, sino su ley; 

traduciéndose en diversos organismos y no centrando el problema en uno solo. 

 

Costa Rica contiene una regulación igual de escueta que la nuestra, en 

su artículo 65 dice “El estado promoverá la construcción de viviendas populares 

y creará el patrimonio familiar del trabajador”. 
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Refiere a este derecho como exclusivo de los trabajadores, y por tanto, lo 

hace extensivo a sus familias, en donde el Estado se encargara de que estas se 

alleguen de su patrimonio familiar, proporcionándoles una casa de interés 

social. 

 

Paraguay en el artículo 100 de su constitución plantea que “Todos los 

habitantes de la República tienen derecho a una vivienda digna. El Estado 

establecerá las condiciones para hacer efectivo este derecho y promoverá 

planes de vivienda de interés social, especialmente las destinadas a familias de 

escasos recursos, mediante sistemas de financiamiento adecuado.” 

 

Este ordenamiento tiene una serie de similitudes con el de Colombia a 

excepción, que el que se analiza resalta la necesidad de las familias de escasos 

recursos. 

  

En la Carta Magna de Uruguay en su artículo 45 establece “Todo 

habitante de la República tiene derecho a gozar de una viviendas decorosa; La 

Ley propenderá a asegurar la vivienda higiénica y económica facilitando su 

adquisición y estimulando la inversión de capitales privados para este fin.” 

 

Uruguay establece el goce de esta atribución mediante una morada 

decorosa, higiénica y cómoda la cual va a ser asegurada por la ley y no por el 

Estado: sin embargo, hace una diferencia notoria, ya que involucra a la banca 

para facilitar y estimular la adquisición de las mismas, no estimando la creación 

de Organismo Públicos como lo hacen los otros mandatos. 

 

Como podemos ver todas las constituciones anteriores en comparación 

con la de México tienen tres puntos similares: 
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1) Que es derecho de todo ciudadano, considerando México a la familia como 

base de la organización social, y que no por usar ese término mal empleado 

por muchos entre ellos Miguel Carbonell, deja de ser una facultad individual 

en la que todos los sujetos que la conforman siempre buscan la manera de 

proporcionar los instrumentos necesarios para la protección y sobrevivencia 

de su grupo familiar, por otro lado cada miembro de dicha estructura por el 

simple hecho de ser humano goza de esta facultad, estimándolo como un 

derecho nato y el cual no debe de ser de ninguna manera condicionado. 

 

2) La vivienda digna y decorosa, cualidades que no son fáciles de evaluar, para 

Miguel Carbonell estas condiciones tienen que ver con la posibilidad de que las 

personas puedan desarrollar, dentro de ellas su autonomía moral y encuentren 

un mínimo de satisfacción en sus planes de vida.60 

 

En la Estrategia Mundial de la vivienda preparada por la ONU, la “vivienda 

adecuada” se define como “un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio, 

seguridad, iluminación, ventilación adecuada, una infraestructura básica y una 

situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a 

un costo razonable”. Por otra parte el Comité de Derechos Sociales, 

Económicos y Culturales de la ONU en su Observación General número 4, 

identifica siete aspectos que contribuyen a que una morada sea adecuada y 

que pueden ser aplicables a cualquier contexto, con independencia de las 

condiciones sociales, económicas, culturales o jurídicas del lugar en donde se 

deba hacer efectivo el derecho. Siendo estas las siguientes: 

 

a) Seguridad Jurídica en la tenencia: esto quiere decir que todas las personas 

deben de tener un mínimo de seguridad jurídica que les garantice contra el 

desahucio, el hostigamiento y otras amenazas. Para lograrlo, el Estado debe 

de tomar medidas en primer término de carácter legislativo. La seguridad 

jurídica es necesaria para las distintas modalidades por las que se puede 

tener acceso a una vivienda; así por mencionar algunos ejemplos para el 

                                            
60 Vid. CARBONELL, Miguel, Op. Cit., p.881. 
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propietario, la vivienda de emergencia, los asentamientos informales, 

etcétera. 

 

Este elemento resulta un factor importante, que requiere todo individuo para 

poder llevar a cabo o a un fin legal su derecho, ya que al satisfacerlo no implica 

solamente el poseer una vivienda, sino que implica una serie de elementos 

legales, que dan seguridad jurídica a quienes cuentan con dicha potestad, que 

les permite detentar una posesión, y la propiedad sin ninguna complicación 

futura. 

 

b)  Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura: dentro 

de este punto se incluye la posibilidad de contar con acceso permanente a 

recursos naturales y comunes, como lo es agua potable, la energía para la 

cocina, la calefacción y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, 

de almacenamiento, de eliminación de desechos, de drenaje y a servicios de 

emergencia. 

 

Lo anterior se traduce en una serie elementos básicos para la subsistencia 

del ser humano, sin los cuales no podría gozar adecuadamente del lugar en 

donde se establece. 

 

c) Gastos soportables: esto significa que los gastos que conlleva una vivienda 

no deben de ser tan altos como para impedir que se satisfagan otras 

necesidades básicas. Para lograr esto se pueden llegar a requerir subsidios 

por parte del Estado, así como una regulación que impida especulaciones 

sobre los alquileres o sobre el precio de la tierra.  

 

Esta denota una necesidad económica inminente, pues las erogaciones 

realizadas con el fin de adquirir una vivienda no deben de ser tan altas o 

constituir una especulación. 

 

d) Habitabilidad: se considera que una vivienda es habitable si protege a sus 

ocupantes del frió, la humedad, el calor, la lluvia, el viento y otras amenazas 

para la salud; debe también garantizar la seguridad física de sus habitantes. 



 
 

72 
 

El Comité recuerda la existencia de los Principios de Higiene de la vivienda 

preparados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y exhorta a los 

Estados a que los aplique con la mayor amplitud. 

 

Esta característica refleja el fin material de toda morada, sin embargo, ese 

resguardo conlleva también al área interna que los miembros de la familia 

necesitan para ejercer libremente cualquier necesidad que tengan, cuestión que 

el Comité no contempla, pues se enfoca en factores climáticos y no así en 

factores de espacio. 

 

e) Asequibilidad: que significa que los grupos más desaventajados de la 

sociedad deben de tener acceso pleno y sostenible a los recursos 

necesarios para conseguir una vivienda. Entre dichos grupos figuran los 

ancianos, los enfermos terminales, los discapacitados físicos, los enfermos 

mentales, las víctimas de catástrofes naturales, etcétera. Las políticas de 

vivienda, enfatiza el Comité, no deben destinarse a beneficiar a los grupos 

sociales ya aventajados a costa de los demás. 

 

El principio en mención alberga una característica que debe existir en todo 

ser humano, la igualdad y como tal todo individuo debe gozar de todos los 

derechos y obligaciones no importando las condiciones sociales, físicas, 

económicas, etc., sin embargo en México todavía se tiene muy arraigada la 

discriminación hacia cualquier grupo vulnerable, por tanto, es una cuestión de 

lucha en nuestro país 

 

f) Lugar: la ubicación de la vivienda debe ser tal que permita el acceso a las 

opciones de empleo, a los servicios de atención a la salud, a centros de 

atención de niños, escuelas y demás servicios sociales. Las viviendas no 

deben construirse cerca de lugares contaminados o próximos a fuentes de 

contaminación que pongan en riesgo el derecho a la salud de sus 

habitantes. 

 

Es común que los Organismo que promueven la construcción de casas de 

interés social, no tomen muy en cuenta este punto, considerando que los 
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lugares donde se edifican son en su mayoría lugares lejanos de los servicios y 

de las poblaciones, en donde, la misma gente que habita, busca satisfacer sus 

necesidades entre ellos mismos, teniendo que esperar a que el lugar se 

convierta en una zona colonizada para que se puedan hacer llegar de los 

servicios que no tienen, pero que las constructoras les prometen. 

 

g) Adecuación cultural: esto quiere decir que la forma de construir la vivienda, 

los materiales utilizados y las políticas públicas que se desarrollen deben 

permitir la expresión de la identidad cultural de sus habitantes, que puede 

variar de forma importante dentro de un mismo país, e incluso dentro de una 

misma ciudad. 

 

Condición remota a cumplirse atento a la industrialización de la construcción 

de viviendas, las cuales se cimientan con prototipos generalizados, con los 

materiales más económicos, sin hacer hincapié de los rasgos culturales de la 

población. 

 

Todos estos elementos conforman lo mínimo de decoro y dignidad de 

una morada, en México las cualidades referidas en los incisos anteriores, están 

muy lejanas de cumplirse para muchos habitantes del territorio nacional, por 

que existen factores que perjudican la realización de los mismos, como lo son la 

corrupción, autoridades incompetentes, legislaciones ambiguas.  

 

3) Los instrumentos y apoyos necesarios para facilitar la facultad en 

comento, en donde todas las legislaciones concuerdan que el Estado debe 

proporcionarlos, sin embargo denotan claramente el tipo de vivienda que puede 

facilitar al ciudadano como lo son las moradas de interés social, todas las 

constituciones Federales no lo dicen textualmente, sin embargo, todos sabemos 

que los estados solo pueden llegar a proveer los medios para financiar este tipo 

de habitaciones. 

Cada individuo lucha por un nivel de vida mejor y cada quien puede 

tener la vivienda que se acomode mejor a sus posibilidades, no así a sus 
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necesidades, sin embargo, en nuestra nación la mayoría cuenta con una casa 

de interés social, la misma que no tienen nada de decorosa y muchos menos 

digna. 

 

Los instrumentos que utiliza el país como parte de su política 

habitacional, no cubren las necesidades de su población, quedando plasmados 

en una serie de elementos jurídicos que solo tuvieron una trascendencia legal 

en la época en la que fueron creados, pero hoy resultan insuficientes. 

 

Este derecho fundamental del hombre plasmado como garantía 

individual, carece de interés y de soluciones por parte de nuestros gobernantes, 

las instituciones, su marco jurídico y política habitacional solo cubren el 

problema parcial y superficialmente, no enfrentándolo de fondo dejando de lado 

los grandes y diversos cambios por los que pasa su población resultando 

ambiguos e imperfectos. 

 

3.1.2. Artículo 123 Apartado A. 

 

Este artículo es uno de los cambios radicales, de la Constitución de 1917, 

mismo que fue introducido como parte de los nuevos derechos sociales y que al 

mismo tiempo fue el primero de su época en comparación con otros países. 

Específicamente en su fracción XII del Apartado A, vislumbra la garantía 

social referente a la vivienda de los trabajadores exclusivamente. 

 

Esta fracción a lo largo de la historia a tenido que reformarse, con la 

intención de dar cabal cumplimiento a este derecho, lo cual hasta la fecha a 

sido parcialmente satisfecho, sin embargo tuvo un gran cambio en la década de 

los setentas, en donde su mayor logró fue la creación de un fondo nacional de 

vivienda que financiara créditos baratos y suficientes para la adquisición, de las 

moradas de este sector. Tal y como lo maneja el legislador de esta época en su 

exposición de motivos, misma a la que hacemos referencia en algunas líneas: 
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 … El Gobierno de la República… Considera indispensable afrontar globalmente 

el problema de la vivienda e incorporar los beneficios de una política habitacional a 

la totalidad de la clase trabajadora, independientemente de la dimensión de las 

empresas en que sus miembros laboran o de su ubicación geográfica… 

Ello es sólo factible si se establece un sistema más amplio de solidaridad social 

en el que la obligación que actualmente tienen los patrones sobre sus propios 

trabajadores sirva de base a un mecanismo institucional de financiamiento e 

inversión de carácter nacional. Así será posible el satisfacer en el volumen y con la 

intensidad  que se requiere, las demandas de habitación y facilitar, al mismo 

tiempo, el cumplimiento de las obligaciones a cargo de las empresas. 

…La participación generalizada de todos los patrones del país hará posible la 

extensión de este servicio a la clase trabajadora en su conjunto, mediante la 

integración de un fondo nacional de vivienda que otorgara préstamos al sector 

obrero para la adquisición, construcción, mejoramiento y reparación de sus 

habitaciones.
61

 

 

Esta vez la intención del legislador no radico en declinar la responsabilidad 

al sector empresarial como lo hizo en el texto anterior; en el cual obligaba al 

patrón a cubrir esta parvedad, lo cual resultaba un tanto burlesco en el sentido 

que los grupos esencial y económicamente fuertes, solo se interesan por el 

capital, dejando de lado lo humano y lo social, y que muchos de ellos 

consideraban al trabajador solo medio de producción o mano de obra, por tanto 

era de esperarse que no dieran cumplimiento al mandato constitucional. 

 

Sin embargo con esta reforma, misma que fue exigida por la población 

de esos tiempos, el Estado incluyo a los sectores involucrados, es decir, 

gobierno, los dueños del capital y los asalariados para poder afrontar la 

problemática, denominándolo solidaridad social en la exposición de motivos. 

 

Al analizar el texto constitucional mismo que a la letra dice: 
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 Exposición de motivos  de la iniciativa del C. Presidente de la República sobre las reformas 
de la fracción XII, del Apartado “A” del artículo 123 de la Constitución. Disposiciones Legales 
Sexta Edición, INFONAVIT, México, 1985, p. 2 y 3. 
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”Toda empresa agrícola, industrial, minera o de cualquier otra clase de trabajo, 

estará obligada, según lo determinen las leyes reglamentarias a proporcionar a los 

trabajadores habitaciones cómodas e higiénicas. Esta obligación se cumplirá 

mediante las aportaciones que las empresas hagan a un fondo nacional de la 

vivienda a fin de constituir depósitos en favor de sus trabajadores y establecer un 

sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente 

para que adquieran en propiedad tales habitaciones.  

Se considera de utilidad social la expedición de una ley para la creación de un 

organismo integrado por representantes del Gobierno Federal, de los trabajadores 

y de los patrones, que administre los recursos del fondo nacional de la vivienda. 

Dicha ley regulará las formas y procedimientos conforme a los cuales los 

trabajadores podrán adquirir en propiedad las habitaciones antes mencionadas.  

Las negociaciones a que se refiere el párrafo primero de esta fracción, situadas 

fuera de las poblaciones, están obligadas a establecer escuelas, enfermerías y 

demás servicios necesarios a la comunidad. Además, en esos mismos centros de 

trabajo, cuando su población exceda de doscientos habitantes, deberá reservarse 

un espacio de terreno, que no será menor de cinco mil metros cuadrados, para el 

establecimiento de mercados públicos, instalación de edificios destinados a los 

servicios municipales y centros recreativos. 

Queda prohibido en todo centro de trabajo, el establecimiento de expendios de 

bebidas embriagantes y de casas de juego de azar. 

 

El precepto transcrito y en conjunto con la exposición de motivos, donde 

se denota que el legislador trato de que la obligación fuera generalizada para el 

sector industrial, intentando involucrar a todos los ramos empresariales, sin 

embargo, como se plasma en la Ley Federal del Trabajo algunos trabajadores 

siguen quedando fuera de este mecanismo que se adoptó en dicha reforma. 

 

Esta consiste en proporcionar a los trabajadores habitaciones cómodas e 

higiénicas, características que no pueden ser cubiertas por el aparato utilizado. 

Esta obligación es llevada a cabo por medio de las aportaciones que las 

empresas hacen a un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos 

en favor de sus trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que 
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permita otorgar a éstos créditos baratos y suficientes para que adquieran en 

propiedad tales habitaciones.  

 

A este respecto nos remitimos a las líneas de la exposición de motivos 

de la fracción analizada las cuales dicen: 

 

 “con este sistema será posible el satisfacer en el volumen y con la intensidad que 

se requiere, las demandas de habitación y facilitar, al mismo tiempo, el 

cumplimiento de las obligaciones a cargo de las empresas…” 

 

El legislador quiso darle una solución total al problema con el nuevo 

aparato que adopto, no obstante en la actualidad ha resultado deficiente, por 

otro lado al contemplar al trabajador y patrón en dicho sistema, el Gobierno 

acepta que él solo no puede con una obligación de tal magnitud, por eso se 

apoya de estos sectores para que se cumplimente no solo este derecho sino la 

misma parvedad. 

 

Así mismo, discrepamos con el legislador en cuanto lo que refiere en la 

exposición de motivos, pues si bien es cierto la vivienda es una necesidad de 

millones de habitantes, la aspiración de este mecanismo es que todos los 

trabajadores se hagan llegar de una morada, no menos cierto lo es, que al 

financiar viviendas en volumen, no pueden ser ni dignas ni decorosas, y por 

tanto poco cómodas e higiénicas esto en relación con el artículo 4° párrafo 

quinto Constitucional, considerando que tiene que generar con los ingresos 

obtenidos millones de créditos o miles de casas, aunado al mal funcionamiento 

de las instituciones creadas para ello, resultando exiguas.  

 

La obligación del empleador no solo se traduce en aportaciones sino 

también impone el deber de establecer una serie de servicios indispensables 

para la comunidad para los trabajadores que presten sus servicios en lugares 

fuera de las poblaciones. Y en caso de que la urbe exceda de doscientos 

habitantes, se reservara un espacio de terreno, que no será menor de cinco mil 
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metros cuadrados, para el establecimiento de mercados públicos, instalación de 

edificios destinados a los servicios municipales y centros recreativos.  

 

Los empleadores tienen una responsabilidad inmensa en cuanto 

habitación se trate, pues una vez más resulta dispareja en cuanto a la función 

del estado, porque su máxima contribución fue la creación del INFONAVIT y la 

promulgación de la ley del mismo ente.  

 

 Este precepto no especifica como tal una obligación para el trabajador, 

sino más bien una serie de beneficios dirigidos a este, lo cual, es relativamente 

cierto, ya que es considerado piedra angular de la creación del presente 

artículo, de la instauración del fondo, del funcionamiento y subsistencia del 

mismo y de la fundación de su legislación, pero sobre todo es el quien con su 

trabajo, se gana la aportación que hace el patrón para su beneficio. El termino 

ganar esta mal empleado, pero es así como lo toma la sociedad. 

 

Surge como defensa de un derecho social, se resalta que la solución que 

se plantea en este ordenamiento para cumplir el derecho a la vivienda tiene 

como piezas fundamentales las aportaciones y el trabajador, porque son puntos 

clave para el funcionamiento del Instituto y del sistema en general. Sin embargo 

este mandato no les da la importancia debida, ya que las aportaciones no solo 

se definen en signo de pesos, sino que son resultado del esfuerzo que día a día 

hace el trabajador por prestar sus servicios, es con lo que va a formar en un 

futuro su patrimonio.  

 

Es una verdadera lástima que al estimar este mandato constitucional lo 

máximo, el legislador aun con todo lo que propuso para cubrir esta facultad, no 

haya conectado todos los puntos, no contemplo las diversas interpretaciones 

que la gente le puede dar a esta fracción por no darle la importancia y las 

especificaciones a ciertos elementos, no valoro que este mandato seria 
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funcionable para la década de los 70” s u 80”s tal vez, pero que en la actualidad 

este articulo solo se ha convertido en un símbolo. 

  

3.2. Derecho Habitacional dentro de la Ley Federal del trabajo de 1970 

 

Este ordenamiento legal, en su Título IV, Capítulo Tercero, consigna una 

serie de artículos, encaminados a instituir un mecanismo clave del derecho 

habitacional. 

 

 En esta legislación, plasma parte del mandato constitucional como lo es 

la obligación de las empresas, la creación del INFONAVIT y de su ley, sin 

embargo esta normatividad ahonda en el tema de las aportaciones, al propio 

Instituto, los créditos, y cuestiones que la Constitución no contempla.  

 

En la exposición de motivos del decreto de reformas de la Ley Federal 

del Trabajo, en el cual el ejecutivo señalaba que de aprobarse los cambios 

propuestos “Los trabajadores dispondrán de una aportación fija y permanente 

que las empresas harán a su favor y tendrán acceso a créditos que les serán 

otorgados por los organismos que administre los recursos del fondo nacional de 

vivienda”. 

 

La presente ley contempla como aportación fija y permanente el 5% 

sobre el pago integrado de cada uno de los trabajadores al servicio de la 

empresa, en relación al sueldo su integración se basa en una serie de 

erogaciones en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, percepciones, 

prestaciones en especie y cualquier otra cantidad o beneficio que se entregue al 

trabajador por sus servicios; no tomando en cuenta dada su naturaleza, los 

instrumentos de trabajo, tales como herramientas, ropa y otros similares, el 

ahorro, cuando se integre por un depósito de cantidad semanaria o mensual 

igual del trabajador y de la empresa; y las cantidades otorgadas por el patrón 

para fines sociales o sindicales; las aportaciones al Instituto de Fondo Nacional 
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de la Vivienda para los Trabajadores y las participaciones en las utilidades de 

las empresas; la alimentación y la habitación cuando no se proporcionen 

gratuitamente al trabajador, así como las despensas; los premios por asistencia; 

los pagos por tiempo extraordinario, salvo cuando este tipo de servicios esté 

pactado en forma de tiempo fijo; las cuotas al Instituto Mexicano del Seguro 

Social a cargo del trabajador que cubran las empresas. Como podemos ver 

esta ley es muy clara en cuanto a que porcentaje debe enfocarse a dichas 

aportaciones, además de que otorga seguridad al trabajador al especificar los 

elementos que integran el salario mínimo y los que quedan fuera.  

 

Pero esta ley tiene que ser equilibrada por tanto otorga también una serie 

de artículos que van a favor del patrón, como lo es el hecho que especifica 

como límite o sueldo máximo para el pago de las aportaciones el equivalente a 

diez veces el salario mínimo general del área geográfica de aplicación que 

corresponda. Así mismo el Ejecutivo Federal podrá establecer modalidades 

para facilitar las aportaciones de las empresas que tengan un capital o un 

ingreso inferior a los mínimos que el propio Ejecutivo determine.  

 

La ley resalta el apoyo que el patrón extiende para hacer efectivo un 

derecho de sus asalariados al apreciar a las aportaciones como gasto de 

previsión social de las empresas y constituyen depósitos a favor de los 

trabajadores, recordando que la previsión social consiste en las erogaciones 

efectuadas por los patrones a favor de sus trabajadores que tengan por objeto 

satisfacer contingencias o necesidades presentes o futuras, así como el otorgar 

beneficios a favor de dichos trabajadores, tendientes a su superación física, 

social, económica o cultural, que les permitan el mejoramiento en su calidad de 

vida y en la de su familia62. Aunado a lo anterior la Secretaria del Trabajo y 

Previsión Social juega un rol importante ya que dicta las bases en las cuales se 

señalan las organizaciones nacionales de patrones y trabajadores que pueden 

intervenir en la designación de representantes ante el INFONAVIT. 

                                            
62
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Además contempla tres supuestos de devolución de las mismas ya sea 

total o parcialmente dependiendo las causa, como lo son: en los casos de 

incapacidad total permanente, de incapacidad parcial permanente, cuando ésta 

sea del 50% o más; de invalidez definitiva, en los términos de la Ley del Seguro 

Social; de jubilación; o de muerte del trabajador, se entregará el total de los 

depósitos constituidos, a él o sus beneficiarios, con una cantidad adicional igual 

a dichos depósitos, en términos del artículo 139, que a la letra dice: 

 

II. Cuando el trabajador deje de estar sujeto a una relación de trabajo y cuente con 

50 o más años de edad, tendrá derecho a que se le haga entrega del total de los 

depósitos que se hubieren hecho a su favor, en los términos de la Ley del Instituto 

del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

 

III. En caso de que el trabajador hubiere recibido crédito del Instituto, las 

cantidades a que tuviere derecho en los términos de las fracciones anteriores, se 

aplicarán a la amortización del crédito, salvo en los casos de incapacidad total 

permanente o de muerte, en los términos del artículo 145 si después de hacer la 

aplicación de dichas cantidades a la amortización del crédito quedare saldo a favor 

del trabajador se le entregará a éste el monto correspondiente. 

Para la devolución de los depósitos y cantidades adicionales bastará que la 

solicitud por escrito se acompañe con las pruebas pertinentes. 

 

La devolución tanto parcial como total está supeditada a contextos 

drásticos y un tanto trágicos para el trabajador, sin embargo son reales, y 

podríamos decir que en este sentido la intención del legislador fue no dejar 

desprotegido al trabajador ante argumentos desagradables, ya que sería 

también muy inhumano, sin embargo, consideramos que no deberían de ser los 

únicos. Además para que se efectúen tales hechos deben ser probadas, 

cuestiones que serían fáciles de confirmar. 

 

En cuanto al Fondo Nacional de Vivienda, la legislación en análisis 

establece que no solo destinara el crédito para adquirir casa en propiedad, 
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como se maneja en el ordenamiento constitucional, sino que también contempla 

la opción de que ese recurso sea dirigido a la construcción, ampliación, 

reparación o mejoramiento de las mismas, y para el pago de pasivos destinados 

a alguno de los anteriores.  

 

Los créditos que otorgue estarán cubiertos por un seguro, para los casos 

de incapacidad total permanente o de muerte, que libere al trabajador o a sus 

beneficiarios de las obligaciones, gravámenes o limitaciones de dominio a favor 

del citado organismo, derivadas de esos créditos. De igual manera y para que 

no haya error alguno, dicha ley da conceptos básicos de lo que debe 

entenderse por incapacidad total permanente siendo esta la pérdida de 

facultades o aptitudes de una persona, que la imposibiliten para desempeñar 

cualquier trabajo por el resto de su vida, no importando cual sea la naturaleza 

del riesgo que la haya producido. 

 

Tratándose de los casos de incapacidad parcial permanente, cuando 

ésta sea del 50% o más, invalidez definitiva, se liberará al acreditado del 

adeudo, los gravámenes o limitaciones de dominio a favor del Instituto, siempre 

y cuando no sea sujeto de una nueva relación de trabajo por un período mínimo 

de dos años, lapso durante el cual gozará de una prórroga sin causa de 

intereses, para el pago de su crédito.  

  

Recalcamos que la Ley Federal del Trabajo en su articulado contempla 

párrafos que en la actualidad no tienen ninguna razón de ser, quedándose 

estancados en cuanto a reformas se trate, porque en el texto vigente alude el 

viejo mecanismo para el otorgamiento individual de los créditos el cual se 

basaba conforme a un sistema de sorteos, lo cual quedo en el pasado desde 

1992. 

 

Este ordenamiento excluye y retarda a los trabajadores domésticos del 

multicitado sistema de financiamiento de créditos, liberando de dicha obligación 
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a sus patrones y por otro lado posterga la entrada a dicho régimen a los 

deportistas profesionales. 

 

Otro asunto que regula esta legislación y que no es contemplado en 

nuestro máximo mandato son los casos de arrendamiento de las habitaciones 

por parte del patrón hacia sus empleados, proporcionando una serie de reglas 

para el cumplimiento de las obligaciones que con esta figura adquieren ambos, 

por obvias razones, estas reglas contemplan ciertos beneficios para el 

trabajador, sin embargo prevalece la obligación del empleador de contribuir al 

Fondo Nacional de la Vivienda, con sus aportaciones. 

 

Este mandato otorga el derecho tanto del trabajador como del patrón 

para ejercitar ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje las acciones 

individuales y colectivas que deriven del incumplimiento de las obligaciones 

impuestas en este ordenamiento. Y en el caso de las empresas, las acciones 

que les correspondan en contra de los trabajadores por incumplimiento de las 

obligaciones que les impone este capítulo. 

 

Esta ley a pesar de las series de reformas que ha sufrido igualmente se 

ha quedado estancada, porque contempla artículos que ya pasaron a la historia 

dado que décadas atrás sufrieron cambios y en los cuales parece que el propio 

legislador ni se enteró, además si bien es cierto profundiza un poco más el tema 

de las aportaciones, tampoco le da el trasfondo que lleva implícito. Es ambigua 

por el simple hecho de ser parcialmente una copia del mismo texto 

constitucional, el cual es imperfecto y con esto del mismo modo corroboramos 

que la presente ley no cubre las necesidades actuales de los trabajadores. 
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3.3  Derecho Habitacional dentro de la Ley del Instituto del Fondo Nacional 

de la Vivienda para los Trabajadores 

 

Al analizar este mandato, estamos remitiéndonos al instrumento que marca 

el artículo 123 fracción XII del Apartado A Constitucional, tal y como se 

menciona en algunas líneas de la exposición de motivos para la promulgación 

de dicha legislación de carácter federal: 

 

Una vez aprobada y promulgada la reforma del artículo 123 fracción XII del 

Apartado A, se hacía necesario suscitar de inmediato la atención del Congreso 

para que tuviese a bien de ocuparse de los instrumentos jurídicos que harán 

posible llevar a la práctica los propósitos de solidaridad social contenidos en el 

nuevo texto Constitucional… 

 

Ahora y en acatamiento del mandato constitucional que considera de utilidad la 

expedición de una ley para la creación de un organismo destinado a administrar 

ese fondo me permito someter a vuestra soberanía este proyecto que propone el 

establecimiento del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores.
63

  

 

El Estado con la creación del INFONAVIT, estima que logró crear el 

instrumento con el cual combatiría la problemática de la vivienda, sin pensar 

que al pasar de los años se convertiría en una pesadumbre para los 

trabajadores. Analizar cada uno de los artículos estipulados en este 

ordenamiento, nos llevarían a realizar una lista de un sin fin de deficiencias.  

 

Dentro de la exploración de las legislaciones que contempla este capítulo 

podemos notar que las leyes van bajando de jerarquía y que está, en 

comparación con la inmediata anterior, maneja el mismo ámbito espacial, sin 

embargo no hay que olvidar que está por debajo de la Ley Federal del Trabajo, 

                                            
63 Exposición de motivos  de la iniciativa del C. Presidente de la República sobre Ley del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda  para los Trabajadores. Disposiciones Legales 
Quinta, Edición, INFONAVIT, México, 1982, p. 33. 
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considerando el hecho que la presente solo regula al Instituto y la anterior 

regula la relación obrero-patronal, aunado a que en esta última también se 

encuentra fundamentada la creación del INFONAVIT, como de la ley en 

análisis. 

 

3.3.1 El Otorgamiento de Crédito dentro de la Legislación del Instituto del 

Fondo Nacional de la vivienda para los Trabajadores 

 

Dentro de los primeros artículos de la Ley en referencia hacemos alusión a 

dos supuestos esenciales que son la base fundamental para la aplicación de 

sus preceptos, en primer lugar alude a la utilidad social y en segundo a la 

observancia general. 

 

Utilidad social, definición ya otorgada, ha quedado en el pasado por que se 

ha convertido en una ley que propende al Instituto, ya que si bien es cierto su 

creación fue precisamente para regular al mismo, en relación con su 

funcionamiento, administración y el otorgamiento de los crédito, también lo es 

que debe de existir un equilibrio entre el Organismo y los trabajadores, 

debiendo ser los últimos mencionados los principales beneficiados de la 

creación de dicho fondo. 

 

Respecto a la observancia general, se convierte en una característica 

esencial de las leyes como medio fundamental de expresión del derecho, el 

vínculo idóneo del mandato judicial y eje continuo de referencia de la actividad 

jurídica cotidiana, sin embargo hace reseña de manera genérica, sin que pueda 

constreñirse o referirse a sujetos individualmente determinados. 

 

Así mismo contempla el objeto del Instituto como los es: 

 

I. Administrar los recursos del Fondo Nacional de la Vivienda; en este punto 

debemos señalar que la palabra “administrar” consiste en planear, dirigir y 

organizar los recursos con los cuales se pueden alcanzar propósitos comunes que 
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individualmente no se pueden lograr en los organismos sociales, no obstante, en 

el supuesto especifico no todos los recursos que maneja forman parte de su 

patrimonio, como son las aportaciones, ahora bien el propósito a alcanzar es 

precisamente apoyar al trabajador para adquirir una vivienda. 

 

II.- Establecer y operar un sistema de financiamiento que permita a los 

trabajadores obtener crédito barato y suficiente para: 

a).- La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas, 

b).-La construcción, reparación, ampliación o mejoramiento de sus habitaciones, y 

c).- El pago de pasivos contraídos por los conceptos anteriores. 

 

III.- Coordinar y financiar programas de construcción de habitaciones destinadas a 

ser adquiridas en propiedad por los trabajadores. 

 

La idea general de este punto no es la de concebir más viviendas sino 

que con esto el Instituto genera más recursos para tal fin lucrando de alguna 

manera con esta situación, haciéndolo por medio de concurso donde el 

ganador resulta el mejor postor, de esta manera no solo el propio Instituto sale 

beneficiado sino muchos otros, menos el acreditado. 

 

De la misma manera alude que el Instituto cuidará que sus actividades se 

realicen dentro de una política integrada de vivienda y desarrollo urbano. Para 

ello podrá coordinarse con otros organismos públicos, lo cual como se planteó y 

atento a la realidad social de su cartera vencida no se ha gestado en las 

condiciones adecuadas. 

 

Otra parte importante de la legislación es como se integra el patrimonio 

del Instituto contemplando lo siguiente: 

 

I.- Con las aportaciones en numerario, servicios y subsidios que proporcione el 

Gobierno Federal; 

II.- Con las cantidades y comisiones que obtenga por los servicios que preste, los 

cuales se determinarán en los términos de los reglamentos respectivos; 
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A este tenor hay que tener en cuenta que tanto su ley como sus 

reglamentos son para beneficio de este.  

 

III.- Con los montos que se obtengan de las actualizaciones, recargos, sanciones y 

multas; 

IV.- Con los bienes y derechos que adquiera por cualquier título,  

 

Las dos fracciones  anteriores contemplan supuestos de desafortunadas 

situaciones a las que se enfrentan los acreditados al no poder solventar a 

tiempo las amortizaciones para cubrir su crédito. Por tanto el Instituto forma su 

patrimonio con la mala situación del trabajador.  

 

V.- Con los rendimientos que obtenga de la inversión de los recursos a que se 

refiere los incisos anteriores. 

 

Como a toda institución financiera no le conviene tener dinero estancado, 

por tanto una forma de obtener más ganancia es metiendo a inversión dichos 

recursos. 

 

No todo lo estipulado en esta ley, es negativo, pues la legislación en 

análisis nos remite al carácter que hemos estando buscando en otras 

legislaciones respecto a las aportaciones, pero sobre todo es uno de los 

párrafos en los que sobresale la intención de los congresistas con la creación 

del Instituto, es decir por fin sale a la luz el beneficio para el trabajador al 

contemplar que las aportaciones de los patrones a las subcuentas de vivienda 

son patrimonio de los obreros, misma que causan intereses y están exentas de 

impuestos. 

 

Estas aportaciones están consideradas en un precepto legal como 

propiedad del trabajador, resultando un tanto raro que al ser dueño de dichas 

cantidades no puedan adminístralas, ni disponer de las mismas; pues lo 

anterior, forma parte de la función del Instituto, de esta manera la ley contiene 
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una serie de requisitos y formalidades por medio de las cuales supeditan el 

disponer, y la entrega de las mismas para el trabajador, condiciones que están 

hechas a beneficio del Instituto y que al no satisfacerlas, el propio organismo se 

los puede quitar, provocando un agravio en los derechos del trabajador, mismo 

que desarrollaremos en el siguiente capítulo. 

  

Respecto al otorgamiento del crédito dentro de esta legislación, podemos 

hacer una síntesis del crédito hipotecario que otorga INFONAVIT a los 

trabajadores, por lo que empezaremos por comentar que esta ley contempla 

cuatro líneas como lo llama el propio Instituto para las cuales es destinado 

dicho crédito y que han sido repetidas en diversas ocasiones en el desarrollo de 

la presente investigación, el crédito es otorgado por una sola ocasión, con un 

lapso máximo a pagar en 30 años, el factor para el pago del crédito es 

considerado en salario mínimo vigente en el Distrito Federal, aumentando a la 

par el saldo insoluto con el incremento de dicho salario, la tasa de interés corre 

del 4% al 9%, estos créditos cuentan con un seguro para los casos de 

incapacidad total permanente y muerte que libera a sus beneficiarios de la 

obligación contraída por la prestación otorgada como ya lo especificamos 

anteriormente. Dicho lo antepuesto podemos enfatizar la deficiencia mayor del 

sistema la cual resulta un tanto inconsciente y agraviante para el acreditado 

como lo es el hecho de que se incremente el crédito año con año en relación 

con su factor de pago, considerando que si bien es cierto el aumento del salario 

en términos reales es nada, para un crédito contemplado a 30 años es una 

deuda impagable para muchos asalariados, estimando también la situación 

económica y la realidad social de la población. 

 

Así mismo establece una serie de beneficios para que el trabajador 

pueda solventar su crédito, como es el caso de las prórrogas en los pagos de la 

amortización que tenga que hacer por concepto de capital e intereses ordinarios 

siempre y cuando el trabajador haya dejado de percibir ingresos salariales. Para 

tal efecto, el trabajador acreditado deberá cubrir una serie de formalidades y 
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requisitos, y rescindiéndose anticipadamente cuando el trabajador inicie una 

nueva relación laboral. Finalmente estas prorrogas son más beneficiosas para 

el INFONAVIT que para el trabajador porque finalmente el instituto lo único que 

busca es que de alguna manera el acreditado le pague. 

 

Al momento en que el trabajador reciba crédito del Instituto, el saldo de la 

subcuenta de vivienda de su cuenta individual se aplicará como pago inicial de 

alguno de los conceptos a que se refieren las líneas de crédito.  

 

Durante la vigencia del crédito concedido al trabajador, las aportaciones 

patronales se aplicarán a reducir el saldo insoluto a cargo del propio trabajador. 

Dinero que desde un principio trata de asegurar el Instituto a su favor. El 

organismo establece otras opciones en las cuales el trabajador puede obtener 

un crédito para destinarlo a adquirir, construir, mejorar, etc., una vivienda, es 

decir, por medio de alguna entidad financiera dando en garantía de tal crédito, 

el saldo de su subcuenta de vivienda. Esta cubrirá únicamente la falta de pago 

en que pueda incurrir el acreditado al perder su relación laboral, también se 

incrementará con las aportaciones patronales subsecuentes, que se abonen a 

la subcuenta de vivienda del trabajador. En el hecho de que dicha garantía se 

haga efectiva, se efectuarán los retiros anticipados del saldo de la subcuenta de 

vivienda que corresponda para cubrir el monto de los incumplimientos de que 

se trate. 

 

Así mismo el Instituto otorgara créditos a los trabajadores 

derechohabientes en cofinanciamiento con entidades financieras, en cuyo caso, 

el trabajador también podrá conceder la garantía señalada en el párrafo 

anterior.  

 

Los créditos que otorgue el Instituto, se rescindirán y por lo tanto se 

darán por vencidos anticipadamente, cuando sin su autorización los deudores 

enajenen, incluida la permuta, o graven su vivienda, así como cuando incurran 
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en cualquiera de las causales de violación consignadas en los contratos 

respectivos. Tratándose de créditos otorgados para la adquisición de moradas 

financiadas directamente por el instituto, éstos se darán por cancelados y el 

contrato rescindido si los deudores incurren en alguna de las causales 

señaladas en el párrafo anterior, por lo que el deudor o quien ocupe la casa 

deberá desocuparla en un término de 45 días naturales contados a partir de la 

fecha en que se reciba el aviso respectivo. Las cantidades que hayan cubierto 

los trabajadores hasta la fecha en que se desocupe el inmueble, se aplicarán a 

favor del instituto a título de pago por el uso de la misma.  

 

A este respecto Patricia Kurczyn Villalobos, comenta que la finalidad de 

esta disposición es una sanción a los trabajadores que habiendo sido 

favorecidos por un crédito, incurrieron en algunas de las violaciones contraídas 

en los contratos celebrados para este efecto. Así mismo dice que la pena 

principal es el vencimiento anticipado, al que se le agrega la exigencia de la 

desocupar la vivienda en los terminas establecidos en el propio precepto, y la 

aplicación del monto cubierto a favor del Organismo por pago de uso de la 

misma, manifestando que la misma es aceptable y comprensible pues la 

infracción cometida por el propio derechohabiente favorece la desaparición del 

espíritu social de la transacción crediticia64. 

 

Darle el carácter de pena a este articulo, para el acreditado es una 

denotación bastante exagerada, así como el hecho de reiterar que esta 

situación desaparece el aliento social, pues si el trabajador incurre en estas 

acciones, es en la mayoría de los casos por cuestiones que sobrepasan la 

voluntad de él para realizarlas, en donde el dolo y la mala fe en muy raros 

casos se da. Y donde el efecto de dicha sanción lesiona intereses personales, 

familiares y patrimoniales del derechohabiente. 

  

                                            
64Cfr. Ley del INFONAVIT, Comentada por Juan José Ríos Estavillo (coordinador), Mac Graw 

Hill Interamericano Editores, México, 1997, pp. 73-75. [en línea] Disponible 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2120/52.pdf, 08 de febrero de 2012, 10:50 hrs. 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2120/52.pdf
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 Empero, a la vez hace una reflexión con la cual concordamos derivadas 

de la función social de la propiedad, que se manifiesta en tanto que se trata de 

créditos otorgados por la institución constituida sin fines de lucrativos, para 

proteger al trabajador en el cumplimiento de su derecho a la vivienda, 

estipulado en la Constitución y la Ley Federal del Trabajo. Además  de que la 

preocupación fundamental la constituye la protección de la familia del 

derechohabiente, por lo que sería muy interesante y daría relieve a los 

propósitos y al sentido social de la Ley del Instituto, tomar en cuenta la situación 

particular del trabajador  que haya procedido indebidamente, así como el estado 

de abandono en que queden, o en que deje a sus dependientes económicos en 

cuyo caso, sería conveniente estudiar la forma de permitir a estos habitar la 

vivienda y brindarles la oportunidad de que encuentren soluciones de pago, con 

el trato análogo al que el artículo 59 de la misma establece. Remedios de este 

tipo estarían acordes con la utilidad social que ordena en su primer artículo.
65

 

 

Entre las deficiencias que contempla la ley, este párrafo contiene una de 

las más grandes, considerando que es precisamente donde el organismo se 

enriquece y violenta derechos del trabajador. Lo que menciona este articulo son 

causales de rescisión, la mayoría dirigidas a los deudores, mismas que nos 

remiten a los contratos, instrumentos jurídicos que tienen al igual que esta ley 

un sin fin de errores, y que son poco funcionales, al firmar un contrato existe un 

acuerdo de voluntades, sin embargo, en este caso, el Instituto pone las reglas, 

el trabajador si quiere casa las tiene que aceptar. Hace una separación entre 

las habitaciones que el financia directamente y las que son financiadas por un 

tercero. 

 

En la actualidad este ordenamiento ha resultado imperfecto y deficiente a 

las necesidades sociales que se presentan, de hecho el propio Instituto ha 

constituido más que un beneficio, un problema, para todo trabajador que ha 

                                            
65

 Vid.Ibídem p. 77. 
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adquirido un crédito, y todo esto abalado por su propia legislación y por las 

misma Instituciones que imparten justicia. 

 

3.4. Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los Trabajadores 

Derechohabientes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 

para los Trabajadores. 

 

Las reglas para el otorgamiento de créditos a los trabajadores 

derechohabientes del instituto, fueron expedidas por el Consejo de 

Administración del INFONAVIT, publicadas en el Diario Oficial de la Federación 

el 22 de febrero de 2008, las cuales se pueden considerar de reciente creación, 

mismas que están divididas en treinta y tres reglas que detallan o especifican 

los contenidos de la ley del INFONAVIT. Tienen su fundamento en el artículo 47 

del mencionado ordenamiento. 

 

En cuanto a jerarquía se trata podemos ubicarlo en el eslabón de menor 

grado, pero no por ese motivo su cumplimiento debe cuestionarse. Este 

reglamento es considerado el trasfondo del funcionamiento de la Ley del 

Instituto. 

 

Estas normas contienen las condiciones conforme a las cuales se 

otorgarán en forma inmediata y sin exigir más requisitos que los previstos en las 

mismas, los créditos a que se refiere la fracción II del artículo 42. Tomarán en 

cuenta entre otros factores, la oferta y demanda regional de la morada, el 

número de miembros de la familia de los obreros, los saldos de la subcuenta de 

vivienda del acreditado de que se trate y el tiempo durante el cual se han 

efectuado aportaciones a la misma, si el asalariado es propietario o no del 

inmueble, así como su salario o el ingreso conyugal si hay acuerdo de los 

interesados. La determinación del monto del crédito, ingresos adicionales de los 

proletarios que no estén considerados como parte integral de su salario base, 
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siempre y cuando la cuantía, periodicidad y permanencia de tales ingresos sean 

acreditables plenamente y se garantice la recuperabilidad de dichos créditos. 

 

El valor y característica de la vivienda, así como el monto máximo del 

crédito a otorgar, que varía dependiendo la línea para la cual vaya dirigido, que 

es garantizado por medio de una hipoteca que es destinada en primer lugar a 

favor del Instituto. 

 

En cuanto se refiere a la asignación del crédito se hizo un cambio radical 

a partir de 1992 cuando dio el giro de sorteos que fue una época de 

INFONAVIT, en donde prevaleció el clientelismo, ahora se realiza por medio de 

puntuación, la cual se sujetara a las tablas de determinación de la puntuación 

que está contemplada en su novena y décima regla. 

 

3.5. Tesis Aisladas y de Jurisprudencia emitidas sobre la Ley del Instituto 

del Fondo Nacional de la Vivienda  para los Trabajadores, respecto al 

otorgamiento de crédito. 

 

La suprema Corte de Justicia de la Nación desempeña una función 

trascendental en la interpretación de la norma jurídica porque como bien lo 

hemos venido mencionando la legislación resulta ambigua, y gracias a los 

criterios que emite el máximo tribunal, podemos resolver ciertas lagunas o 

malas interpretaciones de preceptos legales que se realizan ante tribunales de 

menor jerarquía. 

 

Los siguientes criterios hacen referencia sobre el mecanismo de 

otorgamiento de crédito por parte del instituto así como de las reglas de 

rescisión y consecuencias adheridas al mismo. 

 

INFONAVIT. CUANDO EL CONTRATO EN QUE SE HUBIERE HECHO 

CONSTAR LA APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DE ESE INSTITUTO PARA LA 
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ADQUISICIÓN DE UN INMUEBLE A UN TERCERO FUERE OBJETO DE 

RESCISIÓN, NO PROCEDE CONDENAR AL DEUDOR A SU ENTREGA, AL NO 

SER LA VIVIENDA ADQUIRIDA DE LAS DIRECTAMENTE FINANCIADAS EN SU 

CONSTRUCCIÓN POR DICHO ORGANISMO. De los artículos 3o. y 42 de la Ley 

del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores se obtiene 

que el objeto para el que se creó ese organismo se satisface a través de: I. La 

administración de los recursos del Fondo Nacional de la Vivienda; II. El 

establecimiento y operación de un sistema de financiamiento que permita a los 

trabajadores la obtención de un crédito barato y suficiente para: a) La adquisición 

en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas; b) La construcción, 

reparación, ampliación o mejoramiento de sus habitaciones; y c) El pago de 

pasivos contraídos por los conceptos anteriores; III. La coordinación y 

financiamiento de programas de construcción de habitaciones destinadas a ser 

adquiridas en propiedad por los trabajadores; y IV. Genéricamente, cumpliendo 

con lo que se refieren la fracción XII del apartado A del artículo 123 constitucional, 

el título III de la Ley Federal del Trabajo y la propia ley de ese organismo. 

Asimismo, que los recursos del INFONAVIT serán destinados: en línea uno al 

financiamiento de la construcción de conjuntos de habitaciones, para ser 

adquiridas por los trabajadores; o bien, al otorgamiento de créditos a éstos 

destinados; en línea dos a la adquisición en propiedad de habitaciones; en línea 

tres a la construcción de vivienda; en línea cuatro a la reparación, ampliación o 

mejoras de habitaciones; y en línea cinco al pago de pasivos adquiridos por 

cualquiera de los conceptos anteriores. De lo que se concluye que al utilizarse, en 

el segundo párrafo del artículo 49 de esa ley, la frase "viviendas financiadas 

directamente por el instituto", el legislador se refirió a aquellas que fueran 

construidas con recursos propios del Fondo Nacional de la Vivienda, 

distinguiéndolas de las que con motivo del otorgamiento de un crédito pudiera 

adquirir el trabajador de un tercero, sean nuevas o usadas, tal como se dispone en 

el artículo 41 de ese ordenamiento. Por tanto, cuando el contrato en que se 

hubiere hecho constar la aplicación de los recursos de ese instituto para la 

adquisición de un inmueble a un tercero fuere objeto de rescisión, no procede 

condenar al deudor a su entrega, al no ser la vivienda adquirida de las 

directamente financiadas en su construcción por el INFONAVIT. SEGUNDO 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo 

directo 114/2005. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. 25 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa 

Tejada Hernández. Secretario: Crispín Sánchez Zepeda. Registro No. 176977, 

Localización Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXII, Octubre de 2005, Página: 

2383, Tesis: VI.2o.C.434 C, Tesis Aislada, Materia(s): Civil, Administrativa 

Este criterio, aclara el punto de la desocupación y entrega de los 

inmuebles financiados por el propio instituto, por lo que solo estos pueden ser 

susceptibles de que se genere este supuesto, ya que en los que media un 

tercero no pueden caer en tal condición pues la propiedad aunque gravada por 

una hipoteca, es de quien habita la vivienda, no obstante nosotros estimamos 

que los inmuebles aunque sean financiados por el instituto son del acreditado. 

INFONAVIT. LA DESOCUPACIÓN DE LA VIVIENDA EN CASO DE RESCISIÓN 

DE UN CONTRATO PROCEDE SOLAMENTE CUANDO SE TRATA DE 

CRÉDITOS OTORGADOS PARA LA ADQUISICIÓN DE VIVIENDAS 

CONSTRUIDAS MEDIANTE FINANCIAMIENTO DIRECTO DE ESE 

ORGANISMO. La interpretación sistemática de los artículos 3o., 41, 42 y 49 de la 

Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, permite 

advertir que ese instituto utiliza sus recursos, en lo relativo a la adquisición de 

vivienda por parte de los derechohabientes, en dos vertientes fundamentales: una, 

el financiamiento de la construcción de conjuntos habitacionales destinados a los 

trabajadores, y otra, el otorgamiento de créditos destinados a adquirir esa vivienda 

o alguna distinta, sea nueva o usada. En el primer supuesto, es decir, tratándose 

de créditos otorgados para la adquisición de viviendas financiadas directamente 

por el instituto, éstos se darán por cancelados y el contrato por rescindido cuando 

el deudor incurra en alguna causa de rescisión de las enunciadas en el primer 

párrafo del último precepto citado. Una primera consecuencia de esa rescisión es 

que el deudor o quien ocupe la vivienda deberá desocuparla en un plazo de 

cuarenta y cinco días naturales, contados a partir de la fecha en que se reciba el 

aviso respectivo, y un segundo efecto, es que las cantidades que hayan cubierto 

los trabajadores hasta la fecha en que se desocupe la vivienda, se aplicarán a 

favor del instituto a título de pago por el uso de la propia vivienda. Sin embargo, la 

hipótesis de referencia, con las consecuencias indicadas, no opera 

automáticamente en todos los casos de rescisión de créditos conferidos por el 

mencionado organismo, sino que solamente es aplicable en el supuesto de que se 

trate de créditos otorgados para la adquisición de viviendas financiadas 

directamente por el instituto de vivienda, de tal suerte que si se trata de viviendas 

que no fueron construidas con esa clase de financiamiento, dicha hipótesis legal 

es inaplicable. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
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PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 203/2006. Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores. 22 de junio de 2006. Unanimidad de votos. 

Ponente: Raúl Alfaro Telpalo, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 

Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 

funciones de Magistrado. Secretaria: Blanca Alicia Ochoa Hernández. Nota: 

Esta tesis contendió en la contradicción 90/2006-PS resuelta por la Primera Sala, 

de la que derivó la tesis 1a./J. 78/2006, que aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, 

página 156, con el rubro: "CONTRATO DE CRÉDITO OTORGADO POR EL 

INFONAVIT PARA LA ADQUISICIÓN DE VIVIENDA. LAS REGLAS SOBRE 

RESCISIÓN Y SUS CONSECUENCIAS, PREVISTAS POR EL ARTÍCULO 49 DE 

LA LEY RELATIVA, SÓLO SON APLICABLES RESPECTO DE INMUEBLES 

FINANCIADOS DIRECTAMENTE POR EL INSTITUTO, CUANDO HAYAN SIDO 

CONSTRUIDOS CON RECURSOS DEL MISMO. Nota: Esta tesis fue superada 

por contradicción Registro No. 173919, Localización: Novena Época, Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta XXIV, Noviembre de 2006, Página: 1044, Tesis: I.3o.C.573 C Tesis 

Aislada, Materia(s): Civil 

 Como podemos ver esta tesis hace hincapié en las viviendas financiadas 

por el instituto y que las aportaciones hechas por el trabajador al mismo sean 

tomadas a cuenta de rentas, esto solo por lo que hace a la adquisición de 

dichas viviendas dejando de lado los demás supuestos. 

 

CONTRATO DE CRÉDITO OTORGADO POR EL INFONAVIT PARA LA 

ADQUISICIÓN DE VIVIENDA. LAS REGLAS SOBRE RESCISIÓN Y SUS 

CONSECUENCIAS, PREVISTAS POR EL ARTÍCULO 49 DE LA LEY RELATIVA, 

SÓLO SON APLICABLES RESPECTO DE INMUEBLES FINANCIADOS 

DIRECTAMENTE POR EL INSTITUTO, CUANDO HAYAN SIDO CONSTRUIDOS 

CON RECURSOS DEL MISMO. De la interpretación de los artículos 3o. y 42 de la 

Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores se 

advierte, por una parte, que el objeto de ese organismo consiste en administrar los 

recursos del Fondo Nacional de la Vivienda, así como establecer y operar un 

sistema de financiamiento que permita a los trabajadores obtener un crédito barato 

y suficiente para adquirir en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas; y, por 

otra, que los recursos de dicho Instituto serán destinados, en primer término, al 

http://200.38.163.161/UnaTesislnkTmp.asp?nIus=173583
http://200.38.163.161/UnaTesislnkTmp.asp?nIus=173583
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financiamiento de la construcción de conjuntos habitacionales para ser adquiridos 

por los trabajadores mediante créditos que les otorgue el aludido Instituto; pero 

también podrán destinarse a la adquisición en propiedad de habitaciones, a la 

construcción de vivienda, a la reparación, ampliación o mejora de habitaciones, o 

al pago de pasivos adquiridos por cualquiera de los conceptos anteriores. De ahí 

que el segundo párrafo del artículo 49 de la Ley mencionada, al utilizar la frase 

"viviendas financiadas directamente por el instituto", distingue entre las que fueran 

construidas con recursos propios del Fondo Nacional de la Vivienda y las que con 

motivo del otorgamiento de un crédito pudiera adquirir el trabajador de un tercero, 

sean nuevas o usadas, como lo dispone el artículo 41 del citado ordenamiento. 

Por tanto, es incuestionable que las reglas especiales de rescisión, incluyendo las 

consecuencias previstas en el referido artículo 49, como son la desocupación y 

entrega del inmueble, así como la aplicación de los pagos a favor del Instituto por 

concepto de uso de la vivienda, no son aplicables a los contratos de crédito para 

adquisición de casas habitación que no hubiesen sido financiadas directamente 

por el propio Instituto. Contradicción de tesis 90/2006-PS. Entre las sustentadas 

por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 27 de septiembre de 2006. 

Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 

Beatriz Joaquina Jaimes Ramos. Tesis de jurisprudencia 78/2006. Aprobada por la 

Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de octubre de 

dos mil seis. Ejecutoria.- Registro No. 19872 Asunto: CONTRADICCIÓN DE 

TESIS 90/2006-PS. Promoverte: ENTRE LAS SUSTENTADAS POR EL TERCER 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO Y EL 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

Localización: 9a. Época; 1a. Sala; s.f. y su Gaceta; XXV, Enero de 2007; Pág. 

157;Registro No. 173583, Localización: Novena Época, Instancia: Primera Sala 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXV, Enero de 2007 

Página: 156, Tesis: 1a./J. 78/2006, Jurisprudencia, Materia(s): Administrativa 

 Del criterio antes citado podemos ver que el punto principal es el articulo 

49 en donde el tribunal no solo denota la vulnerabilidad del propio precepto, en 

el sentido, de que al no darle la interpretación adecuada puede violentar los 

derechos del trabajador, sino que lleva un trasfondo, es decir, los malos 

instrumentos y mecanismos de los que el Instituto se apoya para llevar a cabo 

dicha rescisión, como lo es sus contratos, que suelen ser funciónales tal vez 
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para el propio Organismo pero no para el acreditado, y es aquí donde cada 

quien le da la interpretación que quiere para protección de sus propios intereses 

entrando en este juego los despachos de cobranza que son utilizados por el 

Instituto, los cuales en lugar de tratar de llegar a soluciones entre acreditados e 

INFONAVIT hacen todo lo contrario, precisamente por el mal entendimiento de 

los preceptos legales, pero aun cuando esos errores llegan a tribunales de 

primera instancia, estos solapan o apoyan dichas faltas, por lo que los 

acreditados se ven en la necesidad de acudir a instancias superiores. 

 

  Los criterios que se citan hacen referencia a dos puntos controvertidos, 

en primer lugar el aumento del saldo insoluto a la par del incremento del salario 

mínimo y en segundo a la tasa de interés que no será inferior al 4%. 

INFONAVIT. EL FACTOR DE ACTUALIZACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 44 

DE LA LEY DEL INSTITUTO RELATIVO NO PROPICIA QUE EL CRÉDITO DEJE 

DE SER BARATO, COMO LO DISPONE LA FRACCIÓN XII DEL APARTADO A 

DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS. De la interpretación histórica, sistemática y gramatical de 

los mencionados preceptos, se advierte que el Constituyente Permanente instituyó 

un sistema solidario para poner a disposición de los trabajadores créditos baratos 

para adquirir en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas. Con ese propósito 

en la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores se 

fijaron las reglas para obtener los mencionados créditos, entre las que destaca la 

prevista en el artículo 44, donde establece que el monto de aquéllos será 

actualizado en función del aumento del salario mínimo general vigente en el 

Distrito Federal. Ahora bien, como el referido factor de actualización sólo toma en 

cuenta el efecto inflacionario, que produce la disminución del valor del dinero por 

el simple transcurso del tiempo, pues la actualización de una obligación dineraria 

no es otra cosa que traer a valor presente el monto de un adeudo, por lo que es 

evidente que la referida actualización no genera que el crédito pierda la calidad de 

"barato". Amparo en revisión 463/2010. Jaime Ramírez Medrano. 11 de agosto de 

2010. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 

Sofía Verónica Ávalos Díaz. Registro No. 163804, Localización: Novena Época, 

Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
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Gaceta XXXII, Septiembre de 2010, Página: 197 , Tesis: 2a. XCI/2010Tesis 

Aislada, Materia(s): Constitucional, Administrativa 

El legislador pretende hacernos creer que si bien es cierto el salario 

mínimo es bajo, el crédito debe seguir la misma suerte y no es así puesto que 

no toma en cuenta que dicho valor es en veces salario mínimo y así las 

cantidades que se generan resultan estratosferitas para el acreditado, por tanto 

este debe obtener aunque sea un poco de lo que da, con la devolución de lo 

dado. 

NFONAVIT. EL ARTÍCULO 44 DE LA LEY RELATIVA, NO CONTRAVIENE EL 

ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIÓN XII, DE LA CONSTITUCIÓN 

GENERAL DE LA REPÚBLICA. El citado precepto legal, al prever -en relación con 

el mecanismo para otorgar créditos-, por una parte, que el saldo insoluto de éstos 

se aumente en la misma proporción en la que lo haga el salario mínimo vigente en 

el Distrito Federal y, por otra, que dichos créditos devenguen intereses a la tasa 

que determine el Consejo de Administración del Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores, la cual no puede ser inferior al 4% anual sobre 

saldos insolutos, no contraviene el artículo 123, apartado A, fracción XII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé el 

establecimiento de un sistema de financiamiento con el fin de otorgar a sus 

trabajadores crédito barato y suficiente para adquirir en propiedad habitaciones 

cómodas e higiénicas. Esto es así, ya que para determinar si los créditos 

otorgados por dicho Instituto son baratos, se requiere tomar un punto de referencia 

como lo es la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio, la cual sirve de 

parámetro para determinar un punto comparativo respecto de las prácticas 

comerciales de los créditos hipotecarios. Amparo directo en revisión 1535/2009. 

Esperanza Hernández Ortiz. 12 de mayo de 2010. Mayoría de cuatro votos. 

Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. Registro No. 162812, Localización 

Novena Época, Instancia: Primera Sala Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta XXXIII, Febrero de 2011, Página: 614, Tesis: 1a. 

XIII/2011, Tesis Aislada, Materia(s): Constitucional 

Este criterio nos hace creer que la tasa de interés que maneja el Instituto 

es la más baja en relación con los créditos hipotecarios de otras instituciones 
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crediticias, sin embargo su ley estipula un tope en dicha tasa la cual no debe 

ser superior al 9%, haciendo valer esta ultima el propio Organismo, siendo esta 

la más alta, ya que la tasa legal es del 9%. 

Estas situaciones causan una serie de discrepancias, porque estos 

criterios son solo vistos desde el punto de vista económico para beneficio de la 

institución, y realmente es una desilusión que nuestro máximo Tribunal de 

Justicia, no haya valorado el enfoque social, acorde con los principios 

constitucionales reconocidos en los artículos 1o. y 123 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, de los cuales se advierte que la 

intención del legislador al otorgar tales beneficios en la referida Ley consistió en 

proteger el patrimonio de los trabajadores y sobre todo su derecho a una 

vivienda, de ahí que se considere que dicha garantía social no puede quedar 

supeditada a cuestiones financieras, y si bien, como todos sabemos, 

INFONAVIT es a todas luces una institución crediticia que debe recurrir a 

ciertos mecanismos de estabilidad económica para no volver a caer en una 

descapitalización, lo incuestionable es que su principal función recae en lo 

social, y todo lo demás es secundario. 

 

Existe un gran abismo entre el objetivo teórico y práctico plasmado en la 

exposición de motivos de la legislación, demás instrumentos jurídicos, y la 

interpretación de la norma. La clase trabajadora se sintió apoyada en dichas 

reglas cuando fueron creadas, al paso de los años la sociedad se ha dado 

cuenta que la ley por sí misma no arroja buenos resultados, siempre existen un 

precepto con sentidos diferentes, y si esto resulta solo con la hermenéutica, que 

esperamos de la aplicación de dichos ordenamientos. Con lo anterior se da 

paso al estudios del enfoque práctico que actualmente INFONAVIT le ha dado a 

su legislación como a diversos ordenamientos en los cuales se apoya y que tan 

fructuosos han resultado los componentes para que los trabajadores hayan 

satisfecho su derecho habitacional. 
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CAPITULO 4 

LA RESCISIÓN DEL CONTRATO DE HIPOTECA ANTE EL INFONAVIT Y EL 

DERECHO A LA RESTITUCION DE LO DADO  

Al pasar de los años la población ubica al INFONAVIT, como una 

Institución que ha otorgado millones de créditos hipotecarios, para que los 

asalariados se alleguen de una vivienda, punto que es innegable porque es 

parte de su función, sin embargo ¿Cuántos de esos millones de créditos 

otorgados se han llegado a cubrir en su totalidad? o ¿Cuántos trabajadores en 

realidad han satisfecho su necesidad de vivienda con los mismos? o tal vez 

¿Qué tan funcionable resulta para los trabajadores asalariados en la actualidad 

el sistema que maneja el Instituto respecto al otorgamiento de crédito?.  

 

Estas preguntas surgen a raíz de que el organismo como todo ente 

crediticio autónomo tiene que asegurar su patrimonio, y como ya lo manejamos 

precedentemente su legislación es imperfecta y se apoya de instrumentos 

deficientes de igual manera, con los cuales provoca una gran afectación al 

trabajador, lucrando con tal situación, como lo desarrollaremos más adelante, 

por lo que la finalidad de este último capítulo es proponer por lo menos una 

solución a la problemática global, la cual sea justa y equitativa  traduciéndolo en 

una verdadera justicia social. 

 

4.1 La Rescisión del Contrato de Compraventa, Otorgamiento de Crédito y 

Constitución de Garantía Hipotecaría. 

 

 Una vez que el trabajador realizó los trámites necesarios para adquirir un 

crédito sea cual sea su destino, el Instituto lo formaliza por medio de un contrato 

denominado actualmente “Contrato de Compraventa, Otorgamiento de Crédito y 

Constitución de Garantía Hipotecaria”, nomenclatura que ha ido en constante 

modificación. Estos instrumentos son contemplados por la legislación del 

INFONAVIT en su artículo 42, párrafo penúltimo, que a la letra dice: “Los 

contratos y las operaciones a que se refiere el párrafo anterior, así como la 
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constitución del régimen de propiedad en condominio de los conjuntos que 

financie el Instituto podrán hacerse constar en documentos privados, ante dos 

testigos, e inscribirse en el Registro Público de la Propiedad que corresponda, 

con la constancia del registrador sobre la autenticidad de las firmas y de la 

voluntad de las partes. 

 

 En el cuerpo de los contratos resaltan tres figuras jurídicas, en primer 

término una compraventa, en segundo lugar se va estipular las condiciones del 

crédito otorgado y finalmente este crédito va garantizado por medio de una 

hipoteca la cual es constituida en el mismo. Estas son utilizadas en todos los 

casos no importando cual sea la línea del crédito, es decir: 

 

a) En línea dos a la adquisición en propiedad de habitaciones; 

b) En línea tres a la construcción de vivienda; 

c) En línea cuatro a la reparación, ampliación o mejoras de habitaciones, y 

d)En línea cinco al pago de pasivos adquiridos por cualquiera de los conceptos anteriores 

 

Lo cual desde nuestro punto de vista es incorrecto, porque no es lo mismo 

el destino de la línea dos, referente a la adquisición de vivienda que cuando se 

destina el crédito para la construcción de un inmueble, porque si bien en todos 

se otorga créditos para distinto fin, no en todos se plasma una compraventa, y 

peor aun en el supuesto de la garantía hipotecaria por mencionar otro error,  

para el caso de construcción de una vivienda, el inmueble que todavía no se ha 

edificado ya está hipotecado. 

 

 Por otro lado, la serie de cláusulas que manejan, se basan en una simple 

trascripción de ciertos preceptos de la legislación del Instituto, así como de 

otros ordenamientos, como son las causales de rescisión del mismo, las cuales 

resultan dolosas y perjudiciales para el acreditado como lo veremos a 

continuación. 
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4.1.1 Causales de Rescisión del Contrato de Otorgamiento de Crédito, 

según la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajador. 

 

 El instrumento jurídico por medio del cual se formaliza la compraventa, el 

otorgamiento del crédito y la hipoteca se puede rescindir de dos formas según 

la legislación del organismo en su artículo 49, por lo que en el presente se 

analizará solo esta parte del precepto dejando su total estudio para secciones 

posteriores. Siendo las siguientes: 

 

A) Cuando los deudores sin autorización enajenen, incluida la permuta o graven 

su vivienda. 

 

B) Cuando incurran en cualesquiera de las causales de violación consignadas en 

los contratos respectivos. 

 

Acarreando como consecuencia, la rescisión y el vencimiento anticipado de dicho 

instrumento.  

 

Por lo que empezaremos con el análisis del segundo motivo de rescisión 

ya que la primera forma parte de una de las violaciones consignadas en los 

contratos. 

 

 Los contratos resultan ser una arma bastante eficiente para el instituto, 

porque al hablar de contratos nos ubicamos rápidamente en un pacto donde se 

plasmo un acuerdo de voluntades, pero en el caso concreto resulta que dicho 

acuerdo es mas forzado que voluntario, ya que, tal aceptación se ve plasmada 

al momento en que las partes firman el instrumento, en donde la rúbrica del 

acreditado se traduce no en una conformidad con el contenido en su totalidad 

del mismo, sino que se convierte en una condición para que le sea otorgado 

dicho crédito, es decir, el trabajador se adhiere a las mismas por que no tiene 

otra opción o firma o no hay crédito y en consecuencia casa, refrendando por 
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tanto un contrato de adhesión aunque el propio organismo, ni su legislación lo 

contemplen de tal modo. 

 

 Por tal razón, se exponen tres contratos de diversas épocas, en los 

cuales al enfocarnos directamente en las causales de rescisión, existen ciertas 

similitudes y reflejan una serie de incisos que perjudican al acreditado y que son 

contrarias a la ley, siendo que nuestra legislación civil es muy clara al referir que 

los contratos no deben de contener cláusulas contrarías a derecho, a la moral o 

a las buenas costumbres. 

 

 Los instrumentos mencionados con antelación hacen referencia a un 

otorgamiento en línea dos, es decir la adquisición de una vivienda nueva o 

usada que fueron financiadas por un tercero, sin embargo en el segundo 

contrato colocándolo en esta posición considerando el año de su celebración, 

existen una serie de incongruencias, contravenciones e imperfecciones que 

perjudican al acreditado, y también a terceras personas, porque el Instituto 

plasma el contenido de los instrumentos que realiza cuando son viviendas 

financiadas por el mismo organismo. 

 

 Con la finalidad de llevar un orden en el presente estudio se comentaran 

las cláusulas similares que contemplan dichos instrumentos, analizando 

posteriormente las que se diferencian, dichas similitudes fueron redactadas de 

la siguiente manera: 

 

INSTRUMENTO DE 1991  

"Si el trabajador dejare de cubrir, por causas imputables a él, dos mensualidades 

consecutivas, hecha la salvedad de la prorroga prevista en la cláusula quinta del 

mutuo". 

INSTRUMENTO DE 1996 

“Si el trabajador deja de cubrir por causa imputable a el dos pagos consecutivos en 

el curso de un año de las cuotas de amortización del crédito, o los pagos 

correspondientes al uno por ciento de su salario para los gastos de amortización, 

operación y mantenimiento del conjunto habitacional, salvo en el caso de las 
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prorrogas a que se refiere la cláusula quinta de este capitulo. Sin perjuicio de lo 

anterior el INFONAVIT requerirá al trabajador el pago de las amortizaciones 

omisas, mas intereses moratorios en los términos que han quedado precisados en 

el inciso c) de la cláusula tercera de este capítulo". 

INSTRUMENTO DE 2011 

"El trabajador no realice puntual e íntegramente, por causas imputables a él, 2 

pagos consecutivos, o tres no consecutivos en el curso de un año de las 

amortizaciones mensuales del saldo del capital y de los demás adeudos que 

tuviere, salvo en el caso en el que le hubiese sido otorgada la prórroga prevista en 

este contrato. Sin perjuicio de lo antes estipulado, el INFONAVIT podrá así mismo 

requerir al trabajador el pago de las amortizaciones mensuales omisas mas 

intereses moratorio en los términos convenidos en este instrumento, así como, los 

gastos de cobranza que se causaren". 

 

 Como podemos observar en el primer y segundo contrato se manejan la 

omisión de dos pagos consecutivos, dejando por un lado una ventaja al 

trabajador en el hecho de que si bien podía omitir dos pagos discontinuos no 

traería consecuencia alguna. Sin embargo es obvió que el Instituto se percato 

de esto modificando el actual, agregando una tercera omisión no consecutiva 

ambas en el transcurso de un año. Pero el segundo contrato además hace 

alusión al pago del uno por ciento del salario del trabajador por concepto de 

mantenimiento del conjunto habitacional, lo que resulta  una entrada extra para 

el instituto, provocando un gasto mayor para el trabajador porque aparte de que 

le descuenten lo correspondiente a la amortización de su crédito tiene que 

pagar ese concepto adicional. Tal vez sea natural que al ser un conjunto 

financiado por el ente este lo quiera conservar en condiciones adecuadas por si 

llegara a hacerse efectiva la hipoteca que maneja, sin embargo no hay que 

olvidar que el acreditado firma un contrato de compraventa, por tanto ese 

mantenimiento debe quedar a su consideración y no debe ser forzado por 

INFONAVIT, por que con ese porcentaje realmente esta lucrando. Además  

esta causal es muy usada por los despachos de cobranza por su facilidad y 

practicidad de probar, al emitir el Instituto Estados de Cuenta donde se  

demuestran las omisiones. 
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INSTRUMENTO  DE 1991  

"Si el trabajador no habita, arrienda o por cualquier otro titulo trasmite el uso o 

algún otro derecho real sobre el inmueble materia de esta operación". 

INSTRUMENTO DE 1996 

"Si el trabajador no habita, enajena, grava, arrienda o por cualquier otro titulo 

trasmite el uso o algún otro derecho real sobre el inmueble objeto del presente 

contrato" 

INSTRUMENTO DE 2011 

"El trabajador grava o trasmite, total o parcialmente, la propiedad del inmueble 

hipotecado sin permiso previo y por escrito de INFONAVIT". 

 

 En los dos primeros contratos nos habla de no habitar, situación que el 

tercero no contempla, esta es una cuestión en la que el Instituto no debe tener 

injerencia, porque si el acreditado no reside en el inmueble por razones de 

peso, como por ejemplo, en el caso que asuma trabajar por un periodo de 

tiempo en una entidad federativa distinta a la de su residencia por cuestiones de 

la empresa, la situación de ese inmueble y de su necesidad de vivienda no 

cambia ya que lo está pagando y forma parte de su patrimonio familiar.  

 

 Por lo que se refiere a enajenar o transmitir por cualquier otro medio un 

derecho real, aunque no deba de darse tal situación la realidad es que si 

sucede, y al realizar estas acciones el deudor provoca una situación perniciosa 

para todos los involucrados, es decir, si bien el inmueble lo adquirió por medio 

de una compraventa, la realidad es que, está como titular de un crédito que no 

ha cubierto en su totalidad, además con ello le da seguridad jurídica al instituto 

en caso de que tenga que requerir el pago, sin embargo si se diera tal situación 

una tercera persona saldría perjudicada por que no solo esa compraventa seria 

un fraude, o una evicción donde el acreditado quedara a cargo del saneamiento 

de la misma. 

 

 Por lo que respecta a la causal de gravar, situación que también sucede, 

recordemos que el inmueble ya se encuentra gravado con una hipoteca a favor 
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en primer lugar del INFONAVIT, por lo que si hubiera otros gravámenes el 

organismo tiene ventaja sobre ellos. 

 

 Referente al arrendamiento es una cuestión muy susceptible de realizar, 

por que los acreditados al no habitar el inmueble, intentan darle un provecho al 

mismo, este beneficio lo traducen en rentas las cuales se destinan a solventar 

el crédito adeudado, pues estas acciones se realizan por cuestión de 

desconocimiento de la ley muchas veces, sin que esto conlleve a una 

justificación hacia el deudor, por que como bien dice un principio general, la 

ignorancia de la ley no exime de su cumplimiento, a más de que el hecho de 

que el bien sea arrendado no implica que se le deje de pagar al acreedor 

hipotecario, por tanto es una cuestión muy debatible pero que no es objeto de 

este estudio. 

 

 No obstante, las acciones de enajenar y arrendar se pueden realizar con 

consentimiento del propio Instituto, a excepción de gravar, pero dicho gravamen 

si es contemplado por la ley, en donde si puede existir otra hipoteca en base de 

un inmueble ya hipotecado, sin embargo esto último no debiera suceder por que 

acarrearía cuestiones legales bastantes considerables. 

 

 Prosiguiendo con el consentimiento del INFONAVIT, se da por escrito 

además de que debe de cubrir ciertas condiciones, las cuales están 

contempladas en los instrumentos de 1991 y 1996, sin embargo el de 2011 no 

lo contempla en su contrato, pero si lo maneja internamente el Instituto. Por lo 

que se presenta la trascripción de dicha manifestación de conformidad. 

 

"El trabajador queda obligado, durante la vigencia del escrito que por medio de 

este instrumento se formaliza, a no enajenar, gravar, ceder los derechos, o 

trasmitir el dominio del inmueble materia de esta operación a persona alguna, 

salvo previo consentimiento del INFONAVIT dada por escrito. El consentimiento 

del INFONAVIT, podrá otorgarse si la persona a quien se le pretenda enajenar es 

derechohabiente del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
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Trabajadores, además de que esta cumpla los requisitos que al efecto fije el propio 

Instituto y se garantiza debidamente el pago del crédito concedido". 

 

 INSTRUMENTO  DE 1991  

"Si el trabajador altera o modifica sustancialmente la construcción o bien destina la 

vivienda total o parcialmente a un fin distinto al de habitación familiar, salvo el 

consentimiento expreso del INFONAVIT dado por escrito". 

INSTRUMENTO DE 1996 

"Si el trabajador altera o modifica sustancialmente la construcción sin el 

consentimiento expreso del INFONAVIT, dado por escrito, o construye o cerca los 

bienes comunes para su exclusivo provecho, o destina total o parcialmente a un fin 

distinto al de habitación familiar". 

 

 Es una cuestión ilógica el hecho de que el acreditado, al comprar un 

inmueble para uso y disfrute del mismo, no pueda disponer libremente de algo 

que es suyo al menos por derecho ya que el hecho de que exista un gravamen 

sobre el mismo no le limita su propiedad, y que para que se pueda dar tal 

situación tenga que pedir permiso a su acreedor hipotecario, porque además 

resulta lógico que quiera modificar la edificación ya que esto contribuye a una 

plusvalía sobre el mismo, y beneficia al acreedor porque que dicho valor 

agregado al inmueble indirectamente le retribuye en numerario en caso de 

ejecución. Además de que hay que estimar las necesidades de la familia que 

habita dicho inmueble, ya que al disponer de un espacio muy reducido, puesto 

que ese tipo de construcciones ofrecen solo una recamara, sala y comedor, así 

como un solo baño y una mini cocina, lo lleva a agrandarlas atendiendo sus 

parvedades por el incremento de sus miembros. 

 

INSTRUMENTO  DE 1991  

"Si el trabajador dejare de pertenecer al régimen obligatorio y se abstiene de 

seguir amortizando su crédito en los términos y condiciones previstas en la 

cláusula tercera, inciso C), del mutuo". 

  

 En los instrumentos de 1996 y 2011 no aplica por obvias razones puesto 

que las omisiones de dos pagos consecutivos o tres no consecutivos en el 



 

109 
 

transcurso de un año supera lo plasmado en la fracción referida pues está 

literalmente establece si se abstiene de seguir amortizando su crédito en los 

términos y condiciones del contrato. 

 

INSTRUMENTO  DE 1991  

"Si el trabajador no da aviso por escrito al INFONAVIT en el caso de que cambie de 

patrón dentro de los quince días siguientes a aquel en que tenga lugar el cambio, 

así como por la suspensión o terminación de la relación laboral". 

INSTRUMENTO DE 1996 

"Si el trabajador no da aviso por escrito al INFONAVIT, en el caso de que cambie 

de patrón o de percibir su salario por cualquier causa, dentro de los quince días 

siguientes a aquel en que se de el hecho". 

 

 Esta causal resulta ilógica atendiendo a que si el trabajador cambia de 

empleo esto no implica deje de amortizar su crédito puesto que es una 

obligación del patrón seguir amortizando la cuota que el propio trabajador venia 

pagando al instituto, y si fuese el supuesto en el que el trabajador se mantiene 

sin empleo y no solicita la prorroga que por derecho le corresponde, el 

INFONAVIT contempla un régimen especial de amortización el cual se 

encuentra plasmado y cuantificado en el contrato respectivo. Por lo que 

respecta a la suspensión, esta debería de ser bastante prolongada, para que el 

mismo no pueda cubrir la amortización mensual lo cual resulta poco 

beneficiable para el patrón al mantener suspendido por tanto tiempo a un 

trabajador, prevaleciendo la relación obrero patronal. 

 

INSTRUMENTO DE 1991 y 1996 son redactados de igual forma. 

"Si durante la vigencia de este contrato aparece que el trabajador proporciono 

datos falsos para la obtención del crédito que se formaliza en el presente" 

INSTRUMENTO DE 2011 

"Los datos proporcionados para el trabajador y la solicitud de inscripción de crédito 

o los documentos presentados ante INFONAVIT son falsos". 

 

 Es imposible que si el mismo ente establece requisitos y documentación 

especifica donde se encuentra corroborada la información del acreditado y que 



 

110 
 

sin la misma no se le puede otorgar dicho crédito, entonces ahora resulte que la 

información que el mismo recibió, valoro y cotejo tenga errores, pues lo anterior 

constituye una falta de pericia del organismo, lo cual lo hace tan responsable 

como al acreditado. 

 

INSTRUMENTO  DE 1991  

"Si el trabajador no pagare por dos bimestres consecutivos el impuesto predial o 

los derechos por servicio de agua de la vivienda materia de esta operación, o no 

pagare dentro de los quince días siguientes a la fecha  en que sea exigible 

cualquier otro adeudo fiscal a cargo del inmueble, obligándose a exhibir los 

comprobantes de pago cuando se los requiera el INFONAVIT". 

INSTRUMENTO DE 1996  

 "Si el trabajador no paga dos bimestres consecutivos el impuesto predial o los 

derechos de servicio de agua de la vivienda, materia de esta operación o no paga 

cualquier otra adeudo fiscal a cargo del inmueble, obligándose a exhibir los 

comprobantes de pago cuando así se los requiera el INFONAVIT". 

INSTRUMENTO DE 2011 

"El trabajador no paga los impuestos o derechos que cause el inmueble hipotecado 

por más de dos bimestres continuos o tres discontinuos en el curso de un año" 

 

Los impuestos constituyen una obligación del acreditado para con el 

organismo hacendario por tanto estos son de carácter fiscal y no así civil como 

lo pretende plasmar el instituto, sin embargo la causal tiene una lógica 

estimando el hecho de que el inmueble en caso de que el organismo se lo 

adjudique a su favor no le resulta factible que el mismo quede con dichas 

deudas. 

 

INSTRUMENTO de 1991y 1996 son redactados de igual forma. 

"Si el trabajador incumple cualquiera otra de las obligaciones que contrae en este acto y 

que se contienen en el presente instrumento, así como cualquier otra causa señalada en 

la Ley y reglamentos del INFONAVIT" 

INSTRUMENTO DE 2011 

"El trabajador faltare al cumplimiento de cualquiera de sus obligaciones convenidas en 

este instrumento". 
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 Con esto el Instituto deja abierta, cualquier posibilidad de violación a su 

contrato de adhesión que en la especie es denominado de Compraventa, 

otorgamiento de crédito y garantía hipotecaria lo cual implica un presunto 

acuerdo de voluntades. 

 

INSTRUMENTO DE 1991  

"Si el trabajador no pagare el impuesto traslativo de dominio conforme a lo 

establecido en la cláusula tercera del inciso e), del presente instrumento". 

 

 Lo anterior resulta absurdo, porque al no pagar este impuesto la 

propiedad no le es transmitida legalmente. 

 

Las causales que se presentan a continuación, forman parte de las 

diferencias, pues solo las contempla el Instrumento de 2011: 

 

"Si el trabajador le diera al crédito otorgado un fin distinto al convenido" 

 

 Esto resulta una verdadera burla para el acreditado, considerando el 

hecho que por obvias razones no puede hacer uso distinto por que la 

transacción del crédito lo realiza el Instituto a la persona a que fuera dirigido, 

además de que para que se otorgue el mismo el trabajador tiene que cubrir una 

serie de requisitos que lleven a comprobar el destino y uso del mismo. 

 

"El inmueble hipotecado fuere objeto de embargo de un acreedor del Trabajador, o 

de limitación, afectación o gravamen decretado por cualquier autoridad". 

 

 Respecto a que el trabajador pueda gravar un bien que se encuentra ya 

hipotecado esto recae en un hecho ilógico ya que la misma ley establece que 

los bienes gravados no pueden ser susceptible de un gravamen posterior salvo 

que quien adquiera dicha obligación sepa de la misma. 

 

“El trabajador no mantiene en buen estado el inmueble objeto de la garantía 

hipotecaria que por este instrumento se constituye, no impide cualquier daño, 
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deterioro menoscabo, afectación a dicho inmueble y no repara y restaura éstos 

incluso cuando se produzcan por hecho fortuito o causa de fuerza mayor, 

debiendo actuar para estos efectos con diligencia". 

 

 Causal que resultaría difícil de manejar, tomando en consideración que el 

trabajador lo primero que quiere es conservar en buen estado su vivienda, en 

segundo lugar es casi imposible que no quiera impedir algún daño porque esto 

podría causar tal vez un accidente entre los habitantes del mismo, la mayoría 

de las veces si las reparaciones no se hacen al instante es porque son costosas 

y el dinero no se tiene al momento, esto tampoco justifica la falta de pericia; 

finalmente a esto están expuestas las malas viviendas que capitaliza 

INFONAVIT. 

 

4.1.2 Principales Causales de Incumplimiento de los Trabajadores, que 

llevan a la Rescisión del Contrato de Hipoteca. 

 

 En el apartado anterior vimos las causales que maneja la ley del 

INFONAVIT y sus contratos, en el presente estimamos que es necesario e 

indispensable advertir no solo las causas legales, sino también las sociales y 

económicas que llevan al mismo a no poder solventar sus créditos, pero que de 

cualquier forma van relacionadas entre si. 

 

 En primer lugar podemos hablar del factor de pago es decir, que el 

crédito sea considerado en veces salario mínimo y dicho monto vaya 

aumentando a la par del mismo; esto lo hemos referido un sin fin de ocasiones, 

si bien es cierto el salario sube en una proporción irrisoria y deficiente, 

considerando que no alcanza para el sostenimiento indispensable de una 

familia, también lo es que puede resultar un golpe atroz en la economía del 

mismo acreditado. Porque resulta que esa proporción ridícula en determinado 

numero de veces salario mínimo es una cuantía considerable, aunado al hecho 

de que ese aumento es año con año y toman en cuenta la zona "A" que es la 
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que cuenta con el mayor incremento, finalmente esto a treinta años se convierte 

en una carga bastante insoportable.  

 

 Aunado a lo anterior resulta bastante cínico que el propio instituto en su 

reglamento estipule que la vida útil de la vivienda sea mínimo de treinta años, 

porque en la realidad los inmuebles tienen un tiempo de existencia menor, y por 

tanto es burlesco que el monto del crédito vaya aumentando cuando la morada 

cada vez pierde valor porque son casas desechables, y no el tipo que el 

Instituto contempla, y que como lo reiteramos no tienen nada de baratas, 

cómodas e higiénicas. 

 

 Otro factor importante es la falta de información y la mala atención de los 

propios trabajadores del Instituto, así como de los despachos de cobranza 

externos, porque en lugar de proporcionar herramientas idóneas para que tanto 

el Organismo y el acreditado lleguen a una solución factible para ambos, lo 

único que realizan es ofrecerles la más ventajosa para los intereses propios de 

los mismos, esto es el INFONAVIT.  

 

 Ignorancia de sus derechos y obligaciones, esto es, como lo 

comentamos anteriormente  los contratos que firman los trabajadores para 

adquirir su crédito contienen una serie de derechos y obligaciones que nadie les 

explica, lo cual los lleva a realizar acciones no solo en su contra si no también 

del Instituto. El caso de los notarios es uno de ellos, ya que su obligación es 

explicar a las partes el contenido de las mismas, sin embargo lo único que 

realizan es una cita por medio de la cual los contratantes firman, obteniendo 

con esto el pago de los servicios de dicho fedatario. 
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4.1.3 Destino de las Aportaciones Emitidas para la Amortización del 

Crédito en caso de Rescisión del Contrato de Hipoteca. 

 

 Como lo comentamos en capítulos antepuestos las aportaciones que 

realizan los patrones al Instituto a favor del trabajador son patrimonio de este 

ultimo, sin embargo cuando un trabajador ha obtenido un crédito las 

amortizaciones que hace para liquidar el mismo el Instituto las utiliza para los 

siguientes supuestos que maneja el Organismo en su legislación, en su 

precepto cuarenta y dos. 

 

 Hay que recordar que el destinamiento del crédito, el ente los maneja 

como líneas, en el artículo que se comenta hace la siguiente referencia. 

 

 En línea uno destina los recursos al financiamiento de la construcción de 

conjuntos de habitaciones para ser adquiridas por los trabajadores, mediante 

créditos que les otorgue el Instituto. Estos financiamientos sólo se concederán 

por concurso, tratándose de programas habitacionales aprobados por el 

Instituto y que se ajusten a las disposiciones aplicables en materia de 

construcción. 

 

 Estos inmuebles tiene una serie de privilegios por parte del gobierno 

como los son que tanto sus contratos y las operaciones relacionadas con los 

inmuebles a que se refiere este artículo, así como el desarrollo y ejecución de 

los conjuntos de habitaciones que se edifiquen con financiamiento del Instituto, 

estarán exentos del pago de toda clase de impuestos, derechos o 

contribuciones de la Federación, de los Estados o del Distrito Federal y, en su 

caso, el precio de venta a que se refiere el artículo 48 se tendrá como valor de 

avalúo de las habitaciones. El impuesto predial y los derechos por consumo de 

agua, así como las donaciones y equipamiento urbano se causarán y cumplirán 

en los términos de las disposiciones legales aplicables. Tanto las garantías 

como las inscripciones correspondientes se ajustarán en los términos del 
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artículo 44 sin que se cause impuesto o derecho alguno, ni deban efectuarse 

trámites de registro adicionales. 

 

Lo anterior se traduciría en una cuestión de apoyo a la población, pues 

se toma lo anterior como una forma del compromiso que tiene el Instituto hacia 

los trabajadores, no obstante esto no es del todo cierto, porque si es verdad que 

construye más viviendas para que sean adquiridas por ellos, pero conlleva a 

mas, pues es un negocio en donde entran intereses no solo del Instituto, sino 

de proveedores, constructoras y demás, estableciendo una supuesta ayuda 

social y económica por que plasma una obligación para quienes los construyan, 

de adquirir con preferencia, los materiales que provengan de empresas ejidales, 

cuando se encuentren en igualdad de calidad, precio y oportunidad de 

suministro a los que ofrezcan otros proveedores; es decir lo anterior no es más 

que la elección del mejor postor que le genere más ganancias sin necesidad de 

mucha inversión pues con la ayuda que le brinda el gobierno acrecienta más su 

ambición. 

 

 Además dicho beneficio a los programas habitacionales que se realizan 

con fondos del INFONAVIT, se hacen extensivos a los trabajadores 

derechohabientes de ese Instituto, que realicen operaciones de compra de casa 

habitación por medios distintos a los del Instituto, eso si con las siguientes 

reservas como por ejemplo que siempre y cuando sean para su uso y el monto 

de la operación así realizada no sea superior al valor de las casas habitación 

que el mismo proporciona a sus afiliados. Por el excedente se pagarán los 

impuestos en los términos previstos por las leyes respectivas. 

 

 Así mismo, dirige sus recursos principalmente, a los siguientes conceptos 

que ya se han referido en varias ocasiones, siendo estos: 

 

II.- Al otorgamiento de créditos a los trabajadores que sean titulares de depósitos 

constituidos a su favor en el Instituto: 

a) En línea dos a la adquisición en propiedad de habitaciones; 
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b) En línea tres a la construcción de vivienda; 

c) En línea cuatro a la reparación, ampliación o mejoras de habitaciones, y 

d) En línea cinco al pago de pasivos adquiridos por cualquiera de los conceptos 

anteriores. 

 

III.- Al pago de capital e intereses de las subcuentas de vivienda de los 

trabajadores en los términos de ley; 

 

 Lo anterior se percibe como una atención para el trabajador, es decir, los 

ahorros administrados por el Instituto en pro del acreditado, reciben un plus en 

el monto, pero a final de cuentas el mas agradecido de esta situación es el 

propio Instituto porque no por generar mas capital en la subcuenta  el Instituto le 

prestara justo lo que necesite el asalariado, sino que el monto del crédito 

siempre estará por encima de lo que necesita realmente el obrero, porque sino 

dicho financiamiento no le resulta viable. Esto se refleja al momento que este 

rescinda el contrato de crédito, pues su legislación estipula que lo aportado 

queda a favor del Organismo. 

 

IV.- A cubrir los gastos de administración, operación y vigilancia del Instituto; 

V.- A la inversión de inmuebles destinados a sus oficinas, y de muebles 

estrictamente necesarios para el cumplimiento de sus fines. 

VI.- A las demás erogaciones relacionadas con su objeto. 

 

 Es razonable, que el Instituto tenga que solventar sus propios gastos 

mediante los recursos entrantes, lo cual es justo, lo malo radica en el hecho de 

cuantos de sus trabajadores o representantes del mismo, justifican sus 

intereses personales, en los tres rubros antes mencionados, es decir, cuantos 

de ellos no viven a expensas de los propios acreditados. 
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4.2 Procedimiento de Ejecución de los Contratos de Otorgamiento de 

Crédito. 

 

Una vez rescindido el contrato de hipoteca por cualquiera de las causales 

antes previstas, cuando se trate de inmuebles que impliquen garantía 

hipotecaria a favor del instituto y no así aquellos financiados por este, ya que 

los mismos constriñen al deudor a desocupar y entregar física y jurídicamente el 

inmueble al organismo en un término no mayor a cuarenta y cinco días 

atendiendo a lo establecido en el artículo 49 de la Ley de INFONAVIT, así como 

de la estructura de dichos contratos. En consecuencia y estimando a los 

inmuebles gravados con una hipoteca el organismo la hará efectiva, mediante 

un juicio civil o especial hipotecario, destinado a recuperar el monto del crédito 

otorgado, intereses ordinarios, intereses moratorios, así como todas aquellas 

cantidades que deban pagársele, esto a razón de la literalidad del contrato.  

 

4.2.1 Según la Legislación Civil Federal. 

 

Atendiendo a la jerarquía y campo de aplicación de la ley esta nos lleva 

al ámbito federal, ya en la practica la legislación aplicable depende de la 

jurisdicción y tribunales que conocerán de la controversia y que en los contratos 

se plasma generalmente como tribunales competentes los del Distrito Federal o 

bien los de la Entidad federativa donde se encuentre ubicado el inmueble, es 

decir los litigios se ventilan en tribunales del fuero común y no así Tribunales del 

fuero Federal. 

 

Empero cabe hacer un estudio del procedimiento de ejecución que se 

regula en la legislación federal, la cual contempla en su Título Quinto 

denominado Ejecución, mismo que en su Capítulo I de las Reglas Generales, 

artículos 400- 406; establece la necesidad una demanda de ejecución que en la 

práctica es conocida como incidente de ejecución de suerte principal y planillas 

de liquidación de intereses ordinarios y moratorios. El procedimiento incidental 
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que se señala en este párrafo se encuentra contemplado en uno de los 

preceptos del capitulo inmediato posterior. 

 

Admitida la demanda se dicta un auto de mandamiento a efecto de que 

se le notifique al deudor de dicha controversia de ejecución, plasmando el 

código federal que dicho auto ordenara el requerimiento de pago y si no lo 

hiciere, se embargaran o aseguraran bienes para cubrir dicha obligación, esta 

última parte resulta inaplicable al caso concreto, pues la obligación ya se 

encuentra garantizada con una hipoteca y existen criterios de la corte que 

asimilan al juicio hipotecario con el Ejecutivo mercantil, pues dicha hipoteca trae 

aparejada ejecución. 

 

Del emplazamiento antes citado y transcurrido el término legal para la 

contestación de la demanda se sigue la siguiente regla: si la diligencia fue 

realizada directamente con el deudor o representante o apoderado y de los 

documentos que acompañen a la misma no se justifica una excepción y si se 

comprueban los elementos de la acción se pronunciara sentencia condenatoria; 

y si dicha notificación se realiza de manera diversa se tendrá por contestada en 

sentido negativo y se proseguirá el juicio en los términos de ley. 

 

Una vez dictada la sentencia, se fija término para el cumplimiento de la 

obligación. Se equipara a la sentencia los convenios judiciales o extrajudiciales 

ratificados ante los Tribunales competentes. 

 

En el Capítulo Segundo del mismo Título, se establece como 

documentos ejecutivos las sentencias ejecutoriadas, así como los demás 

documentos que traigan aparejada ejecución siendo el caso que a efecto de 

seguir las formalidades esenciales del procedimiento y no vulnerar lo plasmado 

en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en el supuesto de la hipoteca se 

ejecuta la sentencia y no así el contrato, sin embargo esta trasgresión a los 

preceptos constitucionales si se da  en teoría, pues se encuentra plasmado en 
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la legislación, en su artículo 49 como lo mencionaremos en párrafos 

posteriores. 

 

Este capítulo también vislumbra que es innecesario para efectos del caso 

concreto el reconocimiento del documento privado, cuando este sea una 

escritura de venta, permuta, hipoteca o prenda que se hubiere Inscrito en el 

Registro Publico de la Propiedad. 

 

Posteriormente en el capítulo III de las Formas de ejecución se menciona 

que si la sentencia o el documento no fija  el plazo para el cumplimiento de la 

obligación cuando esta consiste en la ejecución  de un hecho o prestación 

alguna, término que debe ser prudente para que se pueda realizar la misma. 

 

A este respecto la ley nos estipula que al tratarse de desocupación de 

fincas se debe de seguir lo plasmado en el articulo 421 primer párrafo del 

capítulo en trato el cual a la letra dice: “La desocupación de una finca solo 

puede ordenarse en sentencia definitiva; pudiéndose conceder un término hasta 

de sesenta días, fijado prudentemente por el tribunal, para hacer entrega de 

ella.  

 

 Lo anterior resulta ser un precepto desconocido por el propio Instituto, ya 

que en los contratos que emite cuando un inmueble es financiado por este 

plasma lo siguiente:  

 

“El INFONAVIT sin necesidad de declaración judicial, dará por rescindidos los 

contratos de transmisión de propiedad del inmueble objeto del presente y de 

otorgamiento de crédito, que concede al trabajador por este acto si el trabajador 

incurre en cualesquiera de las causales que más adelante se enumera por lo que 

el trabajador o quien habita la vivienda deberá desocuparla y entregarla al 

INFONAVIT, en un término máximo de cuarenta y cinco días naturales contados a 

partir de la fecha en que reciba por parte de INFONAVIT el aviso respectivo” 
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Lo anterior no solamente nos lleva a la violación del artículo antes 

referido, también de los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, como se 

desprende de su simple lectura, atendiendo el hecho de que el primer precepto 

es muy claro al indicar que “nadie podrá ser privado de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho” 

y el segundo que también se relaciona alude a que “nadie puede ser molestado 

en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 

legal del procedimiento”; en donde a todas luces podemos ver que en el 

supuesto que nos expone INFONAVIT en tal instrumento, en primer lugar este 

organismo no tiene el carácter de autoridad competente, sino de acreedor y por 

tanto se extralimita en cuanto sus atribuciones, tratando de usurpar las 

correspondientes de la propia autoridad. Además el hecho de omitir la 

declaración judicial, lo intenta de justificar con el hecho de que lo hace por 

rapidez y ahorro procesal. 

 

Volviendo al artículo que refiere la legislación civil adjetiva federal, esta 

de la misma forma para no contravenir los preceptos arriba indicados y provocar 

una trasgresión de las garantías individuales, manifiesta claramente la 

necesidad de una sentencia, estipulando como termino prudente 60 días para la 

entrega del inmueble, sin embargo el Instituto, al dictarse el fallo el mismo 

muchas veces no se apega a lo estipulado pues a consideración del juez puede 

ser menor de cuarenta y cinco días, notificándole al deudor dicho termino y una 

vez vencido el plazo el representante del Instituto acude con el actuario a la 

diligencia de requerimiento y entrega de la finca en donde posteriormente con la 

razón que asiente el mismo el juez sin más tramite adjudica el inmueble a favor 

del Instituto dejando al trabajador sin hogar.  
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Posteriormente el Capítulo IV, nos refiere la Oposición de terceros a la 

ejecución, en la cual menciona que cuando en una ejecución, se afecten 

intereses de terceros que no tengan, con el ejecutante o el ejecutado, alguna 

controversia que pueda influir sobre los intereses de éstos, en virtud de los 

cuales se ha ordenado la ejecución, tanto el ejecutante como el ejecutado son 

solidariamente responsables de los daños y perjuicios que con ella se causen al 

tercero, lo cual parecería un poco difícil, pues en sus causales de rescisión del 

contrato podemos ver que la única posibilidad en la que puede existir un tercero 

es incurriendo en una de las violaciones citadas, mismas que van enfocadas a 

que la carga de responsabilidad va destinada al acreditado, por lo que tendría 

que aplicarse el segundo párrafo que dispone que cuando se demuestre que 

sólo una de las partes ha sido responsable de la ejecución en bienes del 

tercero, cesa la solidaridad. No hay que olvidar que algunas de las violaciones 

dejan de tener tal carácter, cuando se hacen con consentimiento del organismo, 

por tanto en este caso no podría librarse de dicha solidaridad el ente. La 

mencionada oposición se resolverá por el procedimiento incidental, excepto en 

lo casos en los que exista una controversia, con el ejecutante o el ejecutado, 

que pueda influir en los intereses de éstos que han motivado la ejecución, o que 

surja en virtud de ésta, la oposición del tercero se substanciará en forma de 

juicio, autónomo o en tercería, según que se haya o no pronunciado sentencia 

que defina los derechos de aquéllos. 

 

La demanda deberá entablarla el opositor hasta antes de que se haya 

consumado definitivamente la ejecución; pero dentro de los nueve días de 

haber tenido conocimiento de ella. La demanda deja en suspenso los 

procedimientos de ejecución; pero, si no es interpuesta en el término indicado, 

se llevará adelante hasta su fin, dejando a salvo los derechos del opositor. 

 

Ulteriormente el Capítulo VI de los embargos, no se consideraran en este 

estudio por no formar parte del mismo, pues lo mencionamos anteriormente el 

embargo resulta inaplicable por que ya existe una garantía hipotecaria para tal 
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fin, además como simple alusión existen varios despachos de cobranza que lo 

hacer valer como medida precautoria, lo cual lleva a que no lo acuerden por las 

razones antes referidas. 

 

Finalmente hemos llegado al capítulo VII de los Remates el cual es el 

ultimo que contempla el procedimiento de ejecución. 

 

La mayoría de las veces cuando son viviendas financiadas por 

INFONAVIT, se adjudican las mismas en dicho procedimiento, sin embargo 

cuando son financiadas por un tercero las mismas llegan al remate. A este 

respecto la ley nos dice que todo remate de bienes inmuebles, semovientes y 

créditos será público y deberá efectuarse en el local del tribunal competente 

para la ejecución, dentro de los veinte días siguientes a haberlo mandado 

anunciar; pero en ningún caso mediarán menos de cinco días entre la 

publicación del último edicto y la almoneda. Cuando los bienes estuvieren 

ubicados fuera de la jurisdicción del tribunal, se ampliarán dichos términos por 

razón de la distancia, atendiendo a la mayor, cuando fueren varias.  

 

Además si los bienes no estuvieren valuados anteriormente, o si los 

interesados no hubieren convenido precio para el caso de remate, se procederá 

al avalúo por peritos, observándose las disposiciones relativas a la prueba 

pericial. Cuando el ejecutado no hubiere hecho el nombramiento de perito 

valuador en el término legal, puede el actor solicitar que el tribunal lo nombre en 

rebeldía, o que se pida certificado a la Oficina de Contribuciones o al Catastro, 

respecto al valor de la finca, y éste servirá de base para el remate; pero, si en 

dichas oficinas no hubiere la constancia respectiva, el tribunal, sin nueva 

promoción, hará el nombramiento de perito. 

 

No podrá procederse al remate de bienes raíces, sin que previamente se 

haya pedido, al Registro Público correspondiente, un certificado total de los 

gravámenes que pesen sobre ellos, hasta la fecha en que se ordenó la venta, ni 
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sin que se haya citado a los acreedores que aparezcan en dicho certificado. Si 

en autos obrare ya otro certificado, sólo se pedirá, al Registro, el relativo al 

período o períodos que aquél no abarque. Este párrafo al hablar de acreedores 

aplicándolo al análisis especifico, resultaría lo ideal para el Instituto que solo el 

mismo aparezca como único acreedor, sin embargo no podemos dejar de 

contemplar el hecho de que si exista tal pluralidad de acreedores, porque tal 

situación se daría por haber incurrido en una de las antes citadas causales de 

rescisión que refiere que el inmueble hipotecado fuere objeto de embargo de un 

acreedor del Trabajador, o de limitación, afectación o gravamen decretado por 

cualquier autoridad 

 

Si existieren los acreedores que cita el párrafo anterior y los que se 

presenten con certificados del Registro posteriores, tendrán derecho de 

intervenir en el acto del remate, pudiendo hacer, al tribunal, las observaciones 

que estimen oportunas para garantizar sus derechos, y apelar el auto en que se 

finque el remate; pero sin que su intervención pueda dar lugar a que se mande 

suspender la almoneda.  

 

En el presente caso como existe una hipoteca en donde el deudor 

convino o mejor dicho se adhirió, en el contrato, el precio que servirá de base 

para el remate de los bienes hipotecados o empeñados, no se hará avalúo 

judicial, sino que el precio pactado será la base para la primera almoneda. 

 

Se podrán realizar hasta tres almonedas, las cuales se ajustarán a lo 

siguiente: si en cada una no hubiere postura legal, se citará a otra, dentro de los 

quince días siguientes, mandando que los edictos correspondientes se 

publiquen, por una sola vez, en la forma antes indicada, y de manera que, entre 

la publicación o fijación del edicto y la fecha del remate, medie un término que 

no sea menor de cinco días. En la almoneda se tendrá como precio el primitivo, 

con deducción de un diez por ciento. En cada una de ellas se deducirá un diez 

por ciento del precio que, en la anterior, haya servido de base.  
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En cualquier almoneda en que no hubiere postura legal, el ejecutante 

tiene derecho de pedir la adjudicación, por las dos terceras partes del precio 

que en ella haya servido de base para el remate. La resolución relativa es 

apelable en ambos efectos. El acreedor a quien se adjudique la cosa, 

reconocerá, a los acreedores hipotecarios anteriores, sus créditos, hasta donde 

baste a cubrir el precio de adjudicación, para pagárselos al vencimiento de sus 

escrituras.  

 

Postura legal es la que cubre las dos terceras partes del precio fijado a la 

cosa, con tal de que la parte de contado sea suficiente para pagar el importe de 

lo sentenciado. Cuando, por el importe del valor fijado a los bienes, no sea 

suficiente la parte de contado para cubrir lo sentenciado, será postura legal las 

dos terceras partes de aquél, dadas de contado. 

 

Las posturas se formularán por escrito, expresando, el mismo postor o su 

representante con poder jurídico el nombre, capacidad legal y domicilio del 

postor; la cantidad que se ofrezca por los bienes; la cantidad que se dé de 

contado, y los términos en que se haya de pagar el resto; el interés que deba 

causar la suma que se quede reconociendo, el que no puede ser menor del 

nueve por ciento anual; y la sumisión expresa al tribunal que conozca del 

negocio, para que haga cumplir el contrato. Además dichos postores deben de 

cubrir a parte de lo antes mencionado una serie de condiciones y formalidades, 

aunado al hecho de que se deben de seguir ciertas reglas para las posturas en 

comento. 

 

Pero todavía en este punto se le da una última oportunidad al deudor ya 

que antes de que se finque el remate, puede librar sus bienes, si paga, en el 

acto, lo sentenciado, y garantiza el pago de las costas que estén por liquidar. Si 

el ejecutante no presenta su liquidación dentro de siete días, se devolverá la 

garantía al ejecutado, quien quedará libre de toda obligación. 
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Al declarar fincado el remate, mandará el tribunal que, dentro de los tres 

días siguientes, y previo pago de la cantidad ofrecida de contado, se otorgue, a 

favor del rematante, la escritura de venta correspondiente y que se le entreguen 

los bienes rematados. Si el deudor, o quien deba hacerlo, se niega a otorgar la 

escritura, o si no lo hace dentro del término de tres días de haberse mandado 

otorgar, la otorgará el tribunal, en su rebeldía, sin más trámite; pero, en todo 

caso, es responsable de la evicción el ejecutado. 

 

Con el precio, se pagará al acreedor, hasta donde alcance, y, si hubiere 

gastos y costas pendientes de liquidar, se mantendrá en depósito la cantidad 

que se estime bastante para cubrirlos, hasta que sean aprobados los que 

faltaren de pagarse; pero, si el ejecutante no formula su liquidación dentro de 

los siete días de hecho el depósito, o en cualquier caso, dejare pasar igual 

término sin proseguir su instancia de liquidación, perderá el derecho de 

reclamarlos, y se mandará entregar lo depositado al deudor. Si la parte que se 

diera de contado excediere del monto de lo sentenciado, formada y aprobada la 

liquidación, se entregará la parte restante al ejecutado, si no se hallare retenida 

a instancia de otro acreedor.  

  

4.2.2 Pros y Contras para el Trabajador durante el Procedimiento de 

Ejecución de los Contratos de Otorgamiento de Crédito. 

 

En base al procedimiento citado en el punto que precede al de cuenta es 

dable hacer notar que el mismo arroja una serie de beneficios legales al 

Instituto y no así al trabajador, estimando el hecho de que dicha legislación deja 

al arbitrio del juzgador una presunta condescendencia ya que el mismo puede 

en su fallo descontar las aportaciones hechas por el trabajador a la suerte 

principal, lo que no cubre realmente el monto de lo condenado atento a que el 

Instituto cotiza el inmueble a un costo de veces salario mínimo con un factor 

determinado al momento de la ejecución y pretende hacer la devolución al 
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acreditado con el  factor que se generó al momento del pago, lo que disminuye 

notablemente el patrimonio del asalariado. 

 

Por tanto existe un abismo de desigualdad, pues si bien es cierto el 

trabajador incumplió el contrato de hipoteca, no menos cierto lo es que el 

Instituto atendiendo a su carácter preponderantemente económico y de 

especulación busca un aumento en su patrimonio dejando de lado la finalidad 

social, y al trabajador sin vivienda y sin aportaciones  significando un detrimento 

en su patrimonio familiar, así como constituye una violación a su derecho de 

habitación. 

 

4.3 La Restitución de lo dado ante el Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores. 

 

 En consecuencia de lo anterior  y tomando en consideración que ni la 

Ley ni el instituto son suficientes para cubrir las prioridades que la nación les 

demanda dentro del rubro del derecho habitacional y social, desembocando en 

una serie de  injusticias avaladas tanto por autoridades y ordenamientos, en la 

presente investigación se pretende salvaguardar por lo menos uno de los 

derechos esenciales del  sector proletario. 

 

4.3.1 Devolución del 80% de las Aportaciones del Trabajador, en caso de 

Rescisión del Contrato de Hipoteca y el pago de los daños 

ocasionados al Inmueble si son imputables a este. 

 

La propuesta contenida en este apartado refiere que cuando el trabajador 

haya sido condenado en un procedimiento de ejecución, exista una restitución 

para ambas partes, es decir, el trabajador devuelve el inmueble materia del 

contrato por el cual lo adquirió y en algunos casos el Tribunal ordena al Instituto 

a la devolución de lo aportado por el trabajador en el supuesto de la rescisión, 

siendo esto a criterio del juzgador, sin embargo lo que se pretende con la 
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reforma es que ese criterio se convierta en mandato judicial. Dicha devolución 

consistirá en un 80% de las aportaciones para el trabajador, dejando el 20% 

restante al Instituto por cualquier daño causado al inmueble del que fuere 

imputable el trabajador. 

 

4.3.2 Normatividad a modificar dentro de la Legislación del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

 

Como lo hemos argumentado en puntos precedentes la legislación que 

se va  a  modificar tiene múltiples deficiencias, mas sin embargo en el presente 

nos enfocaremos al análisis de la devolución de lo dado al trabajador en caso 

de rescisión del contrato de hipoteca, sea inmueble del instituto o bien de un 

tercero, atendiendo a la equidad jurídica entre las partes, así como a la finalidad 

social de la institución la cual como ya se a mencionado en el presente estudio 

es preponderantemente económica dejando de lado algunos principios del 

derecho habitacional. 

 

Por lo que todo individuo tiene derecho a una vivienda digna pero a que 

costo nos preguntamos, esto a razón de que el instituto toma el fondo de la 

subcuenta de vivienda para realizar el pago inicial del inmueble, dinero que 

pertenece al trabajador, por tanto dentro de este rubro el instituto no hace 

erogación alguna ya que todo el costo es pagado por el acreditado. 

 

A lo que respecta de los montos que una vez adquirido el crédito deben 

pagarse es dable mencionar que el acreditado esta obligado a cubrir el capital 

remanente adeudado, a más de los intereses ordinarios que se generen así 

como los moratorios en el supuesto de que incurra en falta de pago. 

 

Ahora bien, el Instituto a fin de que el trabajador a pesar de sus 

desavenencias le restituya el crédito, maneja en su legislación una prorroga en 

caso de desempleo, que si bien es cierto pueden dar un respiro al acreditado 
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hasta por dos años o antes si es que el trabajador ya cuenta con un nuevo 

empleo, lo perjudica considerablemente, porque el termino máximo para cubrir 

su crédito no seria 30 años, sino que se alargaría, al mismo tiempo de que su 

crédito sigue aumentando, es decir, le provocando un endeudamiento mayor al 

trabajador. Además la legislación no lo maneja pero el mismo Instituto 

internamente contempla una serie de paquetes a beneficio del trabajador, para 

que puedan solventar su crédito, no obstante al analizarlos, incluyen una serie 

de requisitos que difícilmente el trabajador podría reunir en el término que le 

ofrece el instituto, y también de los que pocos acreditados conocen 

considerando que existe falta de información y que las personas que debieran 

de informarlos buscan lucrar con su necesidad así como un beneficio mayor 

para la institución y no así para el trabajador dejando de lado el rubro del 

derecho social. 

 

Todo el esfuerzo que el trabajador realiza para amortizar su crédito, no 

es reconocido por el INFONAVIT, pues trata al trabajador como un medio para 

enriquecerse y no como un individuo en busca de solventar una necesidad, 

razonando el hecho de que gracias al trabajador se fundó el mismo y sus 

instrumentos jurídicos, gracias a las aportaciones que realiza el patrón al 

Instituto este puede generar financiamiento y de paso solventar sus propios 

intereses, su desapego con su finalidad de interés social se ve traducido desde 

las imperfecciones de su sistema hasta una mala atención que recibe el 

trabajador cuando pide se hagan valer uno de los escuetos derechos que 

contempla la misma. 

 

Prosiguiendo con este orden de ideas podemos ubicar una de las 

grandes deficiencias de su ordenamiento, en su artículo 49, donde plasma en 

su primer párrafo las causales de rescisión del contrato de otorgamiento de 

crédito las cuales ya fueron analizadas. Causales que llevan al acreditado, no 

solo a la rescisión del instrumento, sino también al vencimiento anticipado de 

los créditos si es que llegare a incurrir en alguna de las causales mencionadas. 
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También, resalta una diferencia en cuanto al procedimiento a que puede recurrir  

cuando sean moradas financiadas por el mismo.  

 

El último  párrafo de este tan multicitado artículo nos dice:  

 

“En el caso del párrafo anterior las cantidades que hayan cubierto los trabajadores 

hasta la fecha en que se desocupe la vivienda, se aplicarán a favor del instituto a 

título de pago por el uso de la propia vivienda”. 

 

Recordemos que este párrafo está relacionado con el segundo, mismo 

que nos refiere a las viviendas financiadas por el propio Instituto, lo que se 

refleja en un abuso hacia el trabajador, pues el acreditado además de quedarse 

sin un lugar donde refugiarse, pierde también gran parte de su patrimonio, el 

cual constituyo con miles de esfuerzos y que se gano con su trabajo, lo que se 

convierte en un negocio redondo para el Instituto porque no solo recupera la 

vivienda, sino también obtiene un plus quedándose con las aportaciones del 

mismo, es decir aumenta su patrimonio, hecho que desgraciadamente no pasa 

con solo sus viviendas sino con las que fueron financiadas por terceros. 

 

Finalmente el Organismo cae en un error gravé al considerar que dichas 

cantidades se queden por concepto de uso de la vivienda, pues lo toma como 

pago de rentas, lo cual seria ilógico porque no es un arrendamiento, sino un 

contrato de transmisión de propiedad, estimando el hecho de que el Instituto al 

financiar la viviendas funge como dos personas jurídicas con funciones 

distintas, es decir, uno es el vendedor y dos quién financia dicho crédito o bien 

acreedor crediticio, por lo que al momento de rescindir el contrato, el mismo no 

puede reclamar la propiedad que el mismo enajenó, sino que su objetivo radica 

en el pago del crédito, considerando que son dos situaciones distintas. 

 

Por lo que la propuesta consistiría en la reforma del último párrafo del 

artículo en análisis quedando de la siguiente forma: 
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Las cantidades  que hayan cubierto los trabajadores hasta la fecha de la 

rescisión del contrato, para cualquiera de las líneas a que se destine el crédito, 

y en caso de la línea dos, no importando si es finca financiada por un tercero o 

por el Instituto, le serán devueltas al trabajador en un 80% y el 20% restante 

quedara  a favor del Instituto para cubrir cualquier gasto por concepto de daños 

que el trabajador haya causado al mismo inmueble por situaciones imputables a 

él. 

4.4 Repercusiones de la Restitución de lo dado en caso de Rescisión del 

Contrato de Otorgamiento de Crédito. 

 

 A pesar de que la propuesta antes planteada pudiere parecer a simple 

vista que esta mas inclinada a favor del trabajador, la realidad es otra, ya que 

no se busco una propuesta preferencial sino equitativa, por tanto las 

repercusiones que tengan implicaría una serie de beneficios para ambos. 

 

4.4.1 Repercusiones Económicas. 

 

 La economía actual de nuestro país  es deficiente, como siempre los más 

poderosos son los que tiene el dinero a su favor y la mayoría de la población 

somos los que venimos buscando sobrevivir día a día. 

 

 El Instituto comenzó con buenas bases, sin  embargo ha pasado como la 

mayoría de la población por rachas económicas bastante fuertes que en un 

momento dado provocaron su descapitalización. 

 

 Sin embargo este golpe fuerte en su economía fue uno de los principales 

generadores que motivo el cambio de su misión, porque al toparse con una 

crisis tan devastadora su primera finalidad era subsistir, modificando su sistema 

para poder capitalizarse de nuevo, posteriormente ese cambio le sirvió no solo 

para seguir de pie como hasta ahora, lo ha hecho sino que también le permitió 

lucrar con las aportaciones de los acreditados. 
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 Así con esta propuesta por un lado la clase trabajadora se vería 

beneficiada porque parte de su patrimonio estaría volviendo a sus manos ya 

que como lo mencionamos antes es un sector económicamente vulnerable por 

lo tanto no quedaría completamente desprotegido en esta cuestión. 

 

 Para el Instituto, a pesar de que causaría un impacto en el ámbito al que 

se alude, tampoco le perjudicaría al grado de su descapitalización, ya que este 

ente seguirá recibiendo aportaciones de miles o millones de trabajadores, 

además de que el trabajador que este en el supuesto de dicha propuesta al 

seguir con una actividad laboral y contar con la edad para seguir haciendo sus 

aportaciones al INFONAVIT, en donde bien sus contribuciones no servirán para 

otorgarle un crédito nuevamente, ya que estos se otorgan solo una vez según 

las políticas del propio instituto, si tendrán la finalidad de que la misma entidad 

las seguiría administrando y por tanto ese capital puede seguir generando mas 

créditos y utilidades para el INFONAVIT. 

 

 A su vez, dicho monto entraría al ciclo económico que favorece no solo al 

país por que al reutilizarlo, sea cual sea la utilidad, contribuirá a la economía 

posiblemente del sector empresarial, a particulares, comerciantes, y al propio 

Estado. 

 

 Finalmente y tal vez extralimitándome pudiera ser que el ahorro 

voluntario de los derechohabientes aumente en un grado donde el gobierno 

pueda salir beneficiado en el sentido de que si la gente sabe que su dinero no 

se va a perder tan fácilmente, estos sigan contribuyendo a generar más créditos 

 

4.4.2. Repercusiones Políticas. 

 

 La Política de vivienda de nuestro país ha contemplado ha INFONAVIT 

como la principal y punto fuerte de las insuficientes soluciones para combatir la 
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necesidad de moradas en México; sin embargo con esto no se pretende 

menoscabar la función de las demás instituciones dedicadas a tal fin. 

 

 Considerando la magnitud de responsabilidad que tiene el Organismo en 

estudio es increíble que durante casi cuatro décadas este Instituto sea 

considerado por los gobiernos el mas funcionable, cosa que resulta una 

mentira, y que el mismo gobierno no haya podido vislumbrar las deficiencias de 

su legislación y del propio ente o mejor dicho que a pesar de que las note y 

ubique no haya hecho nada para subsanarlas. 

 

 No hay que dejar de lado que lo económico y político siempre van de la 

mano, internamente INFONAVIT estaría involucrado en un juego de intereses 

con los órganos que dirigen al Instituto porque los mismos no estaría de 

acuerdo principalmente por el menoscabo de capital a causa de dicha 

propuesta, punto que ya ha quedado aclarado anteriormente, sin embargo por 

otra parte tendría que estar atenido a lo que más le beneficie al gobierno en 

turno, estimando la propuesta como estrategia partidista, de futuras elecciones, 

cuestión que es incorrecta al contemplarse, porque INFONAVIT, no debiera 

utilizarse con fines políticos, sin embargo tenemos que ubicarnos en el rol que 

juegan actualmente los partidos en este país. Además no todo fin político es 

malo, tomemos en cuenta que esta reforma daría un poco mas de credibilidad 

al gobierno, miles de habitantes serian beneficiados y el punto más importante 

es que la política de vivienda lo requiere porque hasta ahora es ineficiente y no 

da ni los mínimos de habitabilidad y por tanto es extremadamente injusto que 

aun y con esos errores el trabajador tenga que perder su patrimonio. 

 

4.4.3 Repercusiones Sociales. 

 

El derecho habitacional, forma parte del derecho social, como lo 

argumentamos en capítulos anteriores, sin embargo no hay que olvidar que 

para llegar a contemplar dicha atribución como tal pasaron muchos años en los 
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cuales al correr de los mismo existieron luchas por la defensa de dichas 

facultades, pero sobre todo por la defensa de los más débiles, todo esto quedo 

plasmado en el primer mandato constitucional del mundo que contemplo los 

derechos sociales de la clase obrera. 

 

Considerando lo anterior, esa justicia social que tanto se buscaba a sido 

menoscabada por Instituciones y leyes  que fueron creadas para apoyar a dicho 

sector y han resultado todo lo contrario, como lo fue el INFONAVIT y su ley. 

 

En este aspecto podemos referir que dicha propuesta de reforma 

conllevaría a que la sociedad en general, no solo la trabajadora destine un voto 

de confianza no solo al gobierno sino también a las Instituciones y le otorgue su 

respeto a la ley, porque con esto sabría la nación en general que en verdad la 

justicia esta de su lado. 

 

El Instituto socialmente estaría dando verdaderos frutos a los 

trabajadores y sobre todo estaría aplicando ahora si la finalidad social que tanto 

pregonaba en años pasados, sin cumplir su cometido. 

 

 Por lo menos el trabajador que este en el supuesto podría utilizar dicha 

cantidad para solventar su necesidad de vivienda momentáneamente, mientras 

ubica algo definitivo, pero no quedaría desprotegido como lo hubiera estado 

antes de la propuesta, es decir, sin casa y sin dinero. 

 

 Finalmente el trabajador valoraría el error que cometió porque si hay algo 

que no se pude negar es que el mismo incumplió y por tal motivo perdió el 

inmueble que destinaría para habitación, sin embargo sabe que no quedo del 

todo desamparado y que la ley está para resguardarlo y que dicha propuesta le 

estaría dando una oportunidad más de satisfacer ese derecho que quedo 

inconcluso. 
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4.5 Impacto Jurídico que Implica la Reforma. 

 

El pueblo al elegir a sus gobernantes lo único que busca es que este 

escuche las necesidades o dificultades que afectan no solo a cada individuo 

sino también a la sociedad en conjunto, proponiendo soluciones que ataquen el 

problema de raíz, y fuese cual fuera el mecanismo que elija para resolver tal 

contrariedad, tiene que ir avalado por medio de una ley la cual debe ser 

congruente con las parvedades actuales de la población, además de que ya sea 

una reforma una adición o una derogación de la legislación esta debe tener 

como objetivo principal salvaguardar los derechos de los individuos. 

 

Por tanto esta reforma implica que se subsane uno de tantos defectos 

con los que cuenta la ley, pues este granito de arena contribuiría a que el 

Instituto en verdad sea considerado como una solución para miles de obreros y 

no un problema más como lo ha venido demostrando. Además de que tanto el 

Instituto como su mandato, tomarían el cause original de su misión, es decir la 

utilidad social. 

 

Hay que resaltar que el derecho social es el punto fundamental en el 

presente estudio y las cuestiones civiles son consecuencia del mismo, por lo 

que no deben contemplarse como eje principal. 
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CONCLUSIONES 
 

PRIMERA. El derecho a la vivienda ha pasado por un largo y lento proceso en 

busca de su reconocimiento y cumplimiento. 

 

SEGUNDA. La evolución del derecho habitacional, trajo consigo una serie de 

figuras jurídicas que le dan al individuo un pleno goce y disfrute de su derecho 

habitacional, pero además una fuerte lucha de clases. 

 

TERCERA. El Estado es pieza central para el acatamiento de todo derecho, en 

el ámbito habitacional, su función ante la problemática, ha sido errónea, pues 

desde los años 70’s hasta la fecha, su política habitacional se ha enfocado a la 

sectorización de la población. 

 

CUARTA. Tanto el Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los 

Trabajadores, como su legislación son considerados por el Estado 

erróneamente como su máxima expresión de satisfacción a este derecho, para 

con la clase trabajadora. 

 

QUINTA. El sistema de financiamiento que maneja el Instituto del Fondo 

Nacional de Vivienda para los Trabajadores, en la actualidad, permite a un 

trabajador adquirir una vivienda, más no la satisfacción de su derecho. 

 

SEXTA. Para que un trabajador  lleve a cabo su derecho a una habitación, tiene 

que aceptar y adherirse a una serie de injusticias, deficiencias, el agravio de 

derechos, la burocracia, la mentalidad institucional de los trabajadores, la 

corrupción, instrumentos y ordenamientos imperfectos por parte del Instituto del 

Fondo Nacional de Vivienda para los Trabajadores, gobernantes, autoridades e 

instituciones jurídicas. 
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